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I INESTABILIDAD CONSTITUCIONAL (1917-1952) 


LA HISTORIA ENSENA 


En el lapso que comprende el período a estudiar inicizImente, 
vale deci: entre 1933 y 1959 -apenas un cuarto de siglo-, tuvimos 
tres const,tuciones, varios proyectos de enmiendas parciales o de 
modificaciones de fondo, y una perraenente, fatigosa, agitación 
reformista. 

La Carta de 1830 alumbró el nacimiento del país y presidió los 
avatares de su tormentosa, pero fecunda, consolidación. Del torbe- 
llino inicial, de la nebulosa informe que nos legara el desgarramiento 
revolucionario -una vez frustrada la vigencia de su única ideología 
coherente, la artiguista-, de aquel semimediatizado, sin conciencia 
de la nacionalidad y fruto de una trapisonda de cancillerías, se 
pudo, paulatina, pero firmemente, con paréntesis obscurantistas, 
pero con un ritmo sostenido si se analizan las grandes líneas de la 
evolución histórica, estructurar un estado; definir sus fronteras sin 
desmembramientos más dolorosos de los previstos; perfilar una 
personalidad internacional sin mácula para La soberanía; poblar el 
territorio y absorber la enorme avalancha inmigratoria, sin acusar 
en demasía vicios de descastamiento; transformar los modos de 

roducción e insertar nuestra economía dentro del mundo capita- 
lista; desarrollar instituciones como las encargadas de administrar 
justicia, las municipales, las universitarias; construir ferrocarriles y 
caminos; habilitar puertos incluso uno excelente de ultramar, abrir 
calles y fundar centros poblados; impulsar la educación primaria, 
popularizarla y modernizarla; laicizar el Estado y reivindicar su 
cometido tutelar sobre servicios públicos esenciales; ensayar una 
política de reformas sociales y de etatismo económico, todo bajo la 
tutoría jurídica de la primigenia forma institucional. El país pudo 
progresar y mudar de estructura sin que fuera óbice, sino al contra- 
rio, aquella inmutabilidad. 

Después de casi un siglo de vigencia de la Carta de 1830 no se 
correspondía con la realidad histórica; y la reforma -que desde los 
albores del siglo había trascendido de un tema especulativo a un 
estado de conciencia unánime en la opinión-, se impuso como una 
necesidad. 

El texto de 1917 es el corolario de un proceso que lo funda- 
menta y explica. No es la genialidad de un iluminado; es la conden- 
sación en la fórmula jurídica, vale decir, en la osatura formal, de un 
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proceso evolutivo profundo y autentico. La autonomía municipal 
ya estaba en germen, en la Ley Orgánica de las Juntas y en la de 
Intendencias; el art. 100 constitucionalizó la descentralización por 
servicios, ensayada antes con éxito, en leyes orgánicas de entes 
comerciales e industriales (los tres Bancos estatales, las Usinas Eléc- 
tricas, la Administración del Puerto); la separación de la Iglesia del 
Estado reflejó la realidad de un estado laico, porque lo eran los 
resortes de la vida administrativa (la enseñanza, los cementerios, el 
registro civil); las garantías del suiragio, la representación de las 
minorías (en la forma de la proporcionalidad) y el voto secreto, 
culminaron la gesta heroica del Nacionalismo revolucionario y la 
coetánea comprensión crítica del partido adversario. 

Detractores y panegiristas de ie soluciones de 1917, se engol- 
faron en una ardua polémica sobre la viabilidad de la bipartición 
del Poder Ejecutivo, siguiendo aproximadamente la dicotomía 
doctrinaria entre funciones primarias y secundarias del Estado, y en 
las ventajas y desventajas del pluralismo ejecutivo o del presidencia- 
lismo atenuado -al que ilustraba su rancio linaje americano-, O del 
parlamentarismo, según el ilustre modelo inglés. 

La disputa se centró en lo novedoso, en el ensayo, como era 
fatal que ocurriera; pero el espejismo sobre la importancia de este 
aspecto, magnificado en uno u otro sentido, obnubiló la compren- 
sión de las conquistas definitivas, de aquellas que no debían some- 
terse a la prueba de la experiencia, porque eran simplemente la tras- 
mutación en forma jurídica de una realidad pre-existente al texto. 
Acertaron, pues, Wáshington Beltrán y Martín C. Martínez cuando 
al reseñar los logros de la jornada, pusieron el acento en donde 
importaba y no en las espectaculares adyacencias de una improvi- 
sada originalidad. 


LA COYUNTURA CRITICA 


La Constitución de 1917 fue, pues, un resumen en la cumbre. 
Expresaba una forma de vida esperanzada y optimista; era el reflejo 
de una ideología acaso anacrónica en su reflejo americano, que se 
nutría de fe en el progreso indefinido, de misticismo en la virtua- 
lidad mágica de la norma, de ilusoria confianza en el entendimiento 
pacítico de las clases sociales, en la omnisapiencia tuitiva del Estado, 
intervencionista, en la eficacia educadora de las prácticas de la 
democracia política. 
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Vivimos luego un interregno (¿el último?) de paz y de blandura, 
de desarraigo y de petulante jactancia. Mirábamos por sobre el 
hombro a los turbulentos pueblos mestizos del resto de América, y 
asistíamos, entre condolidos y desdeñosos, pero con la fría lejanía 
de un asunto que no es ajeno, al nes de su miseria, de su 
ignorancia y de 11 atraso. Nos sentíamos seguros y fuertes, capaces 
de mantener el diálogo con los tradicionales mentores europeos, en 
particular con el :liente inglés, pulcro, educaco, succionador pero 
con tacto, y hasta si se quiere, más que un enemigo, un aliado 
natural por cuanto nuestra producción se incrustaba sin esfuerzo en 
el esquema de su economía. El fenómeno del imperialismo, como 
lo sentíamos atenuado, en las formas asépticas de las añagazas 
diplomáticas, nos parecía un exotismo de noveleros. La hermandad 
ibero-americana sonaba como una paradoja sin sentido, una exqui- 
sitez dialéctica de intelectuales o lo más, una vaga utopía de los 
fundadores, arrinconada por los hechos. Las dictaduras, la inesta- 
bilidad institucional y las tropelías de los caciques caribeños las 
explicábamos por la ignorancia y el atraso cultural. Orgullosos nos 
pavoneábamos con el título de “Atenas del Plata” -pedantesco, 
pero calificante membrete-, que traducía nuestra uniformidad 
racial pues el sedimento indio no había teñido ni la tez ni el 
cerebro y el precipitado de pueblos del aluvión inmigratorio había 
atenuado los supuestos estigmas de la filiación hispánica. Los 
blasones de limpieza de sangre de nuestros abuelos, oficiaban de 
casualidad suficiente del transcurrir sosegado y tranquilo, y nos 
habían ahorrado, por los siglos de los siglos, los amargos trances 
que por doquier padecían los hermanos de origen. Eramos un 
apéndice europeo l Peñón de Gibraltar del Sur-, equilibrado, culto 
y próspero en medio de la vorágine de la satánica América india. 


Sin embargo el sordo avance de la crisis -que no afloraba a la 
superficie, pero minaba los cimientos-, hizo un día irrupción 
violenta. Medio siglo de estabilidad política naufragó el 31 de 
marzo de 1933, y las instituciones de apariencia eterna, se derrum- 
baron al empuje de un golpe policial sin estruendos bélicos. En la 
ejemplar democracia rioplatense, se instaló una dictadura de 
contornos casi ridículos, una suciedad degradada del peor estilo 
sudamericano. Y la rebeldía -salvo algún esporádico gesto de hero- 
ísmo individual, como el suicidio de Brum, o la pequeña protesta 
armada de 1935-, nunca fue eficaz ni inflamada, no conmovió a las 
masas, no generó un potente movimiento de opinión ni trascendió 
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E ma emo RENTA mean ES PET, O de un 
mem urn Sue mo calada hasta las cacas 

Intactos permanecieron los antiguos partidos. las envejecidas y 
caducas clases dirigentes, las barreras en éstas, de conceptos 
aldeanos, de campanario, sobre la historia del país y el destino de 
América. No hubo una ideología de los usurpadores; tampocc de 
sus opositores; faltó un programa para el futuro, un plan para 
mover la conciencia nacional en una fecunda tentativa de reest:uc- 
turar el país. Y si de lo que se trataba era simplemente de caminar 
a contramano en el camino de la historia y restaurar los basamentos 
de un orden abatido por la perfidia de un renegado, eran hábiles 
para lograrlo las tácticas del oportunismo político. Se salió de la 
encrucijada sin gallardía, con otro golpe de estado el de 1942-, 
instrumento antiheroico y mediocre, huérfano de todo propósito 
creador para afrontar las contingencias imprevistas de la inmediata 
hora posterior. La cosa era, simplemente, reanudar el pausado 
tranco de otrora. 

No era posible. El camino de la historia no se recorre dos veces. 
El golpe de estado de 1933 y sus secuelas, no fue un colapso 
morboso pero accidental; al contrario, fue un síntoma de una grave 
enfermedad del organismo social. Los escasos valores que la lucha 
contra la dictadura había incubado, en especial en los sectores 
juveniles, se desdibujaron y acabaron muriendo. El país perdió su 
fe en las instituciones, en los hombres y en los partidos. Creció el 
escepticismo, el descreimiento, una atonía moral que produjo 
indisciplina social, falta de perseverancia en el trabajo, negligencia y 
desprecio por el esfuerzo tenaz. Un estólido egoísmo pequeño 
burgués corrompió a sus clases populares: los vicios de la burocracia 
y de la corrupción se instalaron en los resortes administrativos; los 
servicios úblicos entraron en un pavoroso estado de ineficiencia; 
se estanco la producción, se desorientaron los hombres de trabajo 
al tiempo que proliferaban una bandada de buitres que arrebataban 
los beneficios Ic esfuerzo ajeno, con el uso indiscreto de las influ- 
encias, las infidencias y toda suerte de maniobras linderas con el 
delito, cuando no recaían derechamente en el ilícito; el Estado 
tutelar y orientador se mostraba remiso e incapaz en las circunstan- 
cias críticas e impertinente y molesto en los días de bonanza y 
prosperidad, no coadyuvaba, al contrario, embarazaba; los 
problemas sociales en el medio rural se precipitaban (el auge de los 
pueblos de ratas era permanente denuncia), mientras en la ciudad 
se amontonaban leyes de pretenso contenido justiciero, pero de 
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fondo demagögico, y de hechura improvisada y errätica, mientras 
las instituciones pilares de la seguridad social zozobraban devoradas 
por una incontenible, desbordada inflaciön. 

La historia de las instituciones no puede desgajarse de la historia 
a secas, porque en ésta queda subsumida la realidad entera. La crisis 
institucional en que permanentemente hemos vivido de 1933 a la 
fecha, es un mero epifenómeno de la crisis completa de los valores 
en que se apoyaba la sociedad oriental del ciclo optimista. 

Estos recodos en el desarrollo de los pueblos no son siempre 
jalones de decadencia; son vértices donde un proceso culmina y una 
sociedad muere, para dejar paso a los nuevos cauces que abre la 
savia de la vida. Desde nuestro doloroso presente, acaso podamos 
columbrar los inicios de un porvenir mejor basado no en la utopía 
de un imposible aislamiento, sino en la conciencia multitudinaria 
de que la América toda, como lo enseñaron los fundadores en los 
albores de su nacimiento libre, se integra en una profunda unidad, a 
cuyo destino vamos uncidos sin remedio. La salvación será obra de 
todos, o no habrá salvación. 


INESTABILIDAD CONSTITUCIONAL 


Cerca de un siglo rigió la Carta de 1830; la de 1917 no completó 
las dos décadas; la de 1934 vivió 8 años; 10 la de 1942; lleva otros 
10 la de 1952, y ya debió afrontar dos empeños reformistas, 
prohijado uno de ellos por uno de los grupos políticos compro- 
metidos en su establecimiento. 

Vivieron menos nuestras últimas Constituciones, que muchas de 
nuestras leyes. Es más estable el estatuto orgánico de un Banco o 
de cualquier ente industrial, la Ley Orgánica Municipal o los 
Códigos que la misma Carta Magna. Es éste un grave vicio. Decía 
Rodó: “La antigüedad de la ley es, efectivamente, una base de esta- 
bilidad que puede ser peligroso remover, cuando la ley encarna 
a que han llegado a ser instintivas por la acumulación del 

ábito; cuando se trata de instituciones de esas que los pueblos 
elaboran, por decirlo así, con su propia substancia en el transcurso 
de las generaciones. Entonces modificar la ley, es violentar la 
costumbre”. La rigidez constitucional es, pues, más que un propó- 
sito programático, una consecuencia ineludible de la naturaleza de 
estas normas y de su funcionalidad estabilizadora. Aún aquéllas en 
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teoria extremadamente flexibles (como el caso ejemplar de la 
inglesa), donde basta la ley ordinaria para adecuarlas, sufren 
procesos muy lentos de adaptaciön, porgo se entiende previa a la 
injerencia del legislador, la lenta conso idación operada por los 
hechos vivos de la realidad histórica, ensamblados en hábitos o 
costumbres y arraigados en la conciencia pública. En vez, cuando se 
operan transfiguraciones tan rápidas -sea por novelería, sea por 
necesidad-, es porque textos vueltos anacrónicos o juzgados de. 
no reflejan prácticas substanciales, necesidades vitales o estados de 
convencimientos afirmados en el alma popular. 

La precaria vida de las Constituciones es, pues, un síndrome de 
flaqueza, desarraigo y torpeza de sus soluciones. 

Pero el hecho no se agota con la cuenta cronológica. Pareja- 
mente a la fragilidad de las normas, se respira su desprestigio, o 
para ser más exactos, la completa indiferencia con que el senti- 
miento público asiste al proceso de su mudanza, Las polémicas que 

resagiaron la sanción de las últimas han sido o un coloquial diá- 
les de élites de iniciados, amurallados en recintos de donde no 
salía una consulta, a donde no llegaba el clamor de la calle; o deli- 
beraciones de grupos parciales de la opinión ciudadana, empeñados 
en un trabajo que concitaba la hostilidad de los ausentes, represen- 
tativos de por lo menos, una cuota alíuota de la Nación. 

Cuando en la tarde soleada del 18 de Julic de 1830, se agolpó 
una muchedumbre en la Plaza Mayor para jurar el texto primigenio, 
en el regocijado festejo cívico se mancomunó todo un pueblo, La 
aureola que rodeó a esa Constitución, aún cuando fuera inmerecida 
-no es el momento ahora de discutir ese punto-, fue una constante 
del siglo XIX uruguayo. El mito también vale como aglutinante 
social, siempre que esté clavado en el alma popular; pero mito o 
realidad, el hecho históricamente indisputable es que, luego de cada 
grave crisis de desarrollo (la Guerra Grande o las dictaduras mili- 
tares, por ejemplo), el país regresó a su amparo tutelar, la izó como 
bandera de paz y de progreso, la conceptuó idónea para garantir la 
necesaria tregua donde restañar heridas antes de reemprender la 
marcha. 

La jornada del 30 de Julio de 1916 -pródromo de la segunda 
Carta- fue un triunfo aún de los vencidos. Primero porque la ley de 
elecciones de la Constituyente consagró el principio de la represen- 
tación proporcional (para la minoría) y dello secreto; segundo, 
porque la ardorosa polémica de los partidos conmovió el interés 
Búblico y llevó al pueblo a comulgar en los altares de una apasio- 
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nada contienda civica; porque, tercero, la toma de posiciön en pro 
o en contra, fue colectiva, implicó una activa militancia política, 
Sobre un total de 223.020 inscripciones, sufragaron ese día 
142.632, vale decir el 64%, cifra tanto más e!2vada si se piensa que 
no se había producido todavía la corriente ce intensa afluencia a 
las urnas - el nac:onalismo levantó la abstención en 1913 - caracte- 
rística de los cornicios de las dos últimas décadas. Cierto es que, 
anexo al proceso «le la reforma, en el seno de la Constituyente, se 
inaugura el de los pactos. Pero de éstos no es lícito abominar gené- 
ricamente; como mera técnica, lo sensato es.remitirse a los resulta- 
dos. El pacto, al que dio forma la Comisión de los Ocho, al reunir 
voluntades dispares y aparentemente irreconciliables trabajó para 
una solución de concordia nacional. En el plebiscito de a 
los votantes por si, sumaron 84.992 sobre un total de 95.643; ya 
este respaldo mayoritario, debe sumarse, en el pro, el trabajoso 
proceso previo, al cual nadie fue indiferente, aunque existieran, 
desde luego, insatisfechos y desconformes. 


PRIMERO, UN GOLPE DE ESTADO 


¿Qué ha pasado, en cambio, con las últimas reformas? 

A las elecciones de la Convención Nacional Constituyente del 25 
de junio de 1933, no concurrieron ni el Batllismo ni el Nacionalis- 
mo Independiente. Dirigentes en el destierro; órganos de prensa 
clausurados o sometidos a la autoridad policial; cerradas las sedes 
de los Directorios de los partidos; intervenidos el telégrafo y el telé- 
fono, “Reina —decía el Dr. José Pedro Massera—, un verdadero 
estado de sitio, en el cual no existen garantías individuales, ni liber- 
tad de prensa, ni libertad personal de reunión, desde que todas ellas 
dependen del arbitrio policial”. La Unión Cívica, grupo político 
participante en el comicio puso de manifiesto casos concretos de 
fraude, cometidos por las propias mesas receptoras. Cierta o exage- 
rada la denuncia, ante la historia, estas elecciones estuvieron vicia- 
das por el clima de la violencia y de atropello, en que el país vivía 
desde la ruptura del orden legal. 

La Constitución de 1934 no fue una Constitución nacional; fue 
un engendro revanchista de los transitorios vencedores de la hora, 
usurpadores de la voluntad general, protegidos por el machete poli- 
cial; fue un texto que nació acunado por las bayonetas y repudia- 
do, desde su origen, por la mitad del país; fue un aparato jurídico 
- doctores hay para cualquier fregado -, donde se asentó un régimen 
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político, económico y social, producto de la crisis de desintegra- 
ción nacional. Los mismos artífices, insatisfechos de su obra, se 
apresuraron en 1936 a enmendarla para consolidar su precario 
entendimiento. El prestigio de la ley de máxima jerarquía se po vía 
así, desembozadamente, al servicio de intereses de facción. Haoia 
que solidificar el frente de marzo, porque precisamente todo se 
reducía a un ensayo de oligarquías, satisfacción para políticos 
cargados de rencores y no obra para el común. 

Cuando el frente marzista se desintegró, como la Constitución 
no respondía a un estado de la conciencia nacional, sino que era un 
artilugio grosero para embozar un acuerdo político de trastienda, se 
volvió inaplicable y paralizante. El Jefe de Policía de 1933, ahora 
Presidente, abominó de un hijo putativo y volvió a proclamar, él o 
sus epígonos, la teoría del derecho popular a violentar el ordena- 
miento jurídico cuando éste asfixia en lugar de encauzar, y por 
ende, a legitimat la doctrina de los poderes exorbitantes del Reden- 
tor, vuelto por obra de la gracia divina, en el único intérprete posi- 
ble de las reservas morales y de la opinión inteligente del país. 

Ya hubo un pregolpe de estado, cuando el Presidente de la 
República prescindió de la minoría para designar los tres ministros 
que constitucionalmente le correspondían a ésta. Y hubo, por fin, 
en el Carnaval de 1942 - todo un símbolo -, un golpe de estado con 
toda la barba. 

¿Qué había acontecido? El señor Presidente, arrullado por los 
arrumacos de los antiguos opositores, a medida que se distanciaba 
de sus viejos amigos herreristas, buscaba apoyo en las fuerzas polí- 
ticas otrora antimarzistas. La inmensa muchedumbre que reunió el 
mitin de Julio (1939), había expresado, en la consigna de “Nueva 
Constitución y Leyes Democráticas”, el anhelo popular de fórmu- 
las institucionales limpias, de un regreso a las prácticas democráti- 
cas y a la normalidad política. Pero las salidas honorables de la 
encrucijada histórica requerían al menos, fe en las propias solucio- 
nes, y 4 ellas estaban huérfanos los dirigentes. Aquella monstruosa 
demostración de fuerzas no pudo entonces impulsar un auténtico 
movimiento de masas y sólo sirvió de pedestal antes de desintegrar- 
se, para afirmar el distanciamiento entre los conmilitones del frente 
marzista y para acentuar los pujos autoritarios del gobernante, 
alentados por los otrora celosos guardianes de la legalidad. 

En seguida del golpe de 1942 expresaba “Marcha”: “El drama 
no está en que la fuerza se lleve por delante una constitución que la 
fuerza trajo. El drama está en que el país, para desembarazarse de 
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esa Constituciön ha tenido que aceptar los buenos oficios de uno 
de los miembros que la impuso. En que ha sido incapaz de recupe- 
rar la plenitud de sus derechos Bar via revolucionaria o por el 
camino de las urnas”. “Aunque escandalice a los miopes, decimos 
que la oposición tiene gran responsabilidad de lo que ocurre. Este 
golpe de estado nace de su falta de fe. Dos caminos tenía abiertos, 
producido el golpe de estado: la revolución o el comicio. Descarta- 
do el primero, sobre todo por los que nunca creyeron en él, 
muchos de los que estruendosamente decían buscarlo, quedaba el 
otro. Pero el otro, con un sentido categóricamente opositor, sin 
contactos ni acercamientos ni imploraciones al gobernante. No se 
creyó en lo primero. Tampoco, aunque parezca raro y aun paradó- 
jico, los más encendidos concurrencistas creyeron en el segundo. 
No creyeron en realidad los que en lugar de librar la batalla de 
frente al marzismo buscaron La protección del lema común y se 
dispusieron a acumular sus votos a los de los réprobos triunfantes 
de la víspera. No lo creyeron, aunque esto parezca doblemente 
paradójico, los que levantaron el lema nuevo. Porque hicieron de 
este lema no una bandera de oposición, sino de permanente 
acercamiento al gobernante. Lo utilizaron para combatir al adversa- 
rio dentro de filas; pero no para combatir al adversario común. 
Posibilismo que ya Memos calificado de segunda mano, que se 
negaba a sí mismo y que perseguía un propósito parcial, pequeño y 
efímero: resolver el pleito interno con ayuda del gobernante colo- 
rado y de origen dictatorial”. 

En esta reversión de las alianzas, el deshecho frente marzista 
- con su Constitución a cuestas, fruto del entresijo politiquero -, se 
sustituye por el entendimiento de los antiguos opositores con el 
gobernante, la reconstrucción del Partido Eslerado con la clásica 
mescolanza de doctores y candomberos y para decorar un pequeño 
apéndice nacionalista independente enbentido a la masa popular 
blanca impertérrita en su adhesión al viejo Caudillo, reritilzado y 
Pujante en la misma hora en que se le quiso acorralar. 

El proceso reformista de 1942 es ejemplar en su retorcimiento 
de la técnica de las lucubraciones palaciegas, de las tertulias de 
políticos, ajeno al deseo de la calle y cerrado a todo atisbo de 
consulta a la voluntad ciudadana. 

Primero se reunió, en 1940, una Comisión Consultiva de Refor- 
ma. Su proyecto fue prohijado en el Parlamento por los 2/5 de los 
legisladores para ser sometido a decisión plebiscitaria. Se recurría al 
procedimiento del apartado B del art. 284 de la Carta de 1934, El 
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proyecto de reforma, sin estudio y sin debate, apoyado por una 
minoría del cuerpo legislativo, podría transformarse en una nueva 
Constitución si lograba en el acto plebiscitario, la mayoría absoluta 
de los ciudadanos hábiles para votar. 

Desde diversas tiendas se le hicieron críticas, y entonces el Poder 
Ejecutivo instaló una Junta Consultiva con doane de los 
partidos políticos inclusive los batllistas y los nacionalistas inde- 
pendientes, para redactar otro proyecto (octubre 21 de 1941). Se 
pensaba recurrir para implantarlo al mismo método. Pero llegó el 
golpe de fuerza, y para decorar las facultades irrestrictas del Poder 
Ejecutivo se nombró un Consejo de Estado, - otra vez integrado 
con graves juriconsultos - al que se dotó por decreto, de facultades 
constituyentes. De allí salió el texto definitivo, que introducía 
pequeñas enmiendas al proyecto anterior. La consigna de Asamblea 
Nacional Constituyente fue desoída. 

En las antesalas de la Casa de Gobierno, con un fuerte sector de 
la opinión ciudadana ajena al debate, se armó una Constitución que 
debe ser para todos los orientales. No fueron representantes del 
pueblo quienes lo discutieron, sino fuerzas políticas que usurpaban 
el mandato popular, abrogándose títulos espurios por su origen. 
Salió prefabricada de palacio, para envolver en ropaje jurídico las 
implicaciones políticas de la nueva situación. El plebiscito del 29 
de noviembre de 1942, en esas condiciones fue una parodia; o se 
votaba por sí - que era aceptar la nueva fórmula, invalidada por el 
contubernio de origen -, o se votaba por no - que era regresar a la 
igualmente bastarda fórmula anterior. Por esa vía se confiscó a la 
nación su soberanía y se le impuso a la voluntad popular la abdica- 
ción de sus elementales prerrogativas, colocándola en la opción de 
una alternativa, cuyos dos extremos eran igualmente repudiables. 
Por esa vía, también, se impuso un texto de revancha de los triun- 
fadores de la hora, en desmedro de sectores con hondo arraigo 
popular. La Constitución de 1934 se fabricó para liquidar al 
Batllismo y al sector anti-caudillista del Nacionalismo; la de 1942, 
para abrir el cauce a la unificación colorada y aplastar al herrerismo, 

Se nos tachará seguramente de exagerados, si decimos que la 
salida urdida para reconquistar la exterioridad formal de las prácti- 
cas democráticas en 1942, fue más delicuescente que el destempla- 
do exabrupto de 1933. 

Porque 1933 pudo ser un reencuentro con la cálida gravidez de 
los hechos orillados por sofismas, falsa seguridad, ingenua y desco- 
locada supervaloración de las I fuerzas del país. Si 
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quienes tuvieron la responsabilidad de orientar las reservas de ener- 
gía creadora que siempre alienta en el alma de los pueblos; si quie- 
nes tuvieron entre sus manos la tarea de encauzar la instintiva pero 
vital rebeldía de las masas contra el atropello, hubieran er al 
nivel de la coyuntura histörica, quiza 1933 hubiera sido un punto 
de partida y no solamente la clausura de una ruta. 

En cambio, 1942 fue el remate obscuro y palacigo de largos 
años de frustradas esperanzas; fue la confesión de un fracaso y de 
una impotencia; fue la prueba de que nadie poseía ni coraje ni 
imaginación para desbrozar un nuevo camino. Era necesario regre- 
sar al pasado, restaurar las fórmulas muertas, discutir sobre los 
mismos nebulosos tropos. 1942 es el inicio de la desesperanza, la 
revelación de la profunda crisis interna de los partidos, una mani- 
festación incontrastable de la vacuidad de las disputas instituciona- 
les, meras cortinas de humo para despistar a las gentes. 


H LA CRISIS DE LOS PARTIDOS 


LA COHERENCIA DE LOS PARTIDOS POLITICOS 


Se nos permitirá que hagamos un paréntesis en esta cronología 
glosada de los hechos para retomar los hitos de otro problema -asaz 
importante- apenas esbozado antes: el de la crisis de los partidos. 

Según se ha explicado, desde 1933 las soluciones constitucio- 
nales -como se verá la premisa es aplicable a la Carta vigente-, no 
respondieron a ie vitales de la nacionalidad; fueron instru- 
mentos de la puja partidista. El hecho es sintomático. 

Toda posibilidad democrática efectiva, reposa sobre la estabi- 
lidad y consistencia de los grupos políticos. En una concepción 
moderna del problema, incluso la democracia interna partidaria es 
un presupuesto invariable de su vigencia en el ámbito nacional. Esta 
afirmación no se recluye en el Sen puramente formal, sino que lo 
trasciende hasta alcanzar el cogollo del problema. 

Nos explicamos: un partido es ante todo sociolögicamente 
considerado, un grupo colcha coherente. Vale decir, un agrupa- 
miento humano dotado de órganos de expresión y de contralor, de 
previsiones formales o de costumbres arraigadas que permitan el 
flujo y reflujo del dirigente al dirigido y viceversa. Esto en cuanto a 
la estructura ósea, a la armazón sin la cual el cuerpo se desploma y 
no puede caminar. Pero además, el partido es un aglutinante de la 
opinión, es una forma de pensar, es un modo de manifestar una 
tesitura sobre las necesidades y las soluciones que conmueven a las 
colectividades. Un partido sin norte político, sin ideología, deviene 
una facción personalista. Lo dicho no significa la necesidad de un 
programa concreto ni de una articulación doctrinaria minuciosa. 

Un partido, por fin, implica una teleología: aspira irrenunciable- 
mente a realizarse, vale decir, a controlar los resortes del poder para 
llevar a la práctica su ideario y trasmutar el pensamiento en realiza- 
ciones de gobierno. 

Desde luego, nunca todos los elementos cohesivos son pura- 
mente racionales. También influyen factores emocionales; la tradi- 
ción familiar, el irresistible atractivo carismático del Caudillo; las 
cargas emotivas del pasado histórico. Pero incluso en las etapas más 
informes de la definición partidaria nunca la envoltura efectiva es 
todo. Hasta en nuestros bandos tradicionales, un fenómeno de 
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supervivencia realmente sorprendente y por lo mismo más proclives 
a diferenciarse por motivaciones irracionales, hay un sentido 
programático, un matiz tendencial sobre la problemática nacional. 
Por eso en el siglo XIX, aunque en infinitas oportunidades se 
desgajaron y se partieron, cuando la divergencia interna puesta a 
prueba por la experiencia, rompió la tenue cohesión sentimental, 
volvieron luego a reconstruirse, unificados no sólo por la carga 
emotiva del cintillo, sino por el substractum ideológico incorpo- 
rado a la propia historia de la colectividad. 

Todo el proceso de ruptura y de reconstrucción se operó en 
forma natural y fluida. No podría decirse que es ilegal, pero sí que 
es a-legal, ajeno por esencia a la materia del leeisladot. 

Cuando un partido tiene todo esto que venimos explicando, no 
necesita de muletas legales para existir. El agrupamiento humano se 

roduce de manera espontánea, incoercible, por el libre albedrío de 
i voluntades individuales; la cohesión en la militancia es un efecto 
del autoconvencimiento del afiliado; y la segregación de los inadap- 
tados o de los rebeldes se produce, sin traumas, sea porque el indi- 
viduo, incómodo donde inicialmente se ubicó, deserta solo, o 
porque al perturbar el funcionamiento del sistema, lo extirpan los 
mecanismos normales disciplinarios. 


Pero si a la inversa, la solidaridad social es sustituída por una 
ficción legal: si la unidad programática o tendencial no existe y en 
vez, el aglutinante es una imposición de la ley, el partido es un 
engendro del legislador, baldado por incoherencia ideológica; para- 
lizado por insolubles contradicciones internas, desorientado ante 
los problemas de gobierno porque frente a cada interrogante tiene 
varias respuestas contradictorias y no sabe cuál es la verdadera. El 
resultado es la impotencia y/o la fragmentación efectiva. Aunque se 
pongan en un mismo odre, el aceite y el vinagre no se mezclan. 


UNIDAD IMPUESTA POR LA LEY 


Todo empezó con el doble voto simultáneo. El esquema de éste 
es muy simple: el ciudadano vota en dos sentidos, por la lista de 
candidatos que deposita en la urna y por el lema que cobija a ésta. 
Si el lema es algo más que una etiqueta, la solución es racional: 
lógicamente ese ciudadano aunque prefiera a Pérez en lugar de 
Rodríguez, también prefiere a Rodríguez antes que los candidatos 
del lema adversario. Si la norma recoge una realidad sociológica 
válida que la preexiste y la fundamenta, todo funciona sin 
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tropiezos; pero ya en el correr del siglo -antes de que apuntara la 
crisis-, este mecanismo empezö a encubrir un embrollo. Porque 
comenzaron a atomizarse los partidos. Y entonces el lema, puro 
rötulo sin substancia, agrupö esporädicamente, para el acto del 
comicio, mercancías diferentes. El ciudadano arriesgaba exaltar a 
quienes no participaban de sus convicciones; y en el juego de 
mosqueta de la apertura de las urnas, muchos de los votantes del 
lema triunfador tenían derecho a sentirse estafados y vencidos. 

Cuando estalló la crisis, y se escindieron en dos cada uno de los 
bandos tradicionales, con radicales discrepancias sobre todos y cada 
uno de los hechos del acontecer histórico, la supervivencia del 
mecanismo condujo a monstruosos contrasentidos. Pero además, 
los grupos dirigentes que veían como se les desmigajaba entre las 
manos la antigua espontánea solidaridad grupal, se empeñaron en 
calafatear con remiendos oportunistas el casco de la desvencijada 
nave. 

Aunque hemos prescindido del análisis minucioso de los textos 
porque en verdad tal tarea nos parece estéril, incurriremos aquí, a 
riesgo de castigar al paciente lector, en el diabólico placer de hurgar 
en este inacabable muestrario del mal uso de la imaginación. 

El 5/5/1934 se dictó la primera ley. El lema de cada partido per- 
tenece exclusivamente a la mayoría de sus componentes, deter- 
minado por el voto de la mayoría de los legisladores correspon- 
diente a cada partido; pero la entidad propietaria del lema no 
puede oponerse al registro de hojas de votación cuando la solicitud 
respectiva esté autorizada por la mitad más uno de los legisladores 
que no hayan votado la atribución de su propiedad o cuando la 
minoría alcance el tercio de los componentes del respectivo sector 
político. Las elecciones siguientes resuelven el pleito El uso 
indebido de los distintivos partidarios, escudos, carteles, sellos, 
membretes, etc., se castiga con las penalidades del art. 191 de la ley 
de elecciones. Estamos en la primera hora posterior al cuartelazo y 
de lo que se trataba era de asegurar a las facciones comprometidas 
con el régimen -sector colorado, sector nacionalista-, el monopolio 
de los signos externos tradicionales. Los opositores, sin represen- 
tación en el pseudo órgano legislativo la Asamblea Deliberante, 
elegida a dedo desde el Cuartel de Bomberos-, no podían disputar 
el uso de sus emblemas; con el arma de la ley se les pretendia 
anular. 

Del 23 de mayo de 1939 (No. 9831) es la segunda. El uso del lema 
pertenece a la mayoría del partido según el mecanismo establecido 
en la ley anterior. 
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Ninguna agrupaciön partidaria puede usar palabras que “por 
razones gramaticales, histöricas o politicas” individualice o usurpe 
los que ha reivindicado para si otra entidad partidaria de acuerdo al 
privilegio legal. Sin embargo “las agrupaciones políticas que se 
hayan formado dentro de un partido y no hayan tenido registrado 
anteriormente lema propio, tendrán derecho.a un sub-lema dentro 
del lema del partido, siempre que hayan solicitado lema antes del 
lo. de enero de 1939 y estuvieran organizadas como partidos con 
anterioridad a esa fecha”. Estos votos se acumulan. “La autoridad 
partidaria a quien corresponde el lema podrá seguir autorizando el 
uso de sublemas fuera de los casos previstos en el artículo anterior, 
pero al solo efecto del sufragio y de conformidad con lo dispuesto 
por las leyes electorales vigentes”. 

Como el Batllismo estaba dispuesto a pasar por las horcas 
caudinas para reconstruir el coloradismo, se le tienden en anfibo- 
lógicas normas los necesarios puentes de plata, pero como además 
era necesario contenerlo en la debida senda, agregó el art. 50.: “Los 
acuerdos a que se refiere la ley 9645 de 15 de enero de 1937 
(art.90.) o cualesquiera otros de carácter político sólo podrán ser 
realizados por las autoridades a quienes corresponde la propiedad 
del lema”. La ley de 1937 en su art. 9o. se refería precisamente a 
las acumulaciones de votos de los partidos políticos “para todos o 
determinados cargos electivos” cuando “legalmente sea posible”. 
Vuelto el Batllismo al lema, y no siendo propietario de éste, 

uedaba clausurada para él toda posible salida por la vía del enten- 
dimiento con otros sectores partidarios. Para remachar, la ley de 
1939, agrega: “No se podrá integrar las listas de legisladores y auto- 
ridades municipales con personas que pertenezcan pública y noto- 
riamente a otro partido salvo lo dispuesto en el art. 86 de la Consti- 
tución.” 

Todos los cargos electivos deberán votarse conjuntamente en 
una sola hoja de votación; se exceptúan los cargos de Presidente y 
Vice, “si la autoridad propietaria del lema así lo resolviere”; pero 
aun en este caso, “el sufragante deberá dar su voto a un mismo 
lema, bajo pena de nulidad del voto”. 

En una palabra: los pactos y acuerdos de los partidos políticos 
para realizar un frente común concertado en torno a un programa 
mínimo, quedaban erradicados en la instancia electoral por cuanto 
cra imposible separar las hojas de votación o incluir en ellas ciuda- 
danos con militancia en otros sectores partidarios, y los acuerdos 
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accidentales o transitorios serian controlados por la autoridad 
propietaria del lema. 

Quedaba por resolver el problema de los Nacionalistas Indepen- 
dientes. Un decretito de los Notables que asesoraban al gobierno de 
facto resolvió el intríngulis en 1942: “Las agrupaciones políticas 
formadas en los antiguos partidos que durante el año 1938 no 
hayan solicitado el lema de estos partidos a la Corte Electoral y no 
se hubieren acogido posteriormente a los dispuesto en el art. 20. de 
la ley de lemas, del 23 de mayo de 1939, reclamando el derecho al 
uso del sub-lema dentro del lema, podrán inscribir y les será reco- 
nocido en plena propiedad para los actos y procedimientos relacio- 
nados con el plebiscito y elección del 29 de noviembre de 1942, el 
lema del partido al que hayan pertenecido, con el agregado de una 
palabra que los distinga de los otros partidos del mismo origen”. 

Perfecto. La única agrupación política comprendida en las 
exigencias “generales” de la norma era el Nacionalismo Indepen- 
diente. Doble efecto se lograba con este golpe maestro: consolidar 
la unidad del coloradismo porque no comprende a las fracciones 
que después del año 38 hubieran regiswado sublema (caso del 
Batllismo); consolidar también la división del nacionalismo, el 
herrerismo por un lado, los independientes por otro. 

Cerrado el camino de los acuerdos pluripartidarios; en auge la 
unidad formal del coloradismo, el Partido Nacional propugnó reci- 
biendo una consigna dictada por sus capas populares, por lograr 
también el camino de la unidad. 

En 1952, comprometido el herrerismo en el entuerto pactista, 
negoció y obtuvo esta posibilidad. Aparece entonces en la Consti- 
tución de ese año, el art. 79: 10.) “La acumulación de votos por 
lemas para cualquier cargo electivo, sólo puede hacerse en función 
de lemas permanentes, sin perjuicio de cumplirse en todo caso para 
la elección de representantes, con lo dispuesto en la primera parte 


del art. 88”. 


O sea el fecundo acuerdo accidental de los partidos para 
enfrentar unidos una contingencia histórica cualquiera ante la cual 
sus soluciones concordaran, está vedado. Porque además la ley «de 
1939 sigue vigente con todas sus cortapisas. El lema ata, es una 
cárcel de donde no es posible zafarse. 

20.) La acumulación de votos queda sin embargo autorizada 
para fracciones pertenecientes a un mismo partido y que posterior- 
mente adquirieron o emplearon nuevo lema, y podrá efectuarse 
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bajo el lema de una de ellas, o manteniendo cada una su propio 
lema. 

Y mäs adelante: “Las personas vinculadas a fracciones que 
pertenecieron a un mismo partido y que posteriormente adqui- 
rieron o emplearon un nuevo lema, podrán ser incluidos indistinta- 
mente en las listas de candidatos de esas fracciones”, etc. 

La reconstrucción formal del Nacionalismo, a semejanza de la 
efectuada en el Coloradismo, era ya posible. Las ataduras que 
anudaron al Batllismo al tronco común y de las que luego al vencer 
se transformó en gozoso y desmemoriado usufructuario, también 
podían soldarse en campo adversario. Ya que no había sido posible 
aunar voluntades para un programa coherente en la oposición; 
puesto que la unidad substancial se había podido sustituir por el 
lazo jurídico formal que vinculaba en el acto del comicio y luego 
salvaguardaba una irresponsable libertad para bombardear a los 
mismos ocasionales camaradas de la víspera, no era justo que ese 
“privilegio” beneficiara a uno solo de los bandos. También el otro, 
podría, desde entonces, disimular sus caóticas disidencias con el 
mágico manto de este aparato legal, modelo de simulación y de 
arteria, sobre todo cuando los efectos desquiciantes del mismo se 
atenuaban mientras su destino -al parecer legendariamente enrai- 
zado con la historia-, fuera el de permanecer in eternum, en la 
oposición. 


II LA CONSTITUCION DE 1952 


GENESIS DE LA CARTA DE 1952 


Las elecciones de 1942, de normalidad, de regreso de todos los 
partidos a la puja electoral, inaugura, sin embargo, el ciclo de 
nuestros comicios grises, de aquéllos en donde el estruendo de la 
propaganda sustituye al debate de ideas. 

El país acogió con alegría el retorno del Batllismo al poder; fue 
el gran triunfador en 1942; en 1946 se le confió directamente el 
comando de la cosa pública. La muerte de Berreta actuó como un 
verdadero cataclismo, porque el astuto caudillo que sin duda no era 
un estadista genial, reunía condiciones personales de patriotismo, 
sensatez y visión política. Con Berreta, acaso el Batllismo no se 
hubiera escindido, primer aspecto positivo. Sus primeros pasos de 
gobernante además, indicaron lucidez y afán realizador. Sobre su 
cadáver todavía caliente se empeñó el radical antagonismo entre los 
vetustos cuadros clásicos del Partido y la personalidad de un nuevo 
líder que pujaba por arrasar con ellos, Cuando aún subsistían los 
retazos del antiguo marzismo que le negaban al Coloradismo un 
nítido perfil monocorde, el Batllismo rompía su unidad partién- 
dose en dos enconadas facciones rivales. En 1950, triunfa el sector 
popular y demagógico. La nueva estrella naciente en el firmamento 
polis al entregar el mando, podía reivindicar, como un legado 
propio, ese certificado de confianza de las masas. Y a la manera 
como Rivera, cuando dejó el solio presidencial en 1834, aspiraba en 
su recóndito pensamiento, a perpetuar su influencia desde la 
Comandancia General de la Campaña, el Sr. Luis Batlle confiaba en 
que desde su prominente jerarquía de líder del grupo vencedor, 
habría de seguir conduciendo la nave del Estado. Frente a esa 
perspectiva, hombres honrados, de indudable probidad personal y 
de indeclinable adhesión a los postulados -o a los prejuicios, tanto 
da-, de su Partido, pensaron en que era un deber esforzarse por 
llevar a la práctica el sistema colegiado, desiderátum del Batllismo 
en materia institucional, especie de panacea capaz de curar radical- 
mente nuestros males. Todos los candidatos batllistas, en los años 
de “herejía presidencialista”, hicieron pública y reiterada profesión 
de fe colegialista como pidiendo una benévola indulgencia a los 
manes del Maestro por su humana debilidad de aspirar a la delei- 
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tosa posesión del peligroso fruto prohibido. En 1946 ya habían 
intentado implantarlo; y el voto ciudadano les fue adverso. Ahora 
se presentaba una inesperada oportunidad. 

En las elecciones de 1950 -increiblemente-, no se consultó a la 
ciudadanía sobre ningún proyecto constitucional, el tema de la 
reforma fue ajeno a las preocupaciones pre-electorales. El Partido 
Nacional Herrerista, por intermedio de sus Órganos internos reiteró 
meses después del comicio, su indeclinable repudio al sistema cole- 
giado, una de las banderas que lo arrastró a participar en la conju- 
ración de marzo. 

Cabildeos y rumores culminan el 31 de julio de 1952 cuando 
representantes del Partido Colorado Batllista -previas directas 
gestiones del presidente de la República-, y el Partido Nacional 
Herrerista suscribieron las bases de un acuerdo político para la 
revisión constitucional. A 35 años del 30 de julio de 1916 fecha 
ritualmente conmemorada como un fasto del sentimiento antico- 
legialista-, algunos de los autores de este movimiento, el Partido 
Nacional -su tronco mayoritario por lo menos-, abjuraba de una 
lnea fundamental en su conducta pública a cuya luz, había expli- 
cado momentos decisivos de su destino como colectividad. El 
Batllismo, fiel a sus antiguos principios obtenía con su tozuda 
perseverancia -y merced a un inusual desprendimiento del gober- 
nante, carente de toda sensualidad de poder-, el logro de su ideal, 
gracias al apoyo de quienes antes, con su esfuerzo, lo habían 
postergado. 

El curso de las negociaciones aparecía investido de un recoleto 
carácter de asunto de Estado, pactado por dignatarios. El pueblo 
inerte, no participó. Para sacar adelante la iniciativa, bastaba el 
número de legisladores de ambas bancadas en el Parlamento; luego, 
en el plebiscito, se confiaba en que la inercia de las estructuras 
partidarias haría culminar la negociación. 

¿Cuáles eran las motivaciones subyacentes de este nuevo cariz 
de los acontecimientos? ¿Por qué razón el Partido Colorado, triun- 
fador indiscutido en 1950, renunciaba a la plenitud del poder? 
¿Cómo explicar la brusca mudanza herrerista? 

Había, no cabe duda, en algunos como en el caso del señor 
Martínez Trueba-, el imperativo ético de patrocinar soluciones 
enraizadas en una honda convicción principista. Pero había algo 
más. La división, ya evidente del Batllismo y a rebeldía del Sr. Luis 
Batlle a amoldarse a la disciplina partidaria, abría un interrogante 
de futuro, máxime cuando no disimulaba sus aspiraciones de 
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retorno. La sombra de Gabriel Terra, debió desvelar a muchos; 
porque ya en un pasado cercano, fue desde dentro de filas que 
surgió la mano artera. Y aunque se confiara en la solidez de las 
instituciones o en el más acentuado respeto del inquietante rebelde 
de ahora por la majestad de la ley, el influjo carismático del 
Caudillo en ¿scenso, amenazaba derrumbar los mecanismos, pacien- 
temente elab::rados, del reintegro del Partido a las antiguas y osifi- 
cadas formas :le actuación. 

En el herrerismo pudo entenderse que la fórmula favorecía la 
cohesión nacionalista, descartando una nueva candidatura persona- 
lista del líder mayoritario colorado; pudo soñarse, y el texto del 
art. 79 de la Constitución así lo refleja, que el método facilitaba el 
regreso a filas de los discolos y por ende, la reconstrucción partidaria 
sobre el supuesto de la perpetuación de la irrestricta influencia de 
su Jefe Civil; las soluciones de politización desembozada de la 
administración pública el 3 y 2 que recomponía el nefasto acuerdo 
de 1931-, abrían, en la letra constitucional, el acceso sin cortapisas 
de la minoría ávida al reparto burocrático, aunque para ello fuera 
necesario prescindir de las pudibundeces que otrora había desenca- 
denado un propósito de idéntica filiación. Acaso por sobre todo 
eso pesaban los caprichos y las veleidades del Caudillo. La versátil 
capacidad de los políticos había abrumado antes, el asombro de las 
gentes; ahora la falta de preparación del terreno para que la masa 
partidaria admitiera el brusco cambio de consigna, abonaba un con- 
vencimiento del fondo autocrático en que aquella entidad se 
aposentaba, confiando en que la mudanza resbalara sobre la atonía 
del ciudadano y no resquebrajara la adhesión incondicional al 
Conductor. Si éste actuaba de acuerdo a los artilugios de la consa- 
bida astucia del político avezado -que nosotros en verdad, confe- 
samos no comprender cabalmente-, cosechando algunas ventajas 
para su grey, aun con mengua del ideario, las masas habrían de 
reiterarle su confianza, una especie de cheque en blanco, porque en 
su persona se daban decantadas las prerrogativas de adhesión 
simpática que usufructúa quien debe ser seguido y no discutido, 
reverenciado y no analizado. 

Estos significados oblícuos, tan ajenos todos ellos a la proble- 
mática de la hora, se resumen en motivaciones de índole política 
con todas las implicaciones peyorativas del vocablo. La Constitu- 
ción nueva no surgía de un estado conmocional de la opinión; no 
venía arrastrada por una ola de convencimiento colectivo; y aun en 
quienes se mantenían al postularla, fieles a un dogma, la precipi- 
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taban rencores y rivalidades internas. Transgredia en su forma, el 
requisito democrático de la consulta a la voluntad popular; la 
bastardeaban propósitos de politización total de los entes autár- 
quicos y los órganos de contralor al punto de ni siquiera respetar 
-en la primera fórmula- el reducto del Poder Judicial; buscaba 
consolidar, por artificios legistas, la etiqueta de los partidos despro- 
vistos de contenido definitorio, aherrojando a la opinión dentro de 
moldes solidificados y obstando por tanto, a vivificantes experien- 
cias ajenas al ritualismo de la puja de los partidos tradicionales; por 
fin retrocede sobre el texto anterior, al cerrar la posibilidad de 
votar en las elecciones municipales en hojas separadas, como nueva 
garantía de la inmutabilidad de lo existente, ungido -en un trágico 
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alarde de jactancia anti-histórica-, al rango de un axiomático valor. 


UNA CONSTITUCION IMPOPULAR 


Este juego de hacer en la penumbra, tenía una contracara insos- 
layable: a posteriori venía la sanción a la luz: el pueblo llamado a 
convalidar el acuerdo debía. para que el epílogo fuera tranquilo, 
decir amén. 

El plebiscito del 16 de diciembre de 1951 reveló un nuevo e 
inequívoco síntoma de la crisis de los partidos. 

En los comicios de 1950 -los inmediatos anteriores a la 
enmienda- los sectores políticos comprometidos en la Reforma 
(Batllistas, Herreristas, Nacionalistas Independientes, Blancoaceve- 
distas) obtuvieron 750.590 sufragios; sus adversarios (Unión Cívica, 
Socialistas y Comunistas), 72.527. Cierto que un grupo de los inde- 
pendientes -definido por sus afinidades con “El Plata”- se manifestó 
públicamente contra la reforma, desacatando el mandato de la 
Convención; cierto que el grupo batllista del Sr. Luis Batlle, encu- 
briendo con efugios su pensamiento -de otro modo la herejía 
hubiera sido, en ese momento, imperdonable-, se parapetaba para 
tirotear al proyecto, en las notorias diferencias entre el Colegiado a 
cuota fija para la minoría y el Colegiado monocromo, pensado para 
la política de partido de acuerdo al más ortodoxo pensamiento de 
Batlle, el contenido en los Apuntes de 1913 y en el proyecto arti- 
culado de 1916. A pesar de estas contrariedades, nadie podía, en 
verdad, aguardar nada inesperado en la hora del recuento de las 
papeletas. El sí debía triunfar avasalladoramente. En la caja de 
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sorpresas de nuestra politica, ya alcanzaba con que las criticas 
partieran del partido que incluía al colegiado como uno de sus pos- 
tulados irrenunciables, y que en cambio, ninguna voz discordante 
se pronunciaba en el ocasional aliado, transfigurado en colegialista 
por una voltereta de última hora. 

Veamos un pequeño cuadro, con el resultado del plebiscito de 
1951 comparativamente con los anteriores del siglo: 


Fecha Total de Votos por Votos por Zde los 
inscriptos sí no votos 
hábiles por sí 

25/11/17 223.850 86.053 4.159 38,44 

19/ 4/34 422.865 222.145 10,124 52,53 

27/ 3/38 636.171 333.802 ————=- 52,47 

27/11/42 858.713 443.414 131.163 51.63 

24/11/46 993.892 252.352 — —o=-- 25,39 

24/11/46 993.892 289.101 — ————— 29,08 

16/12/51 1.158.939 196.025 168.513 16,91 


Algunas aclaraciones permitirán medir la importancia de las 
cifras. 

El plebiscito del 25 de noviembre de 1917 aprobó la Carta de 
1918. El porcentaje de votos por sí sobre los inscriptos es bajo 
- menos del 50% pero tal cosa acaeció porque el país entendió que 
el pleito estaba finiquitado. “No existía la lucha intensa del perio- 
do de incubaciön de la Constituyente” - dice don Eduardo Aceve- 
do -, y ademäs, sobre el total de votantes välidos (90.202), los que 
concurrieron para manifestar su voluntad afirmativa, alcanzaron al 
95,40%. 

Los plebiscitos del 19 de abril de 1934, 27 de marzo de 1938 y 
27 de noviembre de 1942 aprobaron respectivamente la Carta 
surgida del golpe de estado de marzo, las enmiendas de 1936, 
promovidas por los mismos autores y la Carta producto del golpe 
de estado de febrero. En todos los casos los votos afirmativos supe- 
ran el 50% de los inscriptos. 

En 1946, el pronunciamiento incluye dos proyectos: uno de 
ellos reimplantaba el Colegiado. Ninguno de ® dos obtuvo la 
mayoria necesaria, pero cualquiera de ellos, recogió más del 20%de 
los inscriptos. 


30 


El de 1951 expresó la voluntad reformista del 16,91 por ciento 
de los inscriptos, una ínfima minoría más escuálida que la registra- 
da en cualquiera de los recordados precedentes, incluso los frustra- 
dos. Pero, además, apenas exceden del 50% los votos por sí, compa- 
rativamente con los votos por no. Nueva paradoja: en Montevideo, 
tradicional reducto del coloradismo, la reforma fue derrotada, y en 
el coloradismo en apariencia, nadie votaba por no; en cambio, en la 
campaña, en donde la conversión herrerista pudo provocar un 
desastre, las masas acataron con mayor disciplina el mandato de las 
autoridades y por su influjo se impuso el Colegiado. 

No es un disparate pensar que la voluminosa abstención no refle- 
jó una actitud de indiferencia - el hábito de votar está arraigado en 
1951 -, sino una toma de posición de disgusto y hasta de repudio. 
Muchos votantes no se decidieron a romper con su partido, pero se 
quedaron en casa; otros, otros muchos, rompieron amarras y vota- 
ron por no. Los dirigentes caminaban por un trillo y los dirigidos 
por otro; las autoridades partidarias pretendieron imponer una ruta 

la base se mostró renuente y díscola: el salto hacia la abierta 
indisciplina se cumplió sin tapujos, porque los partidos - viejas 
etiquetas apoyadas en las leyes, pero desarraigadas y amorfas -, no 
articulaban una coherente corriente de opinión. 

El epílogo desairado era, pues, un Colegiado apuntalado por 
pocos votos: una Carta constitucional impuesta pero no consentida 
por la soberanía popular: la orfandad de los dirigentes empeñados 
en reverdecer la temática constitucional cuando ésta había agotado 
su valor definitorio y las masas, con certero instinto, ya abían 
advertido que otras urgencias, otras necesidades de índole diferente 
- económicas, sociales incluso políticas -, habían desplazado en su 
mente, el antiguo esplendor de las preocupaciones legistas. 

La anarquía, los desórdenes, el atraso de las naciones americanas 
- los males de antaño y sus nuevas formas de hogaño - ¿acaso se 
explican por las imperfecciones institucionales? Respondía Manuel 
Herrera y Obes en 1853: “No: no son las instituciones políticas la 
primera necesidad de un país nuevo, despoblado, ignorante al últi- 
mo grado, sin costumbre, sin creencias, sin capitales, en una palabra 
en las condiciones de nuestro continente, con rara excepción. Todo 
lo contrario: y de ahí sus desgracias, Por haber invertido el orden 
natural, por haber empezado por donde debió acabarse; por haber 
persistido en el error, muy disculpable de nuestros padres; por el 
empeño de tener, antes de todo constituciones escritas, fabricadas 
en una o dos noches de vigilia sin conocimiento de la fisonomía 
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caracteristica de los pueblos para quienes las daban: constituciones 
que eran el fruto del orgullo y la vanidad propia de las civilizacio- 
nes postizas, es que los estados de Amércia española se encuentran 
en la miserable condición en que viven y que los tienen votados a la 
risa y al sarcasmo de los pueblos verdaderamente civilizados”. 

Corrfjanse algunas de las coordenadas —no espaciales, sino 
temporales —, y el mismo desencuentro de hac: un siglo entre los 
temas propuestos y los temas esenciales, volvis a estallar, con el 
agravante, para el Uruguay moderno, que la pérdida de rumbo, 
advertida antes por la lucidez de un intelectual, ahora había ganado 
a la calle, mientras persistían en su despistado afán los especifica- 
mente encargados de orientar. Las masas, intuitivamente señalaban 
un norte que no avizoraban sus pretensos representantes. 

En 1958 se registra un nuevo espisodio. Otra vez se pretendió 
canalizar el desasosiego popular, la decidida voluntad de una 
mudanza radical de hábitos y de orientaciones, por el cauce de una 
reforma constitucional. Y ese mismo pueblo que nunca creyó en la 
Carta de 1952, no se ocupó en sustituirla; buscó por otra vía, la 
manera de expresar su firme voluntad “reformista” en el auténtico 
sentido de la palabra. Queda como un signo positivo de cuya tras- 
cendencia histórica no nos cabe ninguna duda, el definitivo colapso 
de las tradicionales estructuras partidarias; la prueba de la consis- 
tencia de las reservas morales de la Nación, más fuertes que el 
ablandamiento corruptor de una demagogia sistemática; la lucidez 
implícita en la afirmación de la necesidad de un cambio de rumbos; 
el efectivo ejercicio de la facultad de analizar y juzgar implícito en 
toda consulta a la soberanía; el propósito de aventar el marasmo 
inmovilizante del pantano para emprender el difícil, aunque jubilo- 
so trance, de la reconstrucción nacional. 


IV INVENTARIO PARCIAL DE LOGROS 


LO ACCESORIO Y LO FUNDAMENTAL 


Es posible pergeñar una síntesis de los logros que estas Cartas, 
fallidas en lo primordial, aportaron sin embargo. 

En la de 1934: un mejor desarrollo de la parte dogmática, 
incorporando los llamados derechos sociales o deberes positivos dei 
Estado, algunos meros enunciados programáticos, pero otros carga- 
dos de repercusiones sociales como la tutela constitucional de la 
huelga como un derecho gremial, y también el agregado correlativo 
a todos éstos, de los “deberes” que el ciudadano tiene para con la 
comunidad, según lo enseñaron las doctrinas solidaristas; el estable- 
cimiento de un órgano de vigilancia de la ejecución presupuestal y 
de contralor de legalidad en el manejo de la Hacienda Pública (Tri- 
bunal de Cuentas); el examen jurisdiccional de la constitucionali- 
dad de las leyes; el reconocimiento del principio, sin ulteriores 
desarrollos para consagrar su efectiva vigencia, del contralor de la 
juridicidad de la actividad administrativa y la consiguiente respon- 
sabilidad, primero del funcionario omiso o arbitrario, y en subsidio, 
del Estado mismo (luego erróneamente constreñido a la segunda 
hipótesis, por demagógica eliminación de la primera); la pérdida de 
competencia de los órganos legislativos en materia de gastos públi- 
cos, cuya iniciativa quedaba reservada al Poder Ejecutivo; la consti- 
tucionalización de los órganos de la justicia electoral (creados en 
1924). 

En la de 1942: el procedimiento de reforma constitucional por 
el método de la Asamblea Nacional Constituyente y la exigencia de 
la ratificación plebiscitaria, previa a la vigencia, de las enmiendas 
adoptadas por la vía de las leyes constitucionales; el uso más mode- 
rado de las mayorías y de los quórum especiales; la categórica 
afirmación de que los preceptos que reconocen derechos a los indi- 
viduos, así como los que atribuyen facultades e imponen deberes a 
las autoridades públicas, no dejarán de aplicarse por falta de regla- 
mentación, debiendo suplirse esta carencia con los fundamentos de 
leyes análogas, los principios generales de derecho y las doctrinas 
generalmente admitidas; por fin, la innovación -desechada en 1952 -, 
de votar en hojas separadas para los cargos nacionales y municipa- 
les, a fin de independizar la vida local de las complejidades y turbu- 
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lencias de la militancia política nacional y para autorizar las 
fecundas “coaliciones vecinales”, ensayadas en cuadros ajenos a los 
tradicionales. 

En la de 1952: bases y desarrollos precisos de la carrera adminis- 
trativa y de la garantía estatutaria para los empleados públicos; el 
refuerzo de la autonomía municipal con el reconocimiento de 
fuentes de recursos propios; la efectividad en el mecanismo de 
contralor jurisdiccional de los actos administrativos, cuya nulidad 
puede decretar el órgano del Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo cuando se dicten contrariando una regla de derecho o con 
desviación de poder; la ampliación de la competencia de la Supre- 
ma Corte de Justicia en el control de la constitucionalidad de las 
leyes, comprendiendo no sólo las que tengan ese carácter formal- 
mente, por emanar del órgano legislativo nacional, sino también 
las que los son materialmente, como los decretos municipales de las 
respectivas Juntas; el refuerzo de la autonomía universitaria al 
punto de excluir el contralor del Ejecutivo y del Senado en materia 
de conveniencia o legalidad (aunque subsiste, como es lógico para 
el evento de la ineptitud, omisión o delito); la racionalización del 
manejo de la Hacienda Pública, con el establecimiento de los 
presupuestos cuadrienales y contemporáneos con el mandato de la 
autoridad y la ruptura del enfático principio de la unidad, sustitu- 
yéndola por la distinción real entre sueldos, gastos y recursos. 

Puede que esta reseña no sea exhaustiva. A la verdad mucho no 
nos agita alguna involuntaria omisión, porque al fin de cuentas no 
le atribuimos a estas virtudes una importancia mayor. 

Sabemos una cosa: a pesar de su aparente orfandad técnica, 
fueron mejores los textos anteriores. Es que el derecho constitu- 
cional está absorbido por las implicaciones de la realidad política. 
A nosdtros, la historia - la gran maestra -, nos disipó los humos del 
reseco formalismo jurídico; y nos enseñó que sólo dos cosas son 
necesarias para que un texto constitucional sea bueno. 

Primero que sea práctico, sencillo, de fácil aplicación. Y sobre 
todo que deje cauce para que por sus andariveles, que no otra cosa 
son, se mueva sin tropiezos, sin obstáculos paralizantes, la actividad 
política, el afán creador y constructivo de los estadistas. 

Segundo: que refleje un estado de conciencia colectiva y concite 
por lo tanto, el respetuoso acatamiento de las masas a la augusta 
majestad de sus preceptos. Aunque no sea buena, lo sería, si valiera 
por el mito de su bondad. 
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Ambas condiciones integran más el campo de la psicología 
colectiva que el de las ciencias jurídicas, en cuanto éstas se mueven 
dentro de valores puramente formales. 

Los dos requisitos han faltado en los últimos tiempos. 

Faltó el primero, porque ejerció una indomeñabla presión sobre 
las soluciones jurídicas, el fenómeno histórico-social de la crisis de 
los partidos. Mediante la complejidad de las estructuras orgánicas y 
de los procedimentos de integración de los comandos, se buscó 
atenuar, con suberfugios legistas, las inevitables consecuencias de 
una crisis de esencia. Falló el segundo porque precisamente esa 
misma crisis - que es un mero reflejo a su vez, de una coyuntura 
crítica general -, desembocó en soluciones antipopulares, como son 
las trabas de una engorrosa legislación sobre lemas, la repartija rígi- 
da para integrar los organos directivos de los servicios autárquicos, 
la propensión deliberante, opuesta a su especificidad funcional, del 
Poder Ejecutivo. 

Estos mismos defectos, llamémosle técnicos no obstante el tufi- 
llo pedantesco del adjetivo, pasarían desapercibidos si la obra estu- 
viera asentada en el respaldo de una sólida base política. Por 
ejemplo: el poder administrador requiere ejecutividad y prontitud 
y ambas virtudes las exhibió en 1959 el Consejo de Gobierno ante la 
catástrote de las inundaciones: mas luego, volvió a sumirse en una 
inercia desesperante. ¿Por inadecuación de los preceptos? No, por 
supuesto, sino por el carcoma de la anarquía partidaria, por el 
contrasentido de que la responsabilidad ejecutiva corresponde a 
una minoría, cuando nuestro sistema institucional - todo sistema 
institucional democrático -, es de base parlamentaria y por serlo, el 
gobierno no puede funcionar sin el respaldo de una opinión pública 
que mayoritariamente lo apoye. Si en vez de un Consejo instalamos 
un Presidente y a este Presidente le ubicamos tras de sí un partido 
político minoritario en la rama legislativa, se estrellaría más ligero o 
más despacio, pero ineluctablemente nor la antinomia de que 
siendo la base institucional la soberanía popular, una expresión 
minoritaria resulta ungida con los atributos que la mayoría no 
puede ni quiere declinar. Cuando ésta puja por hacerse oír el 
conflicto se vuelve inevitable. De donde resulta, corolario final, que 
no hay soluciones institucionales viables para resolver un problema 
cuya raigambre no es de esencia jurídica, sino de claro contenido 
político. 

Esta fórmula institucional u otra cualquiera funciona con parti- 
dos políticos coherentes, sin ellos no funciona ésta y tampoco 
funcionaría cualquiera otra. 
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Hemos seguido los jalones de la crisis en los textos constitucio- 
nales y en los partidos políticos. Desde el punto de vista constitu- 
cional, culmina en la Carta de 1952, un texto que el pueblo recibió 
con desagrado. Desde el punto de vista partidario, se manifiesta en 
la urdimbre de rebuscadas normas legales para darle de prestado el 
contenido substantivo de que carecen, y en el progresivo enflaque- 
cimiento de su influjo sobre la opinión por su descolocada hiperva- 
loración de una problematica agotada y su desentendimiento de la 
que en verdad, conmueve el sentimiento popular. 

Son dos manifestaciones de un mismo mal; pero no son las 
únicas. Las necesarias limitaciones de este ensayo impiden exami- 
nar otras, igualmente inequfvocas. Cuando nos referimos a una 
crisis institucional, si es importante como lo es la nuestra, no 
agotamos sus consecuencias con análisis parciales, porque la verdad 
lo que está resquebrajándose es toda la estructura. 

Pongamos un par de ejemplos. Uno de los pilares del Uruguay 
optimista fue su confianza y su preocupación por la enseñanza. La 
Universidad gratuita: los liceos departamentales, la Universidad para 
mujeres, su carácter popular, laico y cientificista, ilustran una 
conducta y un propósito. Hoy, por encima de las vacuas repeticio- 
nes de slogans - la Universidad junto al pueblo, defendamos la 
escuela sin dogmas, es necesario popularizar la cultura -, son evi- 
dentes los signos de decadencia. Carencia de recursos, abandono de 
la enseñanza rural, superpoblación estudiantil, locales insuficientes, 
insalubres, tres turnos en secundarias, son hechos materiales de 
diaria comprobación. Pero hay otros más hondos y más graves. 
Persiste una concepción enciclopedista y de falsa erudición en el 
ciclo secundario y en el técnico: desciende el nivel del rendimiento 
y está relajada la disciplina; desertan alumnos de la escuela pública 
por la incapacidad de ésta para prestar el servicio en mínimas 
condiciones de eficacia y decoro; se acusan insuficiencias en la 
preparación de los docentes y los magros estipendios abren la 
puerta para los mediocres. Todo el mecanismo aparece frustráneo, 
para abrir mejores perspectivas en la lucha por la vida al alumno de 
la enseñanza media y para rendir, en el ps nivel profesional, de 
acuerdo a las necesidades impuestas por la vida moderna ordenada 
según los principios de la división del trabajo y de la tecnificación 
de las funciones. La “institución” de la enseñanza, ha entrado, 
pues, también en crisis. 
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El Estado debe reivindicar para si, el cometido de atender los 
servicios püblicos vitales; es necesario estatizar las actividades que 
se cumplen en régimen de monopolio de hecho; el Estado agente de 
la producción, debe tomar el comando de funciones vitales de la 
economía nacional. Este planteo está consustanciado con nuestra 
formación intelectual. ¿Qué dicen los hechos? El Instituto Nacio- 
nal de Colonización, monstruoso engendro burocrático, incide de 
manera más diluída en nuestra economía agraria que la antigua 
modesta sección Fomento Rural del Banco Hipotecario. La indus. 
tria pesquera ha retrocedido desde que el Soyp se encargó de pilo- 
tearla; el Frigorífico Nacional está fundido; Pluna sobrevive merced 
a los subsidios y sólo mediante un drenaje multimillonario de auxi- 
lios pecuniarios, pueden funcionar los ferrocarriles; la Amdet acusa 
más deficiencias y más pérdidas que la cooperativa privada. El 
Banco de la República está descapitalizado, mientras la Banca 
privada aporta los ingresos mayores por el impuesto a las ganancias 
elevadas. La UTE aumenta sin cesar sus tarifas, pero éstas nc 
cubren las necesidades de ampliación de sus equipos industriales, se 
endeuda y asiste a la deserción de su personal técnico y especializa 
do, a quienes conquista, con bueno ingresos, la actividad privada. A 
la ANCAP le ha costado millones su aventura azucarera. En todos 
lados, los mismos males, exceso de burocracia, trámites y papeleos 
desalientan a los particulares y sobrecargan las tareas con trabajos 
inútiles; suben los costos y desciende el nivel técnico de los servi- 
cios. El Estado fracasa, ¿fracasaría, en los mismos menesteres, la 
iniciativa privada? Sólo plantearse la interrogante, implica recono 
cer que otra de nuestras instituciones fundamentales - la confianza 
en las virtudes del estatismo -ha entrado también en crisis. 

Cabría seguir, con otros ejemplos: son tan notorios que pode 
mos eximirnos de mayores explicaciones. Se impone extraer el 
corolario: la crisis no es parcial, es general: no alcanza a un aspecto 
de la vida social, ataca a todo el organismo; no es política, ni 
económica, ni cultural, es de estructura, es decir, es simultánea 
mente económica, política, institucional, ética. El país asiste a la 
muerte de su antigua escala de valores, a la decadencia de sus insti 
tuciones de apariencia más sólida. La cuerda se ha estirado al 
máximo y no aguanta un nuevo forcejeo. Hay que repensar el país: 
hay que dotarlo de una nueva fe, hay que orientarlo y disciplinarlo. 
para lo cual es imprescindible señalarle un derrotero y ponerle 
entre los brazos un nuevo ideal; hay que mostrarle sus limitaciones 
su pequeñez, la modestia de su papel en la historia; hay que aventa: 
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los sueños de grandeza y la ilusión de la vida fácil; hay que restitu- 
irle la alegría en el trabajo, el respeto de las jerarquías y la 
comprensión de la necesaria disciplina social; hay que inocularle 
una conciencia americana y anti-imperialista, hay que ensamblarlo 
en la unidad latinoamericana. 

Tarea ciclópea en apariencia; tarea sin embargo, impostergabie 
para las nuevas generaciones. Conocer las dificultades, advertir los 
escollos, medir las fuerzas, es la primera condición para librar la 
batalla. La lucha será muy dura y difícil, pero acaso ¿fueron las 
dificultades vividas las responsables del «esaliento actual? Por 
cierto que no, nuestro dolor proviene de que no hemos tenido 
dónde aplicar nuestras manos. El barro ensucia, pero es la materia 
prima de la arcilla con la que crea el alfarero la primorosa belleza 
de su inspiración de artista. Propongámonos un quehacer, aunque 
sepamos la meta remota y difícil y echaremos de nuevo a andas 
Los pueblos viriles trocaron la molicie en sudor siempre que los 
alumbró la llama inmortal del Quijote. 


V INTERLUDIO 


Aquí termina el texto que escribimos en 1962. Téngase presente 
la fecha del trabajo para no incurrir en error al juzgarlo. Lo hemos 
mantenido sin variantes (1), para confrontar juicios y previsiones 
con experiencias más ilustrativas que cualquier disquisición teórica, 
y así poder computar, cosa que en este capítulo intentaremos, 
aciertos y pifias, juicios a reiterar y más a rectificar. 

El objeto del estudio era la evolución institucional del Uruguay 
moderno. El deslinde temático -ya lo hemos dicho en otra parte-, es 
siempre forzado e insuficiente, porque los hechos históricos son un 
todo, que sólo pueden parcializarse por razones metodológicas, ya 
que cada orden de factores recíprocamente interaccionan y se 
influyen. Conscientes de esta limitación, sin embargo, al continuarlo 
hasta el presente, nos hemos mantenido dentro de su limitado y 
fragmentario encuadre, para conservar la unidad del discurso. No 
obstante, cuando decimos evolución institucional, limitamos ésta a 
la exégesis de los textos aprobados o a algunos de los proyectados. 
Es ajeno a nuestro propósito abordarlos todos, sea por incapacidad 
técnica, sea porque no nos interesa. 

“El tema -decíamos en “Las Décadas Infames”- que nos preo- 
cupaba y nos preocupa es la institución de los partidos, el instru- 
mento insoslayable del quehacer nacional en cualquier sistema 
democrático”. Y a pesquisar este aspecto nos hemos aplicado, 
tanto al escribir la primera parte en 1962, como ahora al conti- 
nuarla. 

Una de nuestras afirmaciones mäs enfatizadas fue la de la recu- 
rrencia a planteos reformistas en nuestra problemática política, a la 
que veíamos como un signo del propósito de eludir los temas sus- 
tanciales que el estancamiento productivo, con todas sus implican- 
cias sociales, le viene planteando al país real. Sin embargo, hoy ante 
una nueva parálisis del sistema, el asunto retorna. Parece que es 
algo más que una corriente de humo, fabricada por la dirigencia 
política (2). Tratemos de indagar sus causas. ¿Qué es una Constitu- 
ción? Es la estructura formal, reguladora del funcionamiento insti- 
tucional; es un conjunto de andariveles por donde se encauza la 
voluntad popular, epoca de la soberanía; señala los caminos 
para que con garantías comunes, se exprese esa voluntad. Y enton- 
ces, es de esencia de una buena Constitución ser permisiva y no 
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restrictiva. Porque la vida política es proteica y creer que ella puede 
enclaustrarse en los parámetros que doctos juristas fabriquen es un 
alarde de soberbia tecnocrática. Así, los textos han navegado en 
contradicción con las necesidades. Cada vez que la vida introdujo 
una variante, la Constitución envejeció, se volvió inadecuada. 
Concluyo entonces que debe regresarse a la simpleza, a la elimina- 
ción de los obstáculos paralizantes, a la posibilidad de suprimir 
trabas para que el propósito creador de los estadistas pueda ima- 
ginar las formas muy variadas de realizarse. 

Otro de los ejes de nuestra reflexión era la crisis de los partidos 
que se presentaban huérfanos de una propuesta coherente y que, 
por su misma indefinición, tendieron a confundirse. Quijano decía 
en 1962 que un partido es una concepción general del destino del 
país y un haz de soluciones concretas para los problemas inmedia- 
tos. En efecto, el papel sociológico de los partidos es el de formular 
propuestas y tratar de llevarlas a la práctica y esa tarea de canalizar 
corrientes de opinión ordenándolas racionalmente, cada vez se 
cumplía menos. Dos hechos posteriores lo ejemplifican. En primer 
lugar, la formación del Frente Amplio que no fue una forma de 
agrupar las vertientes diversas de la izquierda tradicional, sino una 
tentativa de organizar una propuesta global, de múltiples sectores 
coincidentes en ella, no obstante sus notorias diferencias indivi- 
duales, para procesar un cambio profundo de la sociedad uruguaya 
en su conjunto. Su nacimiento y subsistencia, no obstante su carác- 
ter coyuntural, es por sí mismo, revelador de las carencias que afli- 
gian al sistema político uruguayo. 

A su vez, la dictadura, aunque se empeñó -y fracasó- en anular 
los partidos, los obligó paradojalmente a repensarse y aún las mal- 
hadadas Leyes Fundamentales No. 2 y 4, pusieron en funciona- 
miento una estructura organizativa interna que existía de antes, 
pero que estaba enmohecida por el desuso. Fueron la doble inci- 
dencia del desafío del Frente Amplio y las necesidades de la lucha 
frontal contra la dictadura, los dos impulsores de ese principio de 
reorganización. Luego, las teorías que proliferaron ya en los albores 
de la institucionalidad, respecto a la necesidad de modernizarlos 
-más allá de vaguedades, motivaciones puramente cuyunturales y 
hasta insinceras-, revelan la insuficiencia de los logros alcanzados. 
Cabe no obstante reconocer que algunos avances se han registrado, 
aunque la situación real sea hoy menos propicia que la vigente 
entonces. Reitero una vieja idea: no puede ser la ley el instrumento 
ideóneo para culminar esa inconclusa faena. Semejante tarea, para 


4: 
que se asiente en bases reales, tendrán que ejecutarla ellos mismos. 


apoyándose más que en normas, fáciles de violar, en el convenci- 
miento de sus adherentes y de su dirigencia. 


En otra parte hemos desarrollado nuestra convicción que antes 
formulara Costa Bonino en un ensayo muy inteligente (‘Crisis de 
los Partidos Tradicionales y Movimiento Revolucionario en el Uru- 
guay””)-, de que en esta crisis de los partidos está la explicación pro- 
funda de la errática respuesta violentista del M.L.N. y de la criminal 
del llamado “Proceso” (“Las Décadas Infames””). 

No hemos de volver sobre este punto, pero digamos utilizando 
una perífrasis de moda, que el tema habrá de “sobrevolar” sobre 
todas nuestras cuartillas. Porque si es correcta la etiología del mal y 
el problema de fondo sigue sin resolverse, no es descabellada la 
aprehensión de que también sus consecuencias hacia la izquierda o 
hacia la derecha, puedan reproducirse. 

Ni la “Ley de Lemas” desapareció, ni el colapso se produjo. 
Alguna vez dije que la longevidad de nuestros partidos tradiciona- 
les era uno de los misterios no develados de la historia nacional. 
Subsisten estos, vigorosos y agrupando la mayoritaria opinión ciu- 
dadana; pero el panoramo no es igual al de 1962. Entonces existía 
el bipartidismo y una nebulosa de grupúsculos minoritarios; hoy 
hay tres vertientes y aunque subsiste k proliferación de grupús- 
a sin futuro, puede afirmarse sin margen de error, que las 
opciones son tres y no dos. Con una consecuencia que plantea 
nuevas interrogantes: ninguno de los tres tiene posibilidad de con- 
citar el apoyo mayoritario en plazos previsibles, y por lo tanto la 
alternativa de cambio no es viable si se la pretende encerrar dentro 
de los límites de cualquiera de las vertientes actuales. 

Entendámonos: aunque el sistema subsiste y la augurada catástro- 
fe no advino, sigo afirmando el delicuescente efecto que el corte elec- 
toral produjo en el funcionamiento de los partidos. En el progre- 
sivo reemplazo de su cohesión sobre todo emotiva, pero también 
racional, por una ortopedia legal de apoyatura que, al mismo 
tiempo los mantiene y los inhabilita para planificar, programar y 
gobernar. O sea, su disfuncionalidad respecto a su específico papel. 
Esta situación es insostenible. Debe reconocerse que el andamiaje, 
inservible para canalizar las aspiraciones de cambio, es perfecta- 
mente idóneo para sostener el statu quo. Sirve a la visión conserva- 
dora que quiere mantener la actual estructura socio-económica. Es 
por eis, muy lögico y natural que el Partido Colorado -cabal 
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expresión de la mentalidad conservadora-, sea acérrimo opositor a 
cualquier reforma del régimen electoral, 


(1) Este estudio fué originariamente redactado para “Marcha”, Aunque 
escrito con el cuidado y seriedad que era norma inflexible en aquel 
memorable semanario, tenía el rasgo de transitoriedad que es casi insepa- 
rable de todo material periodístico. El hecho de que más de dos décadas 
después todavía sea objeto de útil lectura, más que su bondad, prueba la 
haraganería de nuestros jurisconsultos y politólogos. Y a la circunstancia 
de que el olfato de un editor, lo extrajo de las perecederas páginas de un 
semanario y lo presentó en forma de un pequeño librito encontrable en 
librerías y biblioteca, Al reeditarse por enésima vez, como decimos y 
explicamos en el texto, no lo hemos reelaborado ni anotado; pero en 
cambio lo hemos ordenado en capítulos. i l 


(2) Resulta muy claro que el problema central del país, no es institucional. 
Podrá ser el de su subdesarrollo, el de la dependencia, el de la integración; 
pero seguramente no el de su normativa jurídica. Sin embargo ante cada 
empuje de la crisis (en la que hemos estado sumergidos desde el último 


medio siglo, con pasajeros respiros) cualesquieran sean sus raíces profun- 
das, reflota la cuestión constitucional, ¿Por sincronizado propósito de 
despistar a la ciudadanía? Cuando un hecho social se repite con tanta 
puntualidad, resulta facilongo y chambón, explicarlo por la perversidad 
de los actores y más facilongo descartario con presuntas humoradas y 
muy concretas guarangadas. Es más racional concluir que aunque las 
cuestiones trascendentales se alojen en otro sitio, también aquí existe una 
carencia real y que procurar subsanarla no es ni superfluo ni tonto. 


VI ELPROYECTO RURALISTA 


En el período que transcurre entre el ciclo de Luis Batlle (1947- 
1958) y el retorno del Partido Colorado al poder (1967), o sea el 
de los dos gobiernos blancos, el fenómeno clave fue el ruralismo. 
No nos proponemos estudiarlo, porque excede el tema que entre 
manos tenernos (1). No obstante, acotzremos algunos rasgos que 
nos parecen .mportantes. 

lo. Los suctores rurales siempre fueron muy influyentes en la 
conducción r:acional, pero sólo las clases altas, lo que naher 
el gran latifundio. Desde 1944 las lanas desplazaron a las carnes 
refrigeradas como rubro principal de las exportaciones uruguayas. 
“La valorización de las lanas -apunta Methol Ferré-, favoreció 
indiscutiblemente a las clases medias rurales, pues las caracterís- 
ticas de su explotación le son mucho más accesibles. La lana fue 
una inyección de poder para esas clases medias”. Si por un lado la 
Liga Federal de Acción Ruralista fue, sobre todo, un movimiento 
que se apoyó en los sectores medios de productores laneros (sin 
excluir, pero sobrepasando a los grandes terratenientes), por otro, 
también conmovió a los productores pauperizados y minifundistas 
de Canelones, de San José, de Florida, de Colonia, agricultores, 
granjeros, productores hortícolas, y por allí a los habitantes del 
cinturón montevideano, de procedencia y mentalidad rurales. 

20. El instrumento político de esta movilización fue la radio, 
Nardone descubrió las posibilidades hasta entonces desaprove- 
chadas de este medio de comunicación de masas, de relativo poco 
costo, que todo el mundo tenía y nadie aprovechaba y que, ade- 
más, permitía superar el clásico aislamiento de los habitantes del 
campo, entre nosotros agudizado por una baja densidad poblacio- 
nal. Así se generalizó lo que Methol Ferré llama con acierto la 
“urbanización” del campesino. 

3o. Varias décadas atrás (en la del treinta), Julio Martínez 
Lamas (“Riqueza y Pobreza del Uruguay”, Montevideo, 1946, 2a. 
edición), había denunciado la “bomba de succión” montevideana 
que confiscaba la renta nacional principalmente generada en el 
campo, pauperizaba su gente y obstruía los avances tecnológicos, y 
que redistribuirla más equitativamente era una necesidad nacional 
(2). La capital era no sólo la sede del gobierno y de la administra- 
ción pública; era también el sitio donde se desplegaba la acción de 
dinámicos sectores económicos (consignatarios, barraqueros, 
exportadores, la vasta gama de intermediarios, los industriales, etc.) 
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incluso de los contestatarios a los que era preciso calmar (proleta- 
riado, la mayoritaria clase media). Frente a esta pluralidad de sec- 
tores sociales, con objetivos finales diferentes, pero capaces de 
amalgamarse por un interés común, el campo aparecía disociado e 
inerme, donde incluso más fuertemente se daba el ingrediente del 
bipartidismo político. Martínez Lamas vio el problema central, 
soslayó el de las fuerzas sociales que lo explicaban: el de la red 
de intermediarios que eran los principales usufructurarios del 
sistema. Cuando el ruralismo debió afrontarlo, adquirieron simul- 
táneamente importancia primordial la clarificación del mercado 
(la información sobre los precios, locales e internacionales, y el 
conocimiento de que ellos no son un hecho fatal y ajeno a la 
humana voluntad, sino el resultado de regateos, de una pugna entre 
sectores sociales), y el problema monetario o sea, las manipulaciones 
en el manejo de las divisas para extraer beneficios de la renta agro- 
pecuaria a fin de atender requerimientos de los núcleos urbanos 
con la consecuencia de afianzar la hegemonía del sector importador 
y comercial de la burguesía capitalina. Y como ese clivaje del 
esquema económico era digitado desde el aparato estatal, fluye 
-corolario lógico- el anti-estatismo, la invocación del sacrosanto 
derecho de propiedad y la repulsa de un invocado e inexistente 
socialismo Sie o de Estado). 

El mundo rural, naturalmente disperso e incomunicado, encon- 
tró su punto de encuentro, instrumentado desde la radio y una sin- 
cronizada e inteligente movilización, en la revelación del meca- 
nismo perverso de los precios que solidarizaba al productor lanero 
de Cerro Largo, al agricultor de Canelones y al quintero de los ale- 
daños de Montevideo. En este fenómeno que padecía la campaña 
entera, encontró el ruralismo el camino para trascender la bipolari- 
dad política tradicional, agrupando en su seno a blancos y colora- 
dos. 

En la tesis de Jacob, el ruralismo se propuso desde sus inicios, 
acceder al poder. Y los sucesivos estadios de sus planteamientos, 
desde la inicial prescindencia de la puja política, fueron sólo etapas 
necesarias y previas, de acuerdo a su desarrollo primero incipiente y 
demasiado débil para horadar estructuras muy consolidadas. Si bien 
apostó en sus comienzos al gran entendimiento de las colectivida- 
des históricas, nunca fue, estrictamente apolítico. Aspiró siempre a 
incidir. Recuérdese en las elecciones de 1954 la consigna: “los 
blancos con Herrera, los colorados con Luis Batlle Berres”. 
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Tengo dudas de que la tesis de Jacob sea exacta. Pienso más bien 
que fue la dinámica de los hechos y la creciente incidencia del 
movimiento que por su propia base rural tenía apoyatura predo- 
minantemente en el Partido Nacional, y además a la coincidencia 
con muchos de sus planteos, la que lo llevó a la alianza de 1958 
para compartir el gobierno con el herrerismo, sobre bases de enten- 
dimiento tan tenues que se desfibraron casi desde el comienzo. 

Más allá de estas disquisiciones teóricas, siempre discutibles, el 
hecho que me parece claro es que el mundo rural se vio por efecto 
del movimiento ruralista, como una fuerza social, con capacidad de 
protagonismo y no como mero receptor de soluciones por otros 
pergeñadas o como paciente víctima de ellas. La formación de un 
partido rural hubiera chocado frontalmente con la estructura polí- 
tica bipartidista. La experiencia histórica algo enseña. Las tenta- 
tivas de quebrar el sistema (recuérdese el Partido Radical de Carlos 
María Ramírez y luego el Partido Constitucionalista), aunque de 
base urbana y fruto de elaboraciones intelectuales derivadas de.un 
entendimiento superfluo del fenómeno caudillista, fracasaron en el 
propio seno donde surgieron, entre otras cosas, porque minimi- 
zaron el respaldo popular que los cintillos tenían. Entonces, parecía 
a priori lo más viable incrustar un ala ruralista en ambos partidos 
tradicionales. Y es un hecho que se sintió muy próximo a lo que 
Berreta representó en su hora dentro del Partido Colorado. La 
incompatibilidad profunda de Nardone con el ideario batllista, 
aunque la centró respecto del grupo de “El Día”, acabó generando 
el conflicto con el quincismo, porque en realidad eran inconcilia- 
bles los objetivos de Luis Batlle con los del líder ruralista y enton- 
ces no tuvo otra alternativa que echarse en los brazos de Herrera 
(quien, por otra parte, muchas desconfianzas alentaba respecto de 
Nardone desde la primera hora, que se exteriorizaron con virulencia 
muy poco después de la victoria común). 

El hecho que debemos rescatar por ser irrefutable es que en 
1958, el ruralismo precipitó una nueva crisis del bipartidismo secu- 
lar. Nardone llevó masas rurales coloradas a sufragar por el adver- 
sario tradicional. Yo creo que ese sistema conoció variantes en las 
que no se ha reparado. Y la primera fue el Batllismo, al que suele 
considerársele como una mera transformación modernizadora del 
coloradismo, sin advertir que partiendo del tronco común, pergeñó 
una propuesta de país, una ensambladura de conceptos y hasta de 
dogmas no sólo disímiles, sino opuestos a las que alimentó el Par- 
tido Colorado a todo lo largo del siglo XIX. 
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Tengo una convicción que nunca expresé y que al consignarla 
aquí, originará indignaciones varias. Y es la de que los que en su 
hora diseñamos la estrategia de formación del Frente Amplio, 
aunque estuviéramos a años luz del pensamiento de Nardone, fui- 
mos subliminalmente influidos por la experiencia del movimiento 
ruralista. En este sentido: la superación en una propuesta global de 
cambio, del bipartidismo no podía intentarse sin advertir la fuerza 
de la tradición y por tanto era preciso agrupar en el movimiento 
además de la izquierda clásica, a sectores influyentes de los partidos 
tradicionales y el avance ulterior hacia el objetivo final que era el 
cambio, habría de lograrse fundamentalmente por la incorporación 
de pueblo aglutinado en los partidos históricos, sea mediante su 
adhesión al Frente, sea mediante entendimientos con integrantes de 
aquellos. O sea, poner la tradición no en contra sino a favor del 
cambio. 

En 1958, pues, sectores colorados contribuyeron a la victoria 
blanca, y ese constituyó un hecho que no era ilícito salteárselo. 
¿Fue el ruralismo factor decisivo en la victoria blanca? Como no 
tuvo listas propias, cualquier afirmación al respecto es de probanza 
imposible. Es evidente que existía una multitud de factores expli- 
cativos de la derrota del Partido Colorado pero no cabe duda tam- 
poco de que uno fue la actitud del ruralismo, decisivo en la prima- 
cía del sector herrerista sobre la UBD y la votación en el interior lo 
ejemplifica con elocuencia. 

Cierto que en las elecciones de 1962, el eje herrero-ruralista fue 
vencido por la ubedoxia; pero téngase presente el despaste que el 
ejercicio del poder conlleva (más la frustración de muchas de las 
expectativas que el ruralismo desde el llano había generado), la 
desaparición ica del carismático viejo caudillo blanco y por fin, 
que la ubedoxia se integró con fuertes sectores de procedencia 
herrerista (y otra vez fue decisivo el interior para alterar la inicial y 
amplia ventaja colorada en la capital). 

No.4 Todo movimiento de masas necesita un aglutinante ideoló- 
gico-histórico. El ruralismo no podía utilizar el rico repertorio 
emocional de las divisas, porque eran particulares y propias de cada 
una de las dos grandes corrientes, cuando él se proponía abarcar a 
las dos. Lo encontró en el artiguismo. Su arraigo en la emotividad 
de la ciudadanía entera (cualquiera fuera su pelo) expresiva de la 
conciencia nacional; su enclave rural y los choques que en su desa- 
rrollo se procesaron con la mentalidad y los intereses de los merca- 
deres portuarios; hasta la peculiaridad de sus soluciones que apun- 
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taban bäsicamente hacia los problemas de la campana (aunque 
fueran despojados de su trasfondo social y revolucionario) le sumi- 
nistraron el elemento globalizador y cohesivo que necesitaba. El 
ejemplo ilustra sobre la eficacia de la interpretación histórica como 
factor dinámico adaptable a las contingencias de cada coyuntura. Y 
no se diga que esta manipulación del pasado, es sólo una manera de 
falsificarlo. Porque a él han recurrido todos y siempre. Por ejemplo: 
el Artigas de bronce, héroe civilista, padre de la democracia liberal 
y gestor de la nacionalidad oriental fue la imagen que nos trasmi- 
tieron Zorrilla de San Martín y Eduardo Acevedo cuando el Uru- 
guay desgajado definitivamente de la comarca platense y en los 
albores de acceder a la modernidad, necesitaba un basamente histó- 
rico de su condición de estado independiente y políticamente 
encaminado hacia la democracia liberal. Luego, cuando otras fue- 
ron las circunstancias, hubo de ponerse el acento en la naturaleza 
socialmente revolucionaria de sus soluciones, en su carácter de 
intérprete de un movimiento de masas y en el ideario integrador y 
no regional (no fragmentarista), constantemente presente en sus 
actitudes para que la moderna interpretación del artiguismo se 
adecuara a la problemática actual. 


Muy poco después de implantarse el colegiado (plebiscitado en 
diciembre de 1951), con el decisivo apoyo de Herrera, en diciembre 
de 1955 el ruralismo plantea nuevamente la reforma constitucional 
(3), simultáneamente con una ofensiva contra Luis Batlle por su 
gestión tildada de “socializante” en virtud del creciente dirigismo 
estatista. En enero de 1956 Nardone desarrolla las bases de este 
proyecto reformista: Poder Ejecutivo unipersonal, también para el 
Gobierno Municipal con un gabinete de siete ministros: Gobierno 
(Policía, Municipios y Relaciones Exteriores), Instrucción Pública, 


Fomento (Ganadería y Agricultura, Industrias, Obras Públicas), 
Tesoro, Finanzas, Salud Pública y Defensa. El Poder Leyislativo 
sería unicameral (una Asamblea General). En los entes autónomos 
se daría entrada a la integración de capitales, dirección y adminis- 
tración a la iniciativa privada. Los delegados del personal integra- 
rían el comando. Perderían los monopolios de que disfrutaban. No 
se crearían nuevos impuestos. El Presidente y Vicepresidente, así 
como los Intendentes, serían elegidos directamente y no por inter- 
medio de los lemas partidarios. Lo más original, sin embargo, 
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estaba constituido por el abandono de la tradicional divisiön tripar- 
tita de poderes de Montesquieu. Habría un cuarto, el Banco 
Central: su Directorio de cinco miembros sería elegido por el gabi- 
nete, debiendo obtenerse venia del Parlamento otorgada por 2/3 de 
votos. Comprendería en su complejísima función el contralor de las 
exportaciones e importaciones, subsistencia, el Instituto del Trabajo, 
los Consejos de Salarios y las Asignaciones Familiares, Departa- 
mento de Comercio Exterior y Emisión. Dirección de Crédito 
Público, Mesa de Aranceles Aduaneros, Juntas de “Lanas”, de 
“Carnes” y de “Granos”. Aprobaría los presupuestos oficiales y 
designaría el servicio consular. 

El proyecto recibió el apoyo de Herrera. El Dr. Alberto Demi- 
cheli formó el ala colorada del movimiento reformista. El 16 de 
julio de 1956 el Consejo Ejecutivo de la Liga Federal aprobó un 
texto, de acuerdo a los principios establecidos por la quinta asam- 
blea anual ordinaria del movimiento. Dos problemas se planteaban: 
el primero, cuál procedimiento elegir para llevar adelante: el proyec- 
to; el segundo, cómo ganar la ciudad porque sin el apoyo uebano el 
proyecto era inviable. 

Para resolver el primero, como no se contaba con suficientes 
votos en el parlamento, la única vía expedita era la iniciativa popu- 
lar (10% de los ciudadanos inscriptos y aprobación en el plebiscito 
por el 35% de los inscriptos). Era indiscutible el carácter democrá- 
tico y participativo del procedimiento elegido y fue importante la 
acción de los “troperos de firmas”, como se les llamaba, que reco- 
rieron el país recolectando las firmas necesarias. 

Para resolver el segundo, se crearon Comités “Pro-reforma 
constitucional” en las barriadas montevideanas. Por allí el rura- 
lismo, con indudable impronta herrerista, se introducía en el tradi- 
cional reducto del coloradismo. 

El distanciamiento del Dr. Demicheli tornó utópica una reforma 
superpartidaria, mostrando claramente que el apoyo desde el pri- 
mer momento de Herrera, no le dejaba it ruralismo otra alternativa 
que la alianza con éste. Y en agosto de 1958 se concretó en la fór- 
mula Herrera-Nardone para la Presidencia y Vice sin lema y en una 
Lista mixta herrero-ruralista al Consejo Nacional de Gobierno si la 
reforma no salía, lo que a esa altura era evidente. En las elecciones 
de 1958 que registraron una votación altísima, el proyecto pro- 
hijado por el ruralismo obtuvo el 23,04% del total de votos y sólo 
el 16,74% de los inscriptos (4), pero por otro lado consagraron la 
victoria blanca después de casi un siglo de predominio colorado. 
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(1) Quien desee adentrarse en este complejo e interesantísimo proceso deberá 
acudir a la excelente investigación de Raúl Jacob: “Benito Nardone”. 
El ruralismo hacia el poder (1945-1958) (Montevideo, 1981). Desde 
otro ángulo y con la ventaja de haber sido partícipe del movimiento y 
haber vivido su empuje inicial y declinación ulterior, Alberto Methol 
Ferré “La Crisis del Uruguay y el Imperio Británico”, Escrito en 1958 en 
vísperas de las elecciones de ese año que llevaron al herrero-ruralismo al 
poder, fue reeditado con algunas notas que ya registra la desilusión en 
1959 por la Editorial A. Peña Lillo de Buenos Aires, Colección “La 
Siringa””. En este ensayo Methol Ferré realiza una muy profunda tentativa 
de penetrar la psicología del mundo rural: “Las masas rurales se han 
caracterizado por su actitud refleja, de reacción, ante acontecimientos 
que les “llegan” y no “hacen”. Son el colmo del “estar”. Y de esta difi- 
cultad para globalizar una propuesta, deriva su perpetuo anacronismo, la 
primacía del recuerdo, ““como en los payadores y los viejos narradores”, 
la fijeza de la dicotomía de lo “blanco y colorado”, la ajenidad de su 
economía a la empresa tipícamente capitalista, las dificultades del cálculo 
racional en pos del lucro que es de esencia, su dependencia de un ritmo 
que no es maleable a voluntad, es decir de factores que incrementan la 
irracionalidad del mercado, “Esta situación económica hace que el 
campesino no esté integrado completamente al capitalismo, a su psicolo- 
gía. Que conserve con tenacidad memorias del viejo mundo semifeudal de 
la estancia cimarrona o las emociones de las divisas tradicionales, y toda 
una constelación de valores que no cejan al impacto de lo calculable”. 


(2) No fue Martínez Lamas el único que abordó este problema, aunque otros 
planteos inciden más en la explosividad potencial de esta circunstancia. 
Véase “Detrás de la ciudad” de los Dres. Juan Vicente Chiarino y Miguel 
Saralegui (Montevideo, 1944). La propia Federación Rural -tradicional 
reducto de las clases terratenientes-, daba el alerta sobre el aspecto social k 
de la situación de la campaña en su XX Congreso celebrado en 1936. Por | 
más detalles véase el citado libro de Jacob, capítulos 1, 2,3 y4. d 
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(3) Líneas atrás hemos aludido a este planteo retormista, comprobando que 
no obstante la aparente impopularidad del colegiado, la gente no se i 
preocupó en sustituirlo, Hemos retomado el tema, aunque es de época 
anterior a la que ahora tratamos, porque era un buen pretexto para intro- A 
ducirnos en las implicaciones políticas que el ruralismo trajo a la escena fk 
política y al funcionamiento de los partidos, Una duda surge ¿por qué Ñ 
fracasó el proyecto herrero-ruralista de 1958? Una hipótesis es heito | 
manejar. Porque en el escuálido respaldo popular a la reforma colegialista, 
aunque subrepticiamente influyó la notoria renuencia a apoyarla de Luis hi 
Batlle en el ápice de su prestigio, Y ese factor se trasmutó en frontal | 
oposición del quincismo al proyecto de 1958, cuando ya y definitiva- I 
mente, se habían desvanecido los anteriores dragoneos de Luis Batlle con : 
Nardone. Lateralmente resulta otra comprobación: aunque el prestigio de i 
Luis Batlle estaba ya en el ocaso, la penetración del ruralismo en el i 
Partido Colorado era más superficial de lo que se creía, En consecuencia, la 
victoria blanca de 1958, aunque importante fue el trasicgo ruralista del 
coloradismo al Partido Nacional, fué sobretodo una victoria blanca sobre 
su rival histórico. 
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(4) Adviertase que el colegiado fue implantado en un plebiscito con una 
abstención enorme (más del 60% que agrupó por el sí una cifra cercana al 
17% de los inscriptos, apenas algo más de un lustro después, el proyecto 
herrero-uralista rechazado tuvo el respaldo de un porcentaje casi igual al 
que había cosechado la aprobación del texto entonces vigente. La Consti- 
tución de 1942 incluía un procedimiento de reforma por leyes constitu- 
cionales aprobadas por los 2/3 del total de componentes de cada Cámara 
y aprobación ulterior por la mayoría absoluta de los votos emitidos. Así 
se explica que la reforma de 1951 quedara sancionada con tan magro 
respaldo popular. 


VH LAS OBJECIONES CONTRA EL COLEGIADO 


Dicho está que la Carta colegialista de 1952 nació impopular y 
como consecuencia de una combinación política oportunista, No 
fue extraño que se intentara reformarla, antes de experimentarla. 
En las elecciones de 1958 se plebiscitaron dos proyectos refor- 
mistas -ambos rechazados-, que propiciaban el retorno al presiden- 
cialismo. Uno de la Unión Cívica y otro apoyado por el herrerismo 

la Liga Federal. En 1962 se volvió a plebiscitar un proyecto 
rulo que adicionaba a las novedades del anterior la 
creación del Banco de Previsión Social con el propósito de que 
ordenara el caos del sistema jubilatorio, con resultados igualmente 
adversos. 

¿Cuáles eran las objeciones contra el colegiado? En primer lugar 
las que se esgrimieron desde los inicios del debate nacional que 

romovió, contemporáneo a su propuesta, décadas atrás, de que era 
débil, deliberante e inejecutivo. Se agregó el divorcio con el Parla- 
mento que no le votaba leyes, o que veía constantemente vetadas 
las que sancionaba (pueden ustedes agregar ejemplos más actuales); 
se consideraba al Parlamento pesado e ineficaz y muy sensible a los 
grupos de presión. Obviamente no eran estos vicios del sistema sino 
consecuencia de la fragmentación de los partidos. En la opinión 
pública había prendido la crítica a la cuota fija en la integración de 
los directorios de los entes y los gobiernos municipales, que había 
acentuado los viejos vicios del clientelismo, la politización y la 
ineficacia. 

Las dirigencias políticas, aunque usufructuarias del régimen y 
aparentemente indiferentes a los reproches, no podían estar absolu- 
tamente ajenas a sus implicaciones. Por otro lado la crisis econó- 
mica del país (sobre todo derivada de su condición dependiente y 
del agotamiento de los modelos aplicados, generados en una coyun- 
tura interna e internacional distinta) indicaba que para rectificar 
rumbos era necesaria una conducción más coherente y dinámica. Es 
indiscutible que no residían en el andamiaje jurídico-constitucional 
las trabas que obstruían el desarrollo; pero, ya lo hemos dicho, 
tampoco es exacto que resultara indiferente el funcionamiento del 
sistema y que el propósito de reformarlo fuera sólo un juego diver- 
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sionista urdido por una dirigencia miope. El constante replanteo de 
una salida institucional ante cada empuje de la crisis y su recepciön, 
también constante, en la ciudadanía no autorizan juicio tan sim- 
plista. 


Cuando se plegaron a la campaña reformista parte de la UBD y 
una fracción mayoritaria del Batllismo que abandonaba el dogma 
colegialista, el asunto adquirió relevancia a nivel político. Primero 
se intentó un acuerdo de los sectores mayoritarios que fracasó y 
cada uno estructuró su propio proyecto. 

Los colorados acudiendo a la firma del 10% de los inscriptos y 
los blancos a los legisladores de su sector. Era claro que por esta vía 
ninguno iba a prosperar. Surgieron nuevas negociaciones patrocina- 
das por los directorios respectivos y se formó una Comisión Inter- 
partidaria (1) que estructuró un proyecto común sobre la base 
“con variantes- de los dos de las mayores colectividades. Sin 
embargo, lo resistieron, primero el directorio de la UBD (Lista 51) 
y el Partido Demócrata Cristiano, a los que se unió luego una frac- 
ción herrerista, otra de la UBD y grupos de la izquierda que no 
habían participado en las negociaciones anteriores a los que se 
unieron los que permanccían fieles al colegiado. En agosto de 1966 
el proyecto fue aprobado en la Asamblea General con algunas 
modificaciones, dentro de los plazos constitucionales. La Consti- 
tución entonces vigente, autorizaba a la Asamblea General a redac- 
tar un proyecto sustitutivo, cuando debía plebiscitarse otro fir- 
mado por el 10% de los inscriptos (era el caso del proyecto colo- 
rado líneas arriba mencionado) que para ser llevado a la elección 
mas próxima tenía que ser aprobado por la Asamblea, por lo menos 
tres meses antes. Este texto fue el que se denominó reforma 
naranja por el color de la papeleta del “si”, usado en plebiscito que 
lo aprobó. l 


Veamos brevemente las principales objeciones planteadas por los 
opositores al texto proyectado. 

Comencemos con los blancos. Sectores de la UBD (en proceso 
de desintegración) y del herrerismo sostenían que al suprimir el 
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colegiado que implicaba participaciön obligada de sectores partida- 
rios en la cúspide administrativa-, disminuía la influencia del par- 
tido cuyo designio histórico había sido el de afianzar aquella. Así 
se gestó el proyecto llamado gris, (por el papel que lo identificaba), 
que inspirado sobre todo en la Carta de 1942, incrementaba las 
fórmulas participativas en los diterentes érxganos de la administra- 
ción. ; 

En el coloradismo, el Batllismo ortodoxo previsiblemente ene- 
migo de la reforma, particularmente representado por “El Día” 
arreció en sus críticas porque él significaba un relativo aparta- 
miento de unas líneas incorporadas al legado del pensamiento de 
don Pepe y porque distraía, en juego urdido por blancos entonces 
en el poder, a la ciudadanía de las causas reales de la crisis atribuída 
a su vez, en una dialéctica muy simplista, a la errónea política eco- 
nómica del Partido Nacional. El mote de fascista fue repetidamente 
usado. Los aspectos concretos cuestionados eran: los propietarios y 
latifundistas, recibían el privilegio de acrecentar las indemnizacio- 
nes a percibir en caso de expropiación por necesidad o utilidad 
pública, al incluir los originados por las variaciones en el valor de la 
moneda que se produjeran a lo largo del procedimiento expropia- 
torio; se otorgaba una ventaja a la enseñanza privada al eliminar la 
exigencia de que las exoneraciones impositivas nacionales y muni- 
cipales de las que disfrutaban, estuvieran supeditadas a que sumi- 
nistaran enseñanza gratuita a un número de alumnos a determinar 
por la ley, y que era el 10%. 

Se preveía que la creación de empleos, aumento de pensiones o 
recompensas pecuniarias, fuera privativo del Poder Ejecutivo con 
menoscabo del Parlamento; en los llamados a Sala de los ministros, 
muy alto era el número de votos requeridos para pronunciar la 
censura con el efecto político de la renuncia, el Presidente podía 
mantener al ministro cuestionado e incluso, en determinados casos, 
disolver al Parlamento llamando a elecciones legislativas. Todo esto 
desequilibraba el principio de separación de poderes. Es interesante 
acotar que El Día tan furiosamente opuesto a la Constitución 
naranja (el epíteto de fascista parecería considerarla irredimible) se 
muesta hoy tan complacido con ella que pregona su intangibilidad. 
A Herrera suele reprochársele un constante zizagueo político (lo 
que es cierto). No es sin embargo, el único ejemplo vernáculo de 
versatilidad. 

Las objeciones más fuertes, por lo menos las más estruendosas, 
provenían de la izquierda. Se enfatizaba sobre los riesgos que para 
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las libertades públicas derivaban de la ampliación, muy evidente, de 
las potestades gubernamentales. El peligro del autoritarismo como 
después se vió, no provenían tanto de ensanchar las facultades 
colada del Ejecutivo, sino de otros sitios muy precisos dentro de 
casa (como por ejemplo, exceder sistemática e impunemente el 
margen de discrecionalidad que la Carta autorizaba, como lo hizo 
el Sr. Pacheco que exhorbitó el alcance de las medidas de pronta 
seguridad al extremo de gobernar siempre con ellas, ignorar al 
Parlamento y legislar por decretos, todos ellos, buenos o malos 
inconstitucionales) y más precisos en cuanto a designio y origen, 
fuera de ella. Un gobierno débil no le hace bien a la democracia y 
el mal profundo estaba en la atomización e inocuidad de los 
partidos y en permitir y hasta propender a la instalación de gobier- 
nos de minoría. Cabe reconocer que para afrontar ese problema, la 
nueva Carta nada etectivo nos trajo. 

Corresponde indagar, qué se proponían los promotores de la 
reforma. Pienso que por la prominente significación de sus autores 
y por la cercanía de los comentarios a los sucesos políticos que 
culminaron en ella, nos ayudaría a ser precisos y fieles, el libro los 
Dres. Julio María Sanguinetti y Alvaro Pacheco Seré (2) 

Frente al divulgado reproche de conducirnos hacia el autorita- 
rismo que un afiatado coro entonaba (3) no deja de ser sorpren- 
dente que los replicantes pregonaran el propósito de fortalecer la 
democracia, vigorizar las instituciones e incluso prestigiarlas despo- 
litizando la administración. Creo sin embargo, que los puntos más 
enfatizados fueron los de tecnificar a ésta -múltiples organismos 
proyectados corroboraban el designio. (Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, Oficina de Servicio Civil, Banco de Previsión, Banco 
Central)- y sobretodo “el propósito de instrumentar en el país la 
etapa del desarrollo económico, echando las bases de instituciones 
aptas para una planificación a escala nacional”. Citando a 
Gaudemet (“Le Pouvoir Executive dans les Pays Occidenteau””) 
recordaban que la administración moderna es de una complejidad 
siempre más grande y debe ser fuertemente dirigida, que ésta 
requiere un órgano de comando provisto de una amplia gama de 
facultades para hacer y para coordinar los esfuerzos hacia ese obje- 
tivo que aparecían en los hechos fragmentados “porque es evidente 
que el exceso de las autonomías no es deseable, e impide realizar 
realizar una política nacional coherente en todos los órganos del 
Estado”. En definitiva ambas confluían en cierta forma de “plani- 
ficación centralizada de la actividad económica y social” a la que se 
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consideraba “conciliable con los esquemas democráticos del libera- 
lismo”, 

Al Poder Ejecutivo se le asignaba pilotear el proceso, dotändolo 
de mayores facultades de contralor sobre la gestión de los entes 
(reductos de los feudalismos autonomistas),del derecho privativo 
de iniciativa en materias conexas con la gestión económica estatal, 
de más acentuada injerencia en la elaboración y contralor de los 
presupuestos; vor fin, de la posibilidad de dinamizar la actividad 
parlamentaria ¿on el previsto mecanismo de presentar proyectos de 
ley de urgente :onsideración. 

El Dr. Ramón Real (citado por los autores) resume quizás de 
modo más cabal estos objetivos: “El restablecimiento de la Presi- 
dencia de la República, la prolongación del período de gobierno a 
cinco años y el aumento de las competencias de dirección guberna- 
tiva, a cargo del Ejecutivo entre otras innovaciones, modernizará 
nuestro sistema de gobierno según las tendencias imperantes en las 
grandes democracias, hacia la personalización del poder, el lide- 
razgo de un Jefe de Estado y de gobierno plebiscitado, al cual el 
pueblo confía los medios para promover y ejecutar un plan técnico 
quinquenal de desarrollo con la cooperación coordinada de todos 
los entes, servicios y dependencias del Estado y paraestatales, 
gobiernos departamentales, etc.” 


(1) Se integró con el Dr. Julio Ma. Sanguinetti (Unidad y Reforma, Lista 15), 
Dr. Aquiles Lanza (entonces perteneciente a la 99), Dr. Héctor Luisi 
(Unión Colorada y Batllista, el futuro pachequismo ortodoxo, entonces 
gestidismo puro). Dr. Justino Carrere Sapriza (del llamado Frente Colo- 
tado de Unidad o grupo de los senadores, originario en mayoría de la 15), 
Sr. Carlos Mora Otero (Partido Colorado Independiente, o sea el colora- 
dismo no batllista), Dr. Gervasio de Posadas Belgrano (UBD, Lista $1), 
Ing. Héctor del Campo (UBD, Lista 900), Srs. Francisco Mario Ubillos y 
Mario Héber Usher (Herrerismo), Sr. Joaquín Secco García (Movimiento 
Cívico Cristiano). El objetivo era encontrar una fórmula de entendi- 
miento, unificando propuestas semejantes, aunando criterios disímiles y 
suprimiendo los inconciliables, Los puntos mayores de fricción fueron los 
renuentes al pago de las expropiaciones, exoneración impositiva a la 
enseñanza privada, lemas permanentes, separación de hojas de votación, 
iniciativas privativas del Presidente, facultades del Consejo de Ministros, 
trámite y características del Presupuesto, designación de los directores de 
los entes y servicios públicos. Véase el estudio preliminar de Joaquín 
Secco García publicado junto con el nuevo texto. 


(2) Autores citados: “Ante la nueva Constitución”. Editorial Alfa, Montevi- 
deo, 1967, 


56 


(3)De tal manera el desenfoque persiste que hoy, para desvalorizar las 
actuales inquietudes reformistas, se califica su probable resultado con el 
mote de “naranjísimo” comprendiendo así en sus peyorativas connota- 
ciones, no sólo al nuevo empuje sino también al culminado en 1967. 


VII LA CONSTITUCION “NARANJA” 


La Constitución “naranja” fue aprobada por 786.987 ciudada- 
nos (era necesaria la mayoría absoluta de votos emitidos, larga- 
mente superada), sobrepasando el 35% de los habilitados para votar, 
que eran 1:658.322 (excluídos los inscriptos con “certificado de 
residencia”). O sea que se requería un mínimo de 579.713 y se 
obtuvieron 786.987. 

Se habían presentado cuatro proyectos de reforma, todos presi- 
dencialistas: el “naranja”, aprobado; el “gris”, de sectores del 
Partido Nacional (que obtuvo 175.095 votos); el “amarillo” del 
denominado “Movimiento de Trabajadores y Sectores Populares 
pro-Reforma Constitucional”, auspiciado por el Partido Comunista 
y algunas organizaciones gremiales obreras (que obtuvo 86.315 
votos); y un cuarto, el “rosado”, propiciado por un sector muy 
poco influyente del Partido Colorado al que an sólo 1.120 
ciudadanos. En cambio, el proyecto original del coloradismo fue 
retirado. En este sector político lo significativo fue que los sufra- 
gios colegialistas resultaron claramente superados por lo que ahora 
se declaraban presidencialistas (1). 


Este no es un trabajo de derecho constitucional: es un análisis 
político desde pautas institucionales. Sin embargo, por su destino 
de divulgación, también puede servir para glosar las principales 
variantes introducidas y para intentar definir las características de 
la Carta. Seguimos el itinerario de “Las Décadas Infames”, con 
ampliaciones (corrigiendo la exposición muy sintética, por razones 
de espacio, del modelo citado) propias o provenientes de otras 
fuentes (2). 

Cuatro son las características principales del texto vigente; tres 
significan variantes sobre la Carta de 1952, la cuarta reitera una 
tendencia desde hacía tiempo insinuada: descolegializa los órganos 
ejecutivos nacionales o municipales; amplía las potestades del 
Poder Ejecutivo; establece algunas bases jurídicas para planificar el 
deceollo económico; recepciona figuras de tipo parlamentario en 
una estructura presidencialista. 

lo. El Consejo Nacional de Gobierno plural y bipartidario se 
sustituye por la unipersonal Presidencia de la República (3); los 
Consejos Departamentales, también plurales se sustituyen por 
Intendentes. La extensión de los mandatos (antes de 4 años) se 
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lleva a cinco con el consiguiente espaciamiento de las elecciones. Se 
mantiene, en cambio, la pluralidad en los órganos directivos de los 
servicios industriales y comerciales del Estado y los entes de ense- 
ñanza. 

20. Refuerzo de las potestades del Poder Ejecutivo. Son múlti- 
ples, Intentemos sistematizarlos: 

a) Se introduce la figura de las leyes de urgente consideración. 
La iniciativa es privativa del Poder Ejecutivo con limitaciones temá- 
ticas y temporales. Estos proyectos deben ser considerados en 
plazos perentorios, teniéndose por aprobados si dentro de ellos no 
han sido expresamente desechados ni se ha sancionado un proyecto 
sustitutivo. Las Cámaras, por mayorías especiales, podían dejar sin 
efecto la declaratoria de urgencia. Dos veces se usó este mecanismo. 
Una, por el Presidente Gestido, en un proyecto que con modifica- 
ciones, fue sancionado; el otro por el Presidente Sanguinetti propo- 
niendo una amnistía para los delitos contra los derechos humanos 
durante el régimen de facto, cometidos por militares y policías. 
Este fue desechado, aunque reapareció con distinto ropaje en la 
llamada ley de caducidad de la pretensión punitiva del Estado de 
1986. 

b) El Poder Ejecutivo es colegislador y por tanto, tiene la facul- 
tad de vetar un proyecto de ley sancionado por el Parlamento. Este 
puede levantar el veto por la voluntad de > 3/5 de la Asamblea 
General. Si transcurren 60 días -y esta es la innovación-, sin 
mediar pronunciamiento de la Asamblea General, se considerarán 
aceptadas las observaciones del Ejecutivo, A este recurso ha ape- 
lado con asiduidad el actual gobierno. Dada la composición del 
Parlamento, si bien no tiene mayoría, dispone de votos suficientes 
para bloquear la voluntad par amentaria. Con el resultado que 
obtura'ésta, pero no logra imponer la propia. Es este un efecto de 
instalar un gobierno de minoría; pero sobre esto hemos de volver. 
También en el nombramiento de los Jefes de Misión (personal 
consular y diplomático) si la venia requerida para el nombramiento 
no se otorga en 60 días, el Ejecutivo puede prescindir de ella; 
mientras los cargos de Embajadores y Ministros del servicio exterior 
son considerados de particular confianza del Ejecutivo. 

c) Tiene iniciativa privativa en materia de deuda pública y para 
la creación de empleos, de dotaciones o retiros o sus aumentos, 
asignación o aumentos de pensiones o recompensas pecuniaria”, 
establecimiento o modificación de causales, cómputos o beneficios 
jubilatorios (vienen de la Carta de 1934 salvo la última parte agre- 
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gada en 1966). Se agregaron en 1966: los royectos de ley que 
determinen exoneraciones tributarias o que Bien salarios minimos 
o precios de adquisición a los productos o bienes de la actividad 
pública y privada, así como la imposibilidad del Legislativo de 
aumentar las exoneraciones tributarias, los mínimos propuestos por 
el Ejecutivo o disminuir los precios máximos propuestos, 

d) Mayor contralor sobre la gestión de los entes autónomos. El 
Poder Ejecutivo tuvo desde 1934 la facultad de observar la gestión 
cuando la considerara inconveniente o ilegal y el Senado en defini- 
tiva, derimía el conflicto cuando los Directorios desatendieran las 
observaciones; pero ahora se agregó a la gestión global, los “actos” 
concretos y específicos, con la facultad además de disponer su 
suspensión (por razones de conveniencia, no sólo ilegalidad) y de 
efectuar las rectificaciones, los correctivos o las remociones que 
considere del caso, comunicándolo al Senado, juez del diferendo, 
produciéndose la convalidación ficta a los sesenta días si el Senado 
no se expidiera en dicho plazo, pudiendo en el mismo plazo e 
incluso por pronunciamiento ficto, llegar a la destitución de los 
Directores. Se dispuso también que en la concertación de convenios 
entre los Consejos o Directorios con Organismos Internacionales, 
Instituciones o gobiernos extranjeros, el Poder Ejecutivo, señalará 
los casos que requerirán su aprobación previa. 


3o. Bases jurídicas para planificar el desarrollo económico. 
También son múltiples. Ensayaremos sistematizarlas. 

a) A este propósito corresponde las ya señaladas restricciones a 
los órganos administradores de los entes que disfrutan de autono- 
mía por servicios para procurar una coordinación unitiva de la polí- 
tica económica-financiera del Estado. 

b) Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Se constitucionalizó 
así la antigua Comisión de Inversiones y Desarrollo Económico, 
Dependerá directamente de la Presidencia de la República y estará 
dirigida por una Comisión pluriministerial y por un Director desig- 
nado por el Presidente, persona de particular confianza de éste, que 
deberá reunir las condiciones necesarias para ser ministro. Formará 
Comisiones Sectoriales donde estarán representados los trabajadores 
y las empresas públicas y privadas. Esta parte nunca se cumplió, 
En cuanto a sus competencias, a falta de ley que las determine, 
habrá que atenerse a la norma constitucional y a la Be La 
primera dispone que asistirá al Poder Ejecutivo en la formulación 
de Planes y Proyectos de desarrollo, lo asesorará en la proyectación 
del Presupuesto Nacional y en lo concerniente a la fijación de por- 
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centajes legales para sueldos y gastos en los presupuestos de los 
entes comerciales e industriales y en el contralor financiero de los 
presupuestos de los mismos servicios; en la práctica se ha transfot- 
mado en un cogestor (con el Ministerio de Economía) de la política 
económica gubernamental y en un controlador, a menudo exhor- 
bitando sus competencias, de la administración de los entes autó- 
nomo:. 

c) ia ley dictada por mayoría absoluta de componentes de cada 
Cámara podrá disponer expropiaciones correspondientes a planes y 
programas de desarrollo económico, propuestas por el Poder Ejecu- 
tivo, mediante una justa indemnización (que incluye los daños y 
perjuicios que sufrieren los propietarios en razón de la duración del 
procedimiento expropiatorio, se consume O no, comprendidos los 
que deriven de las variaciones en el valor de la moneda). En este 
caso no tendrá que ser previo el pago de la indemnización, pero la 
ley deberá establecer expresamente los recursos necesarios para 
asegurar el pago total en el término establecido, que nunca será 
superior a diez años y la entidad expropiante no RE tomar pose- 
sión del bien sin antes haber pagado efectivamente por lo menos la 
cuarta parte del total de la indemnización. Los pequeños propie- 
tarios, cuyas características la ley debe determinar, recibirán siem- 
pre el total de esta previamente a la toma de posesión del bien. 

d) Se crea, con rango constitucional y organización de ente 
autónomo, el Banco Central, resorte básico de una economía plani- 
ficada en el campo monetario. Este es un banco y no un instituto 
con la mezcla de competencias que abarcaba el proyecto ruralista 
de 1958 ya comentado. 

Bastante impreciso es el texto respecto de sus competencias. La 
disposición transitoria letra H, dispuso que el Banco Central 
tendría “los cometidos y atribuciones que actualmente corres- 
ponden al Departamento de Emisión del Banco de la República”. 
La ley 13.068, llamada de “emergencia” dictada en la época de 
Gestido, incluye normas que, a falta de Carta Orgánica del orga- 
nismo, prevé disposiciones sobre el tema aludido; un proyecto de 
Carta Orgánica, fue remitido, por el Poder Ejecutivo, en noviembre 
de 1972 al Parlamento, sin que llegara a aprobarse. 

La transferencia al Banco Central de las funciones del viejo 
Departamento de Emisión del República, implicó el traspaso de un 
cúmulo de funciones dispersas en multitud de normas, aprobadas a 
lo largo de treinta años. Digamos con este confuso y no sistemati- 
zado material, que las principales funciones del Banco Central 
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vinieron a ser la emisiön regular de billetes; el redescuento de 
documentos comerciales de la cartera activa de otros bancos, oficia- 
les o privados; prestar asistencia a las empresas bancarias privadas: 
reglamentar las condiciones dentro de las cuales podrian contraerse 
obligaciones internacionales que impongan pagos en moneda 
extranjera; intervenir en las fusiones, absorciones y toda otra forma 
de transferencia de instituciones bancarias privadas y tambien en 
las liquidaciones de éstas. La legislación banco centralista en el 
derecho comparado, señala que una de sus funciones típicas es la 
de inspeccionar, vigilar y controlar a las instituciones del sistema 
financiero privado, correlato de su deber de asistencia. En el 
fárrago de disposiciones mencionadas pueden encontrarse normas 
al respecto, pero la experiencia enseña que entre nosotros no se 
supieron o no se pudieron cumplir. En la reciente interpelación 
parlamentaria promovida a raíz del naufragio del Comercial, así 
quedó comprobado. Con el resultado de que el República tiene que 
salir a evitar la quiebra con todas sus consecuencias, sobre la esta- 
bilidad del sistema, soportando onerosas cargas al recibir carteras 
incobrables como contrapartida. A esta altura ya parece indiscu- 
tible: 

1. Que no hay manera eficaz de controlar los bancos privados 

2. Que éstos ya son casi enteramente extranjeros; 

3. Que es mucho más oneroso evitar las consecuencias de admi- 
nistraciones ineficientes o vaciamientos deliberados, que ir direc- 
tamente a la etatización; 

4, Que los bancos se funden, pero los banqueros no; 

5. Que siendo el sistema financiero el aparato circulatorio que 
alimenta el trabajo y la producción nacionales, no puede seguir 
siendo administrado exclusivamente desde fuera del país. 

6. Se crea el Banco de Previsión Social con el cometido de coor- 
dinar y unificar los servicios estatales de previsión social y organizar 
la seguridad social, 

7. Se autoriza al Estado a participar en actividades industriales, 
agropecuarias o comerciales, de empresas formadas por aportes 
obreros, cooperativas o capitales privados, régie corporativa cuando 
concurra para ello el libre consentimiento de la empresa y bajo las 
condiciones que se convengan previamente entre las partes. 
También, y por mayorías especiales, la ley puede admitir capitales 
privados en la constitución o ampliación del patrimonio de los 
entes, siempre de montos inferiores a los de éstos (ya lo autorizaba 
la Carta de 1934). 
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t? Creo pertinente incluir en este rubro el mandato constitu- 
1onal que ordena a la ley crear el Servicio Civil de la Administra- 
ión Central y Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, que 
:endra los cometidos que la ley establezca para asegurar una admi- 
nistración eficiente como manera de tecnificar la administración y 
racionalizarla (4). 

40. Recepciona figuras de tipo parlamentario en una estructura 
presidencialista. ; 

Este proceso ha sido muy lento y continuado. Ya la Carta de 
1830, establecía la facultad de cada una de las Cámaras de hacer 
venir a Sala a los ministros para pedirles y recibir informes. 

A partir de entonces, se fué generalizando la costumbre de emi- 
tir pronunciamientos sobre las explicaciones suministradas y 
también la de que el ministro desaprobado renunicara aunque no 
estaba obligado a ello. Esta práctica sostenidamente mantenida a lo 
largo del tiempo, vino a constituir el más claro ejemplo de injerto 
de soluciones parlamentaristas dentro del sistema, e ilustra también 
sobre la importancia de la costumbre como elemento interpretativo 
en el alcance de las normas jurídicas, más allá de su tenor literal. 

La Carta de 1919 autorizó el nombramiento de Comisiones 

arlamentarias de investigación para suministrar datos con fines 
[seilativos. También en ella aparece el instituto del pedido de 
datos e informes de los legisladores a los ministros (ampliado en 
cuanto a los requeridos en textos posteriores) “que estime necesa- 
rios para llenar su cometido”. 

El instituto básico sin embargo, es el que la jerga popular llama 
“interpelación” o sea el juzgamiento político de la conducta de los 
ministros por los órganos legislativos. Aparece en la Carta de 1934; 
se reitera en las posteriores y en la de 1967 precisa las consecuen- 
cias, de la desaprobación (mayoría absoluta de votos del total de 
componentes de la Asamblea General) que implicará la renuncia del 
ministro o su mantenimiento por el Presidente (si la mayoría es 
inferior a los 2/3) y si la Asamblea mantuviera su voto por un 
número inferior a los 3/5 de sus componentes habilita la disolución 
de las Cámaras y la convocatoria a nuevas elecciones legislativas. 
La nueva Asamblea por mayoría absoluta del total de sus compo- 
nentes, mantendrá o revocará el voto de desaprobación. Si lo 
mantuviera caerá el ministro, pero no el Presidente como ocurría 
en 1934 y 1942, Este instituto es el que da un sesgo definidamente 
cuasiparlamentarista a nuestro régimen institucional, 
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Otro paso se diö en la misma linea: la norma segün la cual el 
Presidente adjudicarä los ministerios entre ciudadanos que. por 
contar con apoyo parlamentario, aseguren su permanencia en el 
cargo. Aunque el texto no prevee la manera de efectivizar ese man- 
dato, resulta clarísimo que él ordena constituir el gobierno sobre la 
base del apoyo parlamentario, que es típico de los regímenes de 
naturaleza parlamentarista (5). 

En resumen: La facultad de hacer venir a Sala a los ministros 
para pedir y recibir informes (aunque fue el resquicio por donde 
aparecieron fórmulas heterodoxas dentro del sistema), el nombra- 
miento de comisiones investigadoras y el instituto del pedido por 
escrito de datos e informes, pueden ser considerados como formas 
de ejercer el contralor parlamentario y como elementos para cum- 
plir la función; en cambio el instituto de la interpelación con sus 
efectos extremos (aunque desvirtuado en la Carta vigente por la 
asunción simultánea por un mismo titular de la jefatura del Estado 
y de la del gobierno), así como el respaldo obligado del Parlamento 
a los ministros son claros ejemplos de la recepción de figuras de 
tipo parlamentarista en una estructura presidencialista. Otra 
comprobación: en un sistema democrático, fel a la representación 
proporcional que refleja en el cuerpo legislativo la distribución 
tripartita y ya no mas, bipartidaria, de la opinión pública, el país 
tendrá un gobierno coherente y estable si es representativo de la 
mayoría de esa opinión. Los artilugios jurídicos para hacer que el 
gobierno de la minoría pueda actuar como si fuera de la mayoría 
(eliminar la representación proporcional, establecer, regresando al 
siglo XIX sistemas de mayoría y minoría, retacear las facultades 
parlamentarias) sólo servirán para tornar mas explosivos los con- 
flictos. 

Otras innovaciones de la Carta vigente las enumeramos rápida- 
mente: los cargos vacantes en la Suprema Corte se llenan automáti- 
camente con el ministro del Tribunal de Apelaciones de mayor 
antigüedad, si la Asamblea General no hace el nombramiento en un 
plazo de 90 días; la competencia del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo incluye el contralor de juridicidad de los actos 
emanados de todos los órganos del Estado; en la parte dogmática. 
se suprimió la condicionante de suministrar enseñanza gratuita para 
gozar de las exoneraciones impositivas, de un número determinado 
de alumnos, en los institutos de enseñanza privada; se agregó en las 
indemnizaciones generadas por el procedimiento expropiatorio los 
derivados de la depreciación monetaria, se extendió la obligatoriedad 
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de la enseñanza a la media. Se incorporó el referendum y la inicia- 
tiva popular en el ámbito nacional y municipal, tanto como recurso 
contra las leyes como ejercicio del derecho de iniciativa legislativa 
(arts. 79 y 304); se derogó la suspensión del ejercicio de la ciuda- 
danía a los soldados. En cuanto al Presupuesto, deberá éste proyec- 
tarlo conila Oficina de Planeamiento para un tiempo coincidente 
con el del período de gobierno en lo nacional y en lo municipal 
(estaba en la Carta de 1952), y en su estructura contendrá: a) los 
gastos corrientes € inversiones del Estado distribuídos en cada 
inciso por programa; b) los escalafones y sueldos funcionales distri- 
buídos en cada inciso por programa; c) los recursos y la estimación 
de su producido; d) las normas para la ejecución e interpretación 
del presupuesto. Dentro de los seis meses de vencido cada ejercicio 
anual, presentará el Ejecutivo la Rendición de Cuentas y Balance de 
ejecución presupuestal, pudiendo proponer las modificaciones de 
sueldos o recursos y efectuar creaciones, supresiones y modifica- 
ciones de programas por razones debidamente justificadas. El Poder 
Legislativo se pronunciará exclusivamente sobre montos globales 
por incisos, programas, objetivos de los mismos, escalafones y 
número de funcionarios y recursos, no pudiendo efectuar modifi- 
ficaciones que signifiquen mayores gastos que los propuestos. Los 
mensajes complementarios, sólo pueden enviarse en el trámite del 
Presupuesto Nacional, no en las rendiciones de cuentas. Se esta- 
blecen plazos muy rígidos para la presentación del proyecto, envío 
de mensajes complementarios y trámite legislativo de aprobación 
que si no se cumplen equivalen al rechazo (6). 

En cuanto a los gobiernos departamentales, además de la susti- 
tución de los Consejos Departamentales por Intendentes uniperso- 
nales y de mantenerse en la integración de las Juntas el absurdo 
sistęma de mayoría y minoría trasgrediéndose el principio constitu- 
cional que manda adoptar el de la representación proporcional 
(el “hallazgo” proviene de la Carta de 1942) lo más importante está 
en el capítulo de recursos (7). 

La Carta de 1952 sistematizó el tema. Se agregaron: “La cuota 
parte del porcentaje que, sobre el monto total de recursos del 
Presupuesto Nacional, fijará la Ley Presupuestal con destino a 
obras públicas departamentales”. Todos sabemos que a pesar del 
mandato constitucional, los aportes del Tesoro Nacional se 
destinan a equilibrar un presupuesto siempre desnivelado por su 
inveterada pobreza. Nadie se asombrará que algún diputadito diga 


muy suelto de cuerpo -ya ocurrió con las dotaciones previstas para 
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palanquear al Banco de Previsiön- que estos recursos no son recur- 
sos. Que ellos salen del lomo de los contribuyentes nadie lo duda. 
pero lo que la norma establece es a quien compete administrarlos. 
Los Gobiernos Departamentales para emitir títulos de Deuda 
Pública o concertar préstamos o empréstitos externos necesitan la 
anuencia del Poder Legislativo (viene de la Carta de 1934). Si pasa- 
dos 60 días ésta no se pronunciara se entenderá acordada dicha 
anuencia. 

Sabido es que en el siglo XIX, la corriente individualista preva- 
lente desde la Revolución Francesa y que insurge contra la estruc- 
tura corporativista de origen medioeval, impuso textos en donde la 
cuidad política era un hecho individual, soslayando al organismo 
intermediario que la disciplinaba, los partidos políticos. Es cono- 
cida en nuestra historia, la llamada “política de fusión” inaugurada 
después de la Guerra Grande que consideraba nocivos los partidos 
políticos permanentes. Un hombre tan inteligente como don 
Bernardo Berro pagó tributo al prestigio de esta ficción. Por vez 
primera en la Carta de 1967, los partidos tienen recepción constitu- 
cional. El art. 77 numeral 11, dispone que el Estado velará por ase- 
gurar a los partidos políticos, la más amplia libertad. Sin perjuicio 
de ello, los partidos deberán: a) ejercer efectivamente la democra- 
cia interna en la elección de sus autoridades; b) dar la máxima 
publicidad a sus Cartas Orgánicas y Programas de Principios, en 
forma tal que el ciudadano pueda conocerlos ampliamente. Es 
evidente la naturaleza programática de estas reglas elementales, sin 
asegurar su efectiva vigencia en un clamoroso ejemplo de nuestra 
ancestral adhesión a la virtualidad de las normas abstractas y al 
progreso manuscrito. Porque las Cartas Orgánicas y los Programas 
de Principios eran asaz conocidos, y constantemente transgredidos 
y los mecanismos de democracia interna, con igual puntualidad, 
desaplicados y desvirtuados. 

Por otro lado no se derogó la ortopedia legal y constitucional 
(leyes de 1934 y 1939 dictadas durante el régimen marzista y 
textos constitucionales a partir de 1952) que disimulaban su efec- 
tivo desmembramiento y anarquía. Se mantuvieron las normas 
protectoras de los lemas (aceptando una vez más que las etiquetas 
eran mas efectivas que la substancia) y siguieron obturadas las 
coaliciones partidarias, que en una sociedad con tres opciones 
políticas, se han tornado indispensables. 
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(1) Véase Julio T. Fabregat “Elecciones Uruguayas. Plebiscito y Elecciones 
de noviembre 27 de 1966”. Publicación de la Cámara de Senadores. 
Montevideo, 1968. En las de 1966, el Partido Nacional, en retroceso 
(perdió por 110.723 votos) llevó sin embargo 496.910 (40,4% del total, 
había sido el 46,6% en las elecciones de 1962 que ganó por estrecho 
margen). De ellos pueden atribuirse 325.081 a la vertiente herrerista y 
sólo 171.618 a la descabezada UBD. (La fórmula mayoritaria dentro del 
Partido Nacional, Etchegoyen-Ortiz, se integraba con el discutido Minis- 
tro de Hacienda de la ubedoxia). No obstante esa relativamente satisfactoria 
votación, sólo consiguió que apoyaran su. proyecto gris, 175.095 ciuda- 
danos, muchos menos incluso que los votos herreristas, El Partido Colo- 
rado triunfador, el 49,4%, 521.231 en 1962, el 44.4%. reunió 607.633 
votos, mientras apoyaron la reforma naranja 786.987, hecho doblemente 
demostrativo: hubo votantes blancos que en el plebiscito constitucional 
no siguieron las orientaciones prevalentes en su partido y en segundo 
lugar, un importante sector de la ciudadanía adoptó, en el tema consti- 
tucional, una actitud independiente. En la izquierda, votaron al Fidel 
69.750 ciudadanos (el Socialismo en sus dos alas 11.559, fue la elección 
del desastre socialista acaso por efecto de su misma división) y la reforma 
amarilla recibió 86.315, lo que demuestra, cosa de sobra conocida, que en 
ella sus adherentes muestran mas correspondencia en sus opciones polí- 
ticas con las sugerencias de sus cúpulas en aspectos no estrictamente 
partidistas del panorama nacional. Digamos para terminar esta caudalosa 
nota que el Partido Demócrata-Cristiano a quien vacilo en incluir dentro 
de la izquierda tradicional, recibió 37.219 votos (menos de los tradicio- 
nales votantes cívicos y acaso la división también aquí se reflejó negati- 
ad aunque los cívicos conservadores quedaron reducidos a 4.230 
votos). 


(2) Oscar H. Bruschera: “Las Décadas Infanıes”. Montevideo 1986, citado, 
Véase “La Constitución de 1967”, publicado por la Secretaría del Senado 
de la República en 1968 que incluye un repertorio sistemático -alfabético 
de la Carta, su texto comparado y anotado, un anexo y apéndice de los 
anteriores, algunos proyectos entonces presentados y una excelente 
«Noticia sintética de la evolución institucional de la República”, escrita 
por el Dr. Manuel M. de la Bandera. 


(3) En vigencia del texto presidencialista de 1942, el Dr. Aníbal Barbagelata 
desarrolló la tesis de que el mismo permitía, según la concepción política 
del Presidente de la República, el funcionamiento de un sistema colegiado 
y no unipersonal, en función del papel que se le asignara al Órgano 
Consejo de Ministros. (Véase, Aníbal Barbagelata: “El Consejo de Minis- 
tros y la Constitución Nacional”, Montevideo, 1950). 

El Consejo de Ministros (que extraordinariamente puede integrar el 
Presidente) subsiste para resolver cualquier asunto que planteen en su 
seno el Presidente o los Ministros en temas de sus respectivas carteras y 
tiene competencia exclusiva en la declaratoria de urgente consideración 
de los proyectos enviados por el Ejecutivo al Parlamento, en la ruptura de 
relaciones, en la declaratoria de guerra, en los proyectos de presupuesto 
quinquenal, en las rendiciones de cuentas anuales y en la eventual delega- 
ción de atribuciones. Puede revocar por mayoría absoluta las decisiones 
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originariamente acordadas por el Presidente con los Ministros o modificar 
las propias. La aludida tesis podría considerarse aplicable hoy, acaso 
jaqueada por el límite competencial de los Ministros en la iniciativa del 
planteo; sin embargo el mismo Barbagelata, llegó a la conclusión aparen- 
temente paradojal de que “en la actual Carta se han incrementado la 
competencia y, sobretodo la competencia de naturaleza originaria y 
exclusiva del Consejo de Ministros y de que ese órgano de estructura 
pluripersonal y de condición colegial -y no el Presidente de la República- 
de naturaleza unipersonales, en el nuevo régimen, el órgano preeminente 
en el “ejercicio” del Poder Ejecutivo” (Aníbal Barbagelata: “La compe- 
tencia del Consejo de Ministros en la Constitución uruguaya de 1967”, en 
“Estudios sobre Derecho Constitucional”), 

No me atrevería a cuestionar al ilustrado tratadista desaparecido, en su 
exégesis de los textos; pero debo señalar que la práctica institucional, 
indica un creciente protagonismo presidencial, Y la costumbre, como se 
sabe, es fuente del derecho. 


(4) Quizás en esta misma línea de ordenamiento burocrático o por necesi- 
dades funcionales de desconcentración administrativa, se inscribe la 
facultad otorgada a los ministros de delegar por resolución fundada y 
bajo su responsabilidad política, las atribuciones que estimen convenien- 
tes (art.181 inc.9o.) Igual potestad se le otorga al Presidente (art.168 
inc.24) y al Intendente en la órbita municipal, constituyen comisiones 
especiales para realizar cometidos específicos (art.278). 


(5) Aunque la norma proviene de la Carta de 1934, ésta desvirtuaba su filo- 
sofía al imponer la coparticipación a cuota fija (cinco o seis en nueve a la 
mayoría, tres a la minoría mayor), reflejo a su vez, de la coparticipación 
política de los dos sectores comprometidos con el régimen marzista, por 
lo que estimamos que su auténtico sentido recién se alcanza en 1942. En 
cuanto a la manera de efectivizar el mandato, en la reforma amarilla se 
proponía: “Se entenderá que existe apoyo parlamentario, cuando la 
Asamblea General, por mayoría absoluta del total de sus componentes, 
apruebe las designaciones efectuadas por el Presidente de la República, 
debiendo ser recabado además en todos los casos en que se produzcan 
cambios en los ministerios”. Una solución muy similar ha sido propuesta 
en los últimos tiempos. No creo que resuelva la dificultad, porque ella no 
es institucional sino política. Se supera fácilmente si el gobierno para su 
entera gestión y no para el nombramiento de los titulares de los órganos, 
cuenta con respaldo parlamentario, es decir es un gobierno de mayor ías: 
si es de minoría el contralor de las designaciones sólo posterga el conflicto. 


(6) Este disciplinamiento en materja haciend ística además de su propósito de 
racionalizar las finanzas y de amortiguar la incidencia de los grupos de 
presión con todas sus implicaciones politiqueras, puede incluirse dentro 
de la normativa destinada a planificar el desarrollo. En efecto, éste 
requiere unidad de conducción y cierta flexibilidad para adecuar las 
previsiones a la realidad. En el primer aspecto, un excesivo alcance de las 
legítimas facultades de contralor parlamentario, arriesga exhorbitarlo 
hacia extremos extraños, perniciosos y ajenos a su auténtica finalidad y 
además interferir con la órbita propia de la conducción económica, nece- 
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sariamente gubernamental. En el segundo, el presupuesto de gastos e 
inversiones quinquenal que debiera ser un esbozo del programa econó- 
mico del gobierno, contiene, como todo programa, un lote considerable 
de previsiones que se cumplirán o no, no sólo por efecto de las medidas 
internas sino de la coyuntura internacional y por tanto, las anuales rendi- 
ciones de cuentas, más allá de lo que su nombre indica, son las oportuni- 
dades para efectuar los necesarios ajustes, 


(7) Como se sabe la Carta de 1918 introdujo la posibilidad de establecer 
impuestos por los gobiernos locales en el siguiente texto: “Art.133. La 
ley reconocerá a las Asambleas Representativas la facultad de crear 
impuestos, con la sola limitación de no poder gravar el tránsito, ni crear 
impuestos interdepartamentales a los artículos de producción nacional”. 
Este texto desaparece en la Carta de 1934. En la de 1952 entre las facul- 
tades de las Juntas Departamentales se incluye la de crear o fijar a pro- 
puesta del Consejo Departamental, impuestos, tasas, tarifas y precios y 
además se sistematizan “las fuentes de recursos de los Gobiernos Depar- 
tamentales, decretados y administrados por éstos”, Con algunas variantes 
ambas soluciones se mantuvieron en la Carta vigente, 


IX  LOSENSAYOS AUTORITARIOS 


No esperará usted, amigo lector, que yo pierda mi tiempo y k 
haga ber el suyo, aplicándome a analizar estos mamarrachos (1;. 

Se ha dicho que el primero fue el intento de Pacheco de 
implantar la reelección presidencial, Es un error. Aquello fue una 
pequeña maniobra politiquera, Un misil digamos, que no llegó a 
tener alcance medio. La sociedad uruguaya, entraña lemente con- 
servadora, después de divertirse con las trapacerías, repletas de 
humor, de la primera etapa del MLN, llegó a espantarse cuando 
vislumbró que el asunto iba en serio, que la comedia comenzaba a 
tornarse drama, que los guerrilleros hasta podían alterar su placen- 
tero statu quo. 

Pacheco que lo advirtió o se lo advirtieron, asumió el papel de 
defensor de los occidentales y cristianos valores, en los que no creía 
y de empeñoso combatiente contra la pérfida conspiración interna- 
cional de moscovita signo. Así un obscuro y mediocre político de 
tercera categoría (tercera si no hay cuarta), se transformó en líder. 

Poco después fue necesario afrontar el veredicto popular y 
entonces, además de amañar los resultados (fueron las elecciones 
más sucias del siglo), era indicado utilizar el inesperado carisma de 
un play-boy disfrazado de conductor; pero él no podía ser candi- 
dato. Más si se planteaba una reforma constitucional sabida de 
antemano inviable, podía desempeñar el farsesco papel y convocar 
a sus huestes para encumbrar otro personajillo que le custodiara el 
solio presidencial, hasta que estuviera en condiciones de retornar a 
el. 

Fueron algunas cabezas mäs claras las que fabricaron este 
paquete que no resultö por la irrupciön militar y sobre todo, 
porque la sociedad llegó a entender, merced a la dolorosa experien- 
cia, que “las libertades burguesas” alguna importancia tenían, y 
que las teorías manejadas y las políticas aplicadas, además de repre- 
sión y horrores, le traían miseria y dificultades económicas. Por 
todo eso, el ciclo de este hijo putativo y precursor del proceso, se 
clausuró en las internas de 1982, cuando la mentalidad y los intere- 
ses que él había fielmente representado, buscaron Otros cauces para 
asegurarse de que ninguna mudanza de fondo ocurriera. 

Este proceso reformista no fue, pues, un ensayo autoritario; ni 
siquiera eso llegó a ser. 


u 


Ensayos autoritarios fueron los que perpetró el llamado 
“Proceso Cívico-Militar”. Primero el que fue articulado sobre la 
marcha, por la necesidad que todo régimen tiene de adoptar una 
normación reguladora de su funcionamiento. No en procura de 
legitimación, que aún cuando la precise, generalmente no la 
advierte, sino por exigencias prácticas. Ese material tiene hoy un 
interés puramente histórico y no vamos a detenernos en él (2). 
Luego, al imperativo de legitimarse que en algún momento aflora, 
se agregó el propósito de perpetuarse, o sea el de instrumentar un 
orden teóricamente basado en la soberanía popular y efectiva:nente 
en la hegemonía castrense que adoptará un ropaje formal o jurídico 
para mantener lo esencial del gobierno de facto instalado en el país 
desde 1973, antidemocrático y que había transferido la soberanía 
del pueblo a la militar. Este es el tema al que algunas líneas vamos 
dedicar, sobre todo analizando el proyecto plebiscitado en noviem- 
bre de 1980 (y rotundamente rechazado por la ciudadanía), enfati- 
zando en las enmiendas que pretendió introducir en la Carta de 
1967. 

El Poder Ejecutivo, en acuerdo con el Consejo de Seguridad 
Nacional, formuló las “pautas” del proyecto en base a las cuales el 
Consejo de Estado preparó el texto aprobado por el Consejo de la 
Nación (integrado por el Consejo de Estado, órgano pseudo-legisla- 
tivo nominal y designado “a dedo”, y la Junta de Oficiales Genera- 
les, militares de grado superior) y el Poder Ejecutivo “corporizados 
en Asamblea Constituyente” (27 al 31 de octubre de 1980). 

lo.) Obsedidos por la totalitaria “Doctrina de la Seguridad 
Nacional” y por sus fantasmales enemigos que, como corresponde a 
un ejército de ocupación, eran los resistentes, la población entera, 
un cúmulo de cortapisas introdujeron en la parte dogmática, asen- 
tada en este punto en la tradición nacional y en los controles de 
legalidad: g 

a) Eliminaba la prohibiciön constitucional de los allanamientos 
nocturnos. 

b) Llevaba de 48 horas a 72 el plazo del magistrado para iniciar 
el sumario en las causas criminales. Se consideraba el mínimo 
indispensable para el “ablandamiento” previo. 

c) La huelga seguía reconocida como derecho; pero sería regla- 
mentada por ley que requeriría la iniciativa privativa del Poder Eje- 
cutivo y la aprobación por 3/5 del total de componentes de cada 
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Cámara y en ella se establecerían las fórmulas de mediación, conci- 
liación y arbitraje, previas a su ejercicio. En el caso de los servicios 
públicos o de interés público, también debía preveer los medios » 
procedimientos que podría emplear la autoridad pública para 
asegurar la continuidad de los servicios. Se negaba este derecho a 
los funcionarios públicos. 

d) Pasaba del principio general de la inamovibilidad de los 
funcionarios, al de la movilidad, suprimía la taxativa enumeración 
de las causales destituyentes (ineptitud, omisión o delito) y 
suprimía la garantía de la venia senaturial. 

e) Restringía el control de legalidad del Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo, prácticamente excluyendo de su competencia: 
1) Los actos políticos de gobierno; 2) Los actos discrecionales; 
3) Los fundados en razones de seguridad nacional; 4) Los de interés 
público, así declarados por ley aprobada por los 2/3 de votos del 
total de componentes de cada Cámara. 

f) Las garantías de la seguridad individual en el régimen vigente 
sólo pueden suspenderse en dos hipótesis: a) en el caso extraordi- 
nario de traición o conspiración contra la patria, previa anuencia 
parlamentaria y sólo para la aprehensión de los delincuentes 
(art. 31); b) en los casos graves e imprevistos de ataque exterior o 
conmoción interior, adoptando medidas prontas de seguridad, con 
el contralor del Parlamento que es quien en definitiva resuelve, y en 
cuanto a las personas sólo autorizan a arrestarlas o trasladarlas, 
conservando éstas la opción de abandonar el territorio nacional. 
Este sistema era modificado hasta el escándalo: 

1. La seguridad individual podía suspenderse o restringirse, con- 
forme a disposiciones de una ley, dictada a iniciativa del Poder 
Ejecutivo, de acuerdo con el Consejo de Seguridad y aprobada por 
los 3/5 de los votos del total de componentes de cada Cámara. 

2. La finalidad de estas restricciones sería restablecer la paz, la 
seguridad y el orden. 

3. También se preveía la adopción de medidas de pronta segu- 
ridad, de acuerdo a un texto muy similar al vigente, pero se esta- 
blecía que la Asamblea debía expedirse sobre la procedencia de la 
medida en un plazo de cinco días y sólo podía rechazarlas por 
mayorías especiales. Si la Asamblea las aprobaba o no se pronun- 
ciaba, quedaban implantadas por 30 días, salvo que el Poder Ejecu- 
tivo, no el Legislativo, las dejare sin efecto. O sea el Parlamento 
dejaba de ser el dueño de las medidas. Por fin agregó: “La conmo- 
ción interior determinante de las medidas prontas de seguridad 
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podrä provenir de hechos de cualquier indole que, por la genera- 
lidad de sus efectos, alteren la normalidad de las relaciones de 
convivencia entre los habitantes”, o sea de cualquier cosa según la 
interpretación de la cúpula gobernante. Y todavía agregaba “El 
alcance de tales medidas en cuanto a los derechos individuales 
estará limitado al logro del restablecimiento de la normalidad en el 
marco de la aplicación de normas legales”. 

4. La figura nueva era el “estado de subversión” al que definía 
con intencionada ambigüedad: “situación creada con o sin apoyo 
exterior y determinada por hechos o actitudes que afecten la insti- 
tucionalidad, la vida, A libertad y la dad nacional”. Se 
implantaría por resolución del Poder Ejecutivo, de acuerdo con el 
Consejo de Seguridad, dándose cuenta a la Asamblea General, la 
que sólo podía levantarlo después de transcurridos sesenta días por 
el voto conforme de 2/3 de sus componentes. En cuanto a sus 
efectos, comprendían todas las medidas urgentes en cuanto a las 
personas y a sus bienes, tendientes a la neutralización del referido 
estado. 

En este caso, el mando militar ejercería el control de las áreas 
afectadas por la emergencia. Al Parlamento se le debía enterar, 
pero no decidía. Se daba así forma institucional a la ocupación 
militar de todo el país o de parte de él, sin establecer ni garantías, 
ni límites respecto de los derechos ciudadanos. 

2. En materia de sufragio, lo más importante fue el abandono de 
la representación proporcional y el retorno a la fórmula decimo- 
nónica de mayoría y minoría aplicándose sólo a la segunda aquel 
principio que tanta sangre costó implantar en el país. 

3. El proyecto incluía algunas pautas sobre exigencias de 
respaldo popular para constituir un partido y sobre su extinción, 
cuando no obtuviera representación parlamentaria y además esta- 
bleció que cada partido conformaba un lema único y sólo podía 
presentar un candidato titular a los distintos cargos en disputa, o 
sea, eliminaba el doble voto simultáneo y cualquier tipo deacumu- 
laciones. Era la única enmienda sensata y fue justamente una de las 
que suscitó mayor encono en la clase política tradicional, 

4. El Poder Ejecutivo sería ejercido por el Presidente de la 
República (3). Se suprimía el giro constitucional que lo obligaba a 
actuar con el Ministro o Ministros respectivos o con el Consejo de 
Ministros. Se pagaba con ello tributo puerilmente al afán centrali- 
zador que campeaba en todo el proyecto. Y lógico corolario, desa- 
parecía el órgano Consejo de Ministros (sus competencias especí- 
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ficas se trasladaban al titular) y se reducía la proyección política 
del cargo ministerial. Desaparecía o se reestructuraba en otra forma 
la exigencia de que contaran con apoyo »arlamentario y se los 
definía como colaboradores directos e inmediatos del Presidente, 
bajo la dirección de éste. 

5. Las facultades presidenciales estaban sin embargo, acotadas 
en un doble sentido: 

a) Por las Fuerzas Armadas. Así aunque el Presidente ejercería el 
mando superior de éstas, la responsabilidad en materia de seguridad 
y defensa nacionales la compartiría con la Junta de Comandantes 
en Jefes. Las Fuerzas Armadas tendrían competencia directa en la 
ejecución de las medidas tendientes a la preservación de la segu- 
ridad nacional e intervención o representación preceptiva en orga- 
nismos o actividades que tuvieran relación con aspectos concer- 
nientes a la seguridad y soberanía nacionales. Se definía este campo 
así: “La seguridad nacional es el estado según el cual el patrimonio 
nacional en todas sus formas y el proceso de desarrollo hacia los 
objetivos nacionales, se encuentra a cubierto de interferencias o 
agresiones internas o externas” (4). 

b) Por el Consejo de Seguridad Nacional (COSENA). Este 
órgano al que se le atribuía rango constitucional se integraba con 
los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y con el Presi- 
dente, miembros permanentes, además de los que determinan la ley 
que requeriría iniciativa del Poder Ejecutivo y aprobación legis- 
lativa por 2/3 del total de sus componentes y miembros eventuales 
(con injerencia limitada) a determinar en la misma ley. Este Consejo 
actuaba perceptivamente en materia de seguridad nacional, aseso- 
raba al Poder Ejecutivo en política exterior, en la ruptura de rela- 
ciones diplomáticas, en la redacción de la ley de suspensión o 
restricción de la seguridad individual, en la declaración de guerra, 
en la implantación de las medidas de pronta seguridad y del estado 
de subversión. Sería convocado por el Presidente o a solicitud de 
dos de sus miembros permanentes (las Fuerzas Armadas tenían por 
lo menos tres). 

En definitiva las prerrogativas presidenciales eran acotadas por 
un lado, por la atribución de competencias especiales a las Fuerzas 
Armadas, como si fueran una institución independiente en el orga- 
nigrama estatal y por el Consejo de Seguridad donde también eran 
dominantes. Dos vías distintas para alcanzar el mismo fin (5). 

6. El Poder Legislativo (6) seguiría siendo bicameral integrán- 
dose por el sistema de mayoría y minoría (7). Tendría sus Beul. 
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tades politicas y de contralor severamente restringidas: 

a) El pedido de datos e informes que era un derecho acordado a 
toco legislador, requería ahora la resolución fundada de 1/3 de los 
componentes del cuerpo; 

b) El llamado a Sala de los Ministros para pedirles y recibir 
informes que podían disponer 1/3 de lo: e does requería 
ahora mayoría absoluta de votos del total de componentes de cada 
Cámara. i 

c) La censura en el juzgamiento de la gestión de los Ministros 
que se pronunciaba por mayoría absoluta del total de componentes 
de la Asamblea General (el órgano competente es la reunión de 
ambas Cámaras en Asamblea General), exigía ahora una mayoría de 
2/3. 

d) Cuando se produjeran reiteradas censuras de actos de admi- 
nistración o de gobierno de los Ministros, así como igualmente, 
cuando ocurrieran frecuentes rechazos de iniciativas del Poder 
Ejecutivo o se desecharen en más de una oportunidad, objeciones 
u observaciones efectuadas a proyectos de ley aprobados por la 
Asamblea, lo cual en cualquiera de las hipótesis mencionadas, de 
notarse que aquel ha perdido el apoyo parlamentario, se podrá 
recurrir a la consulta al cuerpo electoral. La falta de apoyo parla- 
mentario se establecerá por declaración del Tribunal de Control 
Político, a petición fundada del Poder Ejecutivo o por la declara- 
ción formal de retiro de apoyo parlamentario, pronunciado por la 
mayoría absoluta de los integrantes de la Asamblea General. De 
forma que en el problema de las relaciones entre los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo, se daban las incongruencias siguientes: 

1. El desencuentro podía no resultar de un pronunciamiento 
concreto del Poder Legislativo, sino tácitamente por reiteradas 
censuras o por el rechazo con frecuencia (¿qué significaba “con 
frecuencia”? ¿La nota de frecuencia se daba con dos casos o reque- 
rían más de dos? y ¿en tal caso, cuántos?) de iniciativas del Ejecu- 
tivo o por desechar en más de una oportunidad (aquí la norma 
tiene precisión) objeciones u observaciones efectuadas a proyectos 
de ley aprobados por la Asamblea (Levantamiento de vetos). 

2. La interpretación del alcance de esos pronunciamientos 
tácitos se transfería a un órgano espurio, no representativo (tendre- 
mos que volver sobre él) y ajeno a ambos poderes. 

3. En este delicado problema dos son las soluciones posibles: o 
se opta por darle al Parlamento la máxima representatividad de la 
opinión ciudadana (y en tal caso, el procedimiento irreprochable es 
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implantar sin trampas la representación proporcional), o por faci- 
litar la gobernabilidad dotando al Ejecutivo de un respaldo parla- 
mentario ficticio para que pueda actuar como mayoría no siéndolo. 
Este fué el camino elegido. Para eso el sistema rígido de mayoria y 
minoría, la libre elegibilidad presidencial de sus subordinados cola- 
boradores; el contralor de la disciplina de los legisladores de la 
propia mayoría; pero a pesar de las precauciones, no era descarta- 
ble la rebeldía de estos últimos y su negativa a transformarse en 
mecánicos votadores sin raciocinio propio, y con ello las mayorías 
ficticias también se derrumbaban. 

El procedimiento que se proyectó, desnaturaliza el propio 
sistema por la interferencia de un órgano extraño, que así vino a 
resultar una forma oblicua de presión sobre la conciencia de los 
parlamentarios. Lo que los proyectistas omitieron, sin duda por su 
ignorancia de los fundamentos doctrinarios de la democracia, fue 
que la ficticia atribución de los derechos de la mayoría a una 
minoría, no resolvía la dificultad sino que la trasladaba, de los 
Organos parlamentarios a la opinión pública, transformando el 
conflicto, normal en una relación coherente dentro del sistema 
institucional, en una crisis profunda de éste y todo por el afán de 
desmesurar las potestades del Ejecutivo frente a un Parlamento 
poco o nada representativo, sobre la base de que el primero 
quedara entrampado en las redes del contralor militar. Por eso, éste 
más que un error de la solución elegida, era una consecuencia de la 
mala filosofía política que se pretendía implantar. 

4. Si finalmente se resolvía la controversia, en las urnas, ¿cuál 
era el punto consultado? La Carta vigente ordena llamar a nuevas 
elecciones legislativas. No era ésta la solución del proyecto, El 
Tribunal Político convocaría a la consulta del Cuerpo Electoral 
precisando “los términos de la cuestión que se someterá a consulta, 
estándose a la posición mayoritaria.” Si en la pulseada ganaba el 
Presidente “se sustituirán los legisladores disidentes de su partido, 
por los suplentes que determine el Presidente”. O sea, habría legis- 
ladores designados a dedo por la voluntad presidencial (clara 
remembranza de los métodos usados para seleccionar los Conse- 
jeros de Estado del proceso). Si perdía el Presidente, caía; pero lo 
sustituía el Vice-Presidente, lo que era absurdo porque éste tenía 
que correr la suerte del Presidente al que iba acollarado. Algunos 
distraidos que nunca faltan, han querido ver en la renuncia 
impuesta del Presidente desautorizado un regreso a fórmulas 
aproximadas al parlamentarismo (similares a las establecidas en las 
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Cartas de 1934 y 1942). Es un claro ejemplo de cómo un detalle 
puede obscurecer la visión del bosque. Era una Constitución tan 
cerradamente presidencialista que hasta cuando el primer magis- 
trado era desautorizado por la voluntad del pueblo depositario de 
la soberanía, se iba pero dejaba en su sitio a quien naturalmente 
iba a reproducir las directivas reprobadas. 

70. En el Poder Judicial las novedades eran las siguientes: 

a) A pesar de organizarse la carrera en la magistratura, “la ley 
podrá establecer los procedimientos adecuados para permitir, en 
casos excepcionales, al ingreso de ciudadanos destacados en cual- 
quier grado de aquella”. 

b) La facultad de la Alta Corte de nombrar a los jueces y a todo 
el personal técnico y administrativo de la Administración de Justi- 
cia, estaba limitado por el derecho de veto otorgado al Poder 
Ejecutivo. Igual solución respecto del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo para designar los jueces y el personal de la llamada 
Justicia Administrativa. 

c) El tema de la jurisdicción militar se resolvía así: “Compren- 
derá a los delitos militares, a los de lesa nación, los utilizados como 
medios de acción o conexos o vinculados de cualquier manera a la 
subversión y al caso de estado de guerra. Estos delitos serán compe- 
tencia de la jurisdicción penal militar aún cuando su autor sea civil, 
Los delitos comunes cometidos por militares en tiempo de paz 
estarán sujetos a lo que determine la ley”. 

Este texto por sí solo hacía inaceptable todo el proyecto: 


1. No sólo mantenía, ampliaba la competencia de la llamada 
justicia militar que no es independiente, ni es técnica y en defini- 
tiva no es justicia, dándole rango constitucional a los estropicios 
jurídicos de la “Ley de Seguridad del Estado”. | . 

2. No sólo sería competente en el juzgamiento de los delitos 
militares, sino también de los de lesa nación, los utilizados como 
medios de acción y conexos O vinculados de cualquier manera con 
la subversión y al caso de estado de guerra, aumentando así las 
aberraciones jurídicas del aludido texto. 

3. Comprendía a los civiles en el juzgamiento por los pseudos 
tribunales castrenses, contrariando la tradición nacional, reiterada 
en repetida jurisprudencia de la Suprema Corte. f 

4. Autorizaba a la ley a incluir en esta jurisdicción, los delitos 
comunes cometidos por militares en tiempo de paz, excelente pro- 
cedimiento para asegurarles la impunidad. 
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5. Con todo ello se contrariaba el principio constitucional de la 
igualdad de todos los ciudadanos, consagrando un estatuto privile- 
giado para una casta, eximida del contralor de la única justicia exis- 
tente en el país, cualquiera fueran las monstruosidades que come- 
tieran. 

80. Uno de los grandes hallazgos del proyecto era el “Tribunal de 
Control Político”. Tendría 9 miembros, durarían 9 años en sus 
funciones renovables por terceras partes cada trienio (o sea, su 
mandato excedía el de los órganos de origen popular). Los elegía el 
Presidente previa venia legislativa acordada por 2/3 de votos, 
debiendo optarse para el otorgamiento de la venia de una terna que 
al efecto y para cada cargo estructuraría el mismo Tribunal 
(sistema de cooptación). Todavía en las Disposiciones Transitorias 
se disponía que el primer Tribunal de Control Político lo nombra- 
ría el Consejo de la Nación antes de disolverse. 

Sus competencias eran: 

a) Se le atribuía a este original organismo no representativo, la 
facultad de conocer y decidir en los casos de juicio político y en los 
de suspensión de funciones de los legisladores; a éstos por decisión 
del mismo órgano se les retiraba la inmunidad para quedar some- 
tidos al Juez o Tribunal competente cuando se le imputare un 
delito y en los casos de violación de la Constitución u otros delitos 
graves, actuando a requerimiento de autoridades que se determinan 
-entre ellas el Consejo de Seguridad-, tenía la facultad de acusar 
ante el cuerpo a miembros del Poder Ejecutivo (Presidente y Minis- 
tros), del Judicial, del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
del Tribunal de Cuentas, de la Corte Electoral, a los parlamentarios, 
Intendentes y miembros de las Juntas Departamentales, a efectos 
de separarlos de sus cargos, qudando sujetos a juicio conforme a la 
ley. 

b) También podía en las condiciones a establecer por ley que 
requería iniciativa del Ejecutivo y aprobación por 2/3 en el Parla- 
mento sancionar a las autoridades nacionales, departamentales o 
partidarias por la comisión de actos que afecten gravemente el ejer- 
cicio de la función o la dignidad de su desempeño y siempre que 
con ello se incurriere en responsabilidad política, pudiendo llegar 
incluso hasta la separación del cargo desempeñado por el sancio- 
nado. Adviértase también que se proponía controlar el funciona- 
miento interno de los partidos. 

c) Procedería y resolvería como órgano jurisdiccional, ciñéndose 
al régimen del debido proceso y fundando su decisión en la prueba 
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de autos valorada segün su libre convicciön. 

d) Intervendria como ya lo hemos expresado en la consulta 
popular al producirse desencuentros entre A poderes Ejecutivo y 
Legislativo. 

e) Fallaría como tribunal de alzada en los recursos interpuestos 
contra decisiones de la Corte Electoral cuando ésta hubiera 
dispuesto la disolución o rechazo de partidos políticos o cuando 
hubiere dispuesto la anulación total o parcial de elecciones. 

f) Cuando se produjeran divergencias entre el Poder Ejecutivo y 
el Poder Legislativo respecto del presupuesto del segundo, la corres- 
pondía resolver el diferendo. 

Como en el caso de la jurisdicción militar, las monstruosidades a 
carradas que se incluyen en la Sección X del proyecto, justificarfan 
por sí sola, el rechazo de todo él. 

90. En la sección XII referente a la justicia electoral, las modifi- 
caciones proyectadas incluyen: 

a) La Corte Electoral, de nombramiento en el texto vigente por 
la Asamblea General, era designada ahora, tres de ellos por el Presi- 
dente de la República, con venia de la Asamblea por 2/3 y los dos 
restantes por la Asamblea General uno por el partido mayoritario y 
el segundo por la minoría mayor. 

b) Entre sus facultades se incluía la de “controlar la organiza- 
ción y funcionamiento de los partidos políticos, vigilando el 
cumplimiento de las normas oes legales y estatuta- 
rias” y también la de rechazar la constitución de partidos políticos 
o disponer la disolución de los existentes, con derecho de apelación 
ante el Tribunal de Control Político. 

c) Las decisiones de la Corte Electoral deberán contar, para ser 
válidas, con el voto afirmativo de dos de los tres miembros desig- 
nados por el Presidente de la República. 

100. El Tribunal de Cuentas se integraría con cinco miembros, 
designados por la Asamblea General por 2/3 de votos, seleccio- 
nando dentro de una terna que para cada cargo proponga el Presi- 
dente de la República. Así el órgano de conteo se iba a integrar 
con predominio del que prioritariamente debía ser controlado. 

No sólo por esta vía se derrumbaba el objetivo básico que persi- 
¿16 el nacimiento de este organismo. En la Constitución se le otor- 
vaba competencia para intervenir preventivamente en los gastos y 
os pagos, “al solo efecto de ri su legalidad” y si sus obser- 
vaciones no fueran atendidas por el Sera, debia darse noticia 
circunstanciada a la Asamblea General. Este contralor preceptivo 
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de legalidad se sustituía por los procedimientos a establecer en una 
ley que requerirá iniciativa privativa del Poder Ejecutivo y aproba- 
ción por 3/5 de total de componentes de cada Cámara. O sea el 
contralor preventivo de legalidad en gastos y pagos, se efectuaría en 
la medida que al Poder Ejecutivo se le antojara. 

11o. En materia de Hacienda Pública se suprimía, nadie explicó 
por qué, la norma constitucional que establecía preceptivamente la 
estructura que debía tener el proyecto de Presupuesto Nacional, 

Además, respecto de los presupuestos de los actuales organismos 
del art. 220, en caso de desacuerdo entre los proyectados por los 
organismos y por el Poder Ejecutivo, sólo podría optarse por los 
primeros por mayoría de 2/3 de votos. 

120. En lo que respecta a las empresas públicas y los servicios 
descentralizados, muy importantes eran las variantes: 

a) En cuanto al nombramiento de los Directorios eran desig- 
nados por el Presidente, y podría removerlos sin expresión de causa 
(desaparece la exigencia de la venia). 

b) Se mantiene la facultad del Ejecutivo de contralor no sólo de 
la legalidad sino de la gestión (que ya estaba en la Carta de 1967 
ver Cap.IH), pero a consecuencia de la facultad destituyente irres- 
tricta otorgada al Presidente, se suprime en caso conflictivo el 
contralor del Senado. 

c) La Constitución de 1967 admitía capitales privados en la 
constitución y ampliación del patrimonio de estas empresas con un 
límite: ni el capital privado, ni su representación en los Directorios 
podían superar los del Estado, o sea éste conservaba la dirección de 
la empresa. Consecuentes con el ánimo privatizador predominante 
durante el proceso, esta exigencia desaparecía. 

130. En la Constitución de 1967, el principio de la autonomía 
era rotundamente consagrado en materia de educación pública y 
„respecto de la Universidad de la República su Consejo Directivo era 
designado por los Órganos que la integran y los Consejos de las 
Facultades eran electos por docentes, estudiante y egresados. De 
varias maneras el proyecto acogía la solución opuesta: 

a) Mantendrían su autonomía técnica, pero podían perder la de 
administrar, dirigir y planificar. En efecto: “El Poder Ejecutivo 
dirigirá la política nacional en materia de educación y coordinará la 
gestión de los organismos docentes”. Además “El sistema de educa- 
ción pública será organizado por leyes” que requerirán iniciativa 
privativa del Poder Ejecutivo y aprobación por 3/5, “las que esta- 
blecerán el grado de descentralización que tendrán los distintos 
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organismos docentes”. Dada la composiciön artificiosa del Parla- 
mento era imposible sancionar esta ley sin el apoyo de los legisla- 
dores adictos al gobierno. 

b) Las autoridades, incluso las de la enseñanza superior, serían 
designadas por el Poder Ejecutivo previa venia de la Asamblea 
también por 3/5 de votos. 


140. La autonomía territorial (Gobiernos Departamental) estaba 
también de hecho cuestionada: 

a) La administración de los Departamentos sería ejercida por un 
Intendente y la Junta Departamental “con la más amplia auto- 
nomía técnica compatible con la unidad administrativa y guberna- 
tiva de la Nación”. La Ley Orgánica a dictar “determinará la 
materia municipal y establecerá los procedimientos de coordinación 
y de control que aseguren una clhalficación centralizada y una 
ejecución descentralizada”. 

b) En materia de recursos, se suprime el artículo constitucional 
que establecía las fuentes de recursos municipales y se sustituía por 
una norma que mandaba determinarlos en la Ley Orgánica Muni- 
cipal, la cual podía otorgar a las Administraciones Departamentales 
“la facultad de fijar los precios por utilización o aprovechamiento 
de los bienes o servicios departamentales y homologar las tarifas de 
los servicios públicos a cargo de concesionarios y permisarios””. ¿Y 
los impuestos? Parece que eran excluídos, porque sólo se mencio- 
nan precios y tarifas. 

c) No obstante su evidente naturaleza constitucional, se supri- 
mía toda la parte relativa a la formulación y aprobación de los pre- 
supuestos departamentales, remitiendo el tema a la futura Ley 
Orgánica. 


150. Cuatro son los procedimientos de reforma de la Carta 
vigente: 

1. Por iniciativa popular (10% de los inscriptos y ratificación 
plebiscitaria por mayoría absoluta que represente como mínimo el 
35% de los inscriptos; 

2. Por proyectos de reforma que reunan 2/5 del total de 
componentes de la Asamblea General y plebiscito ulterior aproba- 
torio con los porcentajes anteriores; 

3. Por proyectos presentados por el Poder Ejecutivo o por Dipu- 
tados o Senadores aprobados por mayoría absoluta de la Asamblea 
General, ulterior convocatoria de una Convención Nacional Consti- 
tuyente que resolverá sobre las iniciativas aprobadas u otras y rati- 
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ficación plebiscitaria por mayoría simple, no inferior al 35% de los 
inscriptos; 

4. Por leyes constitucionales aprobadas por 2/3 de votos en cada 
Cámara, que no pueden ser vetadas y la conformidad en el plebiscito 
posterior de la mayoría absoluta. Todos ellos requerían ratificación 
plebiscitaria; la iniciativa la tenía o un porcentaje de la ciudadanía 
o los legisladores (incluso una minoría de éstos) o el Poder Ejecu- 
tivo. 

En el proyecto autoritario se eliminaban los procedimientos 2 y 
3. La iniciativa popular exigía el 15% en lugar del 10% de los 
inscriptos; las leyes constitucionales requerían iniciativa del Poder 
Ejecutivo, aprobación por 3/4 del a de componentes de cada 
Cámara y podían no plebiscitarse, salvo que lo reclamara el 15%de 
los inscriptos, en solicitud presentada a la Corte Electoral en el 
plazo de 90 días. 

No podían ser objeto de reforma por leyes constitucionales las 
disposiciones de las Secciones 1 (De la Nación y su soberanía), 
II (Derechos, Obligaciones y Garantías) y IV (De la forma de 
Gobierno). 

En la sección II estaban incluídos los estropicios que ya hemos 
enumerados en materia de derechos individuales; la IV si bien se 
titulaba “De la forma de gobierno y sus diferentes poderes”, 
estructuraba éstos a partir de la Sección V, de donde podia enten- 
derse que la inhabilitación reformista se limitaba a variar la “forma 
de gobierno democrática republicana”. Claro, la preocupación era 
inútil, la forma democrática no estaba consagrada en el proyecto; al 
contrario prolijamente adulterada. 

Véase: se excluía a los legisladores de cualquier iniciativa refor- 
mista. Esta debía tener origen en el Poder Ejecutivo y en este caso, 
también era posible su aprobación sin ulterior ratificación plebisci- 
taria, ya que para exigir ese requisito se establecían exigencias de 
imposible cumplimiento en los plazos establecidos. En detinitiva, la 
Constitución podía ser reformada si el Presidente de la República 
lo quería si no lo quería sólo quedaba expedita la iniciativa popular 
para la que se aumentaban las exigencias. Los proyectistas no apos- 
taban a la longevidad del texto apelando a sus presuntas bondades 
sino a su rigidez y confiaban en que el Presidente los ayudara a 
perpetuarlo. 

160. Dos trampas tenian las Disposiciones Transitorias: 

1. El primer Tribunal de Control Político lo nombraba el proceso 
por intermedio de su órgano Consejo de la Nación. Las autoridades 
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electas por la voluntad ciudadana iban a estar controladas por 
personeros de los militares. 

2. Para las elecciones nacionales de 1981 y por corresponder a la 
iniciación de un período de transición las Fuerzas Armadas bus- 
carán “el concierto de un acuerdo patriótico con los partidos polí- 
ticos”, sobre la base de candidatos únicos de unidad nacional para 
los cargos de Presidente y Vicepresidente de la República, que 

ermitan la prosecusión de la obra de recuperación nacional (sic); si 
er el acuerdo lo eligiría el Consejo de la Nación o sea los 
militares. Así una de dos, o los partidos políticos con el antifaz de 
un acuerdo patriótico elegían a quien los militares designaran o 
directamente lo nombraban ellos. Era demasiado burda la trampa 
para que alguien se la tragara, y entonces se vieron obligados en 
1984 a recurrir a procedimientos igualmente sucios, pero formal- 
mente más ortodoxos. 


Se ha dicho, con razón, que el grado de desarrollo del sistema 
democrático, se mide por el papel asignado al Parlamento. A la vez, 
admitido su altísimo rango en el conjunto de la institucionalidad, se 
"torna imprescindible el establecimiento de un sutil y muy complejo 
entramado de normas que aseguren la independencia de juicio de 
los legisladores, los preservan contra injerencias y presiones guber- 
namentales y les permitan desempeñar eficazmente sus cometidos 
de legislar, de controlar, de vigilar el respeto a los derechos ciudada- 
nos, de elegir. 

Hacer leyes es la función típica del Parlamento, La complejidad 
de la vida moderna, la tecnificación de la actividad administrativa 
normal y de la tarea de acumular datos informativos imprescindi- 
bles para programarla y realizarla con eficiencia ha introducido en 
el esquema des varibles importantes: por un lado, las facultades 
colegislativas del Poder Ejecutivo (derechos de iniciativa y de veto) 
y por otro, ciertas limitaciones en el radio competencial del propio 
Parlamento sobretodo en materia de incremento de las obligaciones 
pecuniarias del Estado suceptibles de desbaratar el ordenamiento 
que toda planificación económica presupone. Ya hemos analizado 
este punto al estudiar la Carta vigente (Capítulo HI) y ninguna 
objeción tenemos al hecho de que el proyecto autoritario las haya 
mantenido in totum; lo que objetamos es el triple hecho de que 
haya aniquilado los mecanismos que salvaguardaban la indepen- 
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dencia del örgano legislativo y la de cada uno de sus integrantes; 
que haya disminuido su tarea fiscalizadora hasta pulverizarla; que 
haya transferido sus potestades en la nominaciön de los titulares de 
otros órganos, rebajando así su incidencia en el funcionamiento y 
en el contralo. de la vida nacional. 

lo. Los principios de la irresponsabilidad por los votos u opi- 
niones de los legisladores y de la inmunidad que los protege no son 
gratuitos; son garantías indispensables para el desempeño de sus 
funciones. Por eso tanto el levantamiento de la inmunidad, como el 
sancionamiento por desórdenes de conducta sólo pueden produ- 
cirse mediante resolución del propio cuerpo que integran. Cuando 
el proyecto transfiere ese contralor a un órgano no representativo, 
ajeno al cuerpo y con decisiva dependencia militar, como el 
TER Tribunal de Control Politico, desguarnece a los legisladores 
de toda protecciön efectiva y los hacen dies. Y cuando al 
mismo órgano se le otorga competencia para resolver las desave- 
nencias que se produjeran en el trámite del presupuesto del Poder 
Legislativo, arrebata a éste, no ya a cada lenta, esa misma 
necesaria independencia. 

20. En la misma medida en que la función legislativa, aparece 
condicionada por compartirla con el Ejecutivo, corresponde 
acentuar las de contralor sobre la gestión de éste. El proyecto no las 
acentuaba, las disminuia, haciéndolas casi inocuas. Y no sólo en 
punto al contralor, sino incluso en el de obtener los datos e infor- 
mes indispensables para el cumplimiento eficiente de su específica 
tarea de legislar. 

30. Las potestades que las Constituciones otorgan al Parlamento 
en materia de nombramientos no son accesorias, son importan- 
tísimas. No siempre es adecuado designar por elección popular a los 
titulares de órganos fundamentales del aparato estatal. Por la natu- 
raleza esencialmente técnica de sus funciones o por su incidencia en 
la vida cívica que debe garantizarse a todos, la regla de los comicios 
populares (accede al cargo el que es ungido por la mayoría) no 
resuelve la dificultad, Tal lo que ocurre con los órganos jurisdiccio- 
nales (Alta Corte de Justicia, Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo) y con los de contralor de la regularidad hacendística y del 
correcto manejo de los fondos públicos (Tribunal de Cuentas) o, en 
el segundo caso con la justicia electoral (Corte Electoral). Atribuir 
en estos casos, decisiva participación al Parlamento es la única 
solución compatible con el sistema democrático por ser aquel el 
órgano más genuinamente representativo y el único que podía, a 
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la deseable injerencia de éste con exigencias técnicas. 


Dentro de la administración el principio de la autonomía por 
servicios (nacido en la Carta de 1918 con el célebre artículo 100) se 
implantó no sólo por razones técnicas sino políticas, ya que era una 
manera de evitar la desmesura de las potestades -gubernamentales al 
ensancharse el radio de injerencia estatal en el cumplimiento de las 
llamadas funciones secundarias. Para alcanzar este doble objetivo se 
impuso, mediante el otorgamiento de las venias por mayorías espe- 
ciales, la intervención parlamentaria en el nombramiento de los. 
jerarcas de los entes autónomos. 

Otro principio, yo diría que elemental, es el de limitar al 
máximo o erradicar, en la integración de órganos de contralor, la 
injerencia de los controlados. 

Todas estas reglas eran puntualmente quebrantadas al otorgar al 
Presidente el derecho de nombrar y despedir sin expresión de causa 
y sin venia a los miembros de los Directorios y a los Directores 
Generales de las empresas públicas y de los servicios descentrali- 
zados, en el designar previa venia a las autoridades de la enseñanza, 
a los integrantes de la Corte Electoral y de la Alta Corte de Justicia, 
en el de proponer ternas para el Tribunal de Cuentas; en la de 
remitir a ha ley ordinaria la forma de designar el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, 

Después de este largo recorrido en que hemos sido prolijos, 
seguramente dando por el pito mucho más de lo que el pito vale, 
nos encontramos con que la única solución rescatable de todas las 

ue elaboró el proceso, era la referente al tema lemas y supresión 
del doble voto simultáneo, pero a su vez, si había quienes en ese 
punto aislado coincidían, las estructuras políticas con peso en la 
opinión, las rechazaron y al final, en esto, impusieron su punto de 
vista. 

El plebiscito del 30 de noviembre de 1980, habida cuenta de las 
convicciones democráticas de nuestro pueblo y de la propia dirigen- 
cia, de resultado previsible, señaló el más estrepitoso fracaso del 
proceso. El hecho fundamental no fue la presentación del proyecto 
que sólo sirve para medir la diferencia que existe entre cacarear 
sobre la democracia y realmente aceptarla, sino el plebiscito mismo 
y su resultado. En otra parte ya hemos señalado que la dictadura 
estaba derrotada a partir de noviembre de 1980. Fue la Guerra de 
las Malvinas de los militares uruguayos, supuesto que la de la 
Argentina no lo estuviera también antes del epílogo de esa ridícula 
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aventura, Como el vencedor fue el pueblo oriental y no los ingleses. 
muchos no se dieron cuenta y por eso pactaron con los derrotados. 
salidas que aceptaban reducir pero no eliminar su tutela, con las 
consecuencias que todavía estamos padeciendo. 


(1) Si hay slgún aficionado a la arqueología o simplemente masoquista que 

en este pantano quiera introducirse, podrá informarse en mi libro “Las 
Décadas Infames”, en donde no tuve más remedio que allí internarme. 
Los capítulos correspondientes me costó horrores redactarlos. La escri- 
tura fluyó, sin dificultades, en todo el resto, aún al abordar la temática 
económica, no obstante mis carencias en la materia; pero me empanta- 
naba y aplastaba el tedio, cuando debía trabajar ese inconcuso material 
(fue el último que pude concluir), a pesar de su fronterizo parentesco con 
el derecho al que, para mi bien o para mi mal, anduve enredado casi toda 
la vida. No sólo allí se encontrará el estudio de la normación que el 
“Proceso” fue dictando para articular su propio funcionamiento y que 
pomposamente distribuyó entre los Actos Institucionales, cuya natura- 
leza jurídica nunca se animó a definir y en “Leyes Fundamentales”, sino 
también las teorías que elaboró a la sombra tutelar y nada verdadera de la 
“Doctrina de la Seguridad Nacional”, y hasta una página destinada a 
reseñar las confusiones conceptuales que el Sr. Juan Maria Bordaberry se 
atreviö a darle forma de libro, cuando los humosdel poder terminaron por 
clausurar su escasa capacidad de raciocinio. Y por fin, en un alarde de 
resistencia a la naúsea, el proyecto de “Democracia Fuerte” que plebisci- 
taron en 1980, con el resultado conocido. Están todos sintéticamente 
expuestos (es contraindicada la abundancia en el estudio de los fósiles). 
Me niego a regresar a tarea tan penosa y estéril, 
A medida que uno se va volviendo viejo, se torna impaciente y selectivo, 
De jóvenes aprendemos muchas cosas inútiles y estudiamos asuntos que 
nos importan un bledo. Se ha dicho que mientras subsista este afán, la 
juventud no se ha perdido, No es tan así: en los jóvenes la disciplina en el 
estudio, es equivalente a apetencia de saber, de comprender, de inter- 
pretar; es al mismo tiempo acumulación informativa y desarrollo del 
raciocinio, del juicio. En los viejos es apenas sentido de la responsabilidad 
y obligación de confrontar el juicio apriorístico con la realidad. Entonces 
el esfuerzo tiene otro alcance y diferente sentido. Es uno de los pocos 
privilegios geriátricos, éste de separar el fruto de la vaina, aventar la inser- 
vible paja y ahorrar tiempo. La escasez, dicen los economistas, es uno de 
los factores determinantes del valor. El tiempo para nosotros los viejos, es 
espantosamente escaso. Por eso en el texto nos hemos limitado a glosar el 
proyecto reformista autoritario naufragado en 1980, paradigma de 
pseudo democracia o mejor, pauta ideal para aplicar el esquema “pueblo 
esquizofrénico”? por un lado e “iluminada inteligencia castrense” por el 
otro; o sea método idóneo para que los lúcidos y sapientes pudieran 
interponerse y evitar los errores de los zafios, que eran todos los que 
aquella privilegiada casta, no integran. 


(2) Sobre lo omitido, es impuesto volver a remitirse a “Las Décadas Infames”, 
Capítulo VII. 
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(3) Todas las Constituciones nacionales desde la de 1830 en adelante comen- 
zaron la parte orgánica con el Poder Legislativo. El proyecto de marras lo 
hacía con el Ejecutivo. Acaso porque rememorando los juicios de los 
juristas (sic) del en a éste le correspondía la supremacía natural. El 
asunto es anecdótico; pero muchas veces la anécdota ilustra más que un 
torrente de palabras y éste pued: ser un caso. 


(4) Esta norma es copia textual del art. 50. del decreto ley No, 14.157 
llamado “Ley ica Militar”, del 21 de febrero de 1974, o sea dictado 
durante el proceso. Esta es la formulación más concreta, en el país, de la 
“Doctrina de la Seguridad Nacional”. Cualquier exégeta aunque no sea 
muy zahorí, advertirá que comprende todo, incluído el proceso de desa- 
rrollo y que por ahí se lograba mantenerla injerencia y predominio 
castrense sobre la entera conducción nacional, 


(5) A tal punto se subordinaba al Presidente en el funcionamiento de este 
cuerpo, que constitucionalmente se disponía que fuera su secretario el 
Jefe del Estado Mayor de las Fuerzas Conjuntas. 


(6) Cuando se dictó el Acto Institucional No. 8, los graves juristas, sus redac- 

tores fundaron la negativa a reconocer el carácter de Poder al Judicial en 
esta forma: “El vocablo Poder en la concepción dominante en el Derecho 
Público representa esencialmente una expresión de competencia, de 
aptitud para pronunciar un acto imperativo que como tal debe cumplirse. 
Pero en la teoría y en la práctica esta competencia medular y específica 
no está acompañada por la potestad de imponer por sí su decisión. Entre 
la voluntad que se reputa soberana y la de ejecución imperativa del acto 
por ella proclamado, se interpone el auténtico Poder Público de que está 
investido el Poder Ejecutivo, y que le permite hacer cumplir coactiva- 
mente las expresiones volitivas del Estado”, 
A mi me asaltó la duda si el Poder Eegislativo lo era realmente, Porque el 
juicio imperativo que es la ley y que como tal debe cumplirse, tampoco 
está acompañado de la potestad de imponer por sí su decisión y también 
en este caso el acto se cumple coactivamente porque se interpone el 
Poder Ejecutivo que ejercita sus facultades de auténtico Poder. Claro, la 
duda fué muy efímera; casi enseguida me percaté que la teoría (sic) era 
sólo un florido y pomposo macaneo. 


(7) El sistema de mayoría y minoría lesionaba los derechos de la segunda, al 
atribuir a la primera bancas fijas cualquiera fuera su ventaja, aunque fuera 
muy estrecha, y repartir el saldo por representación proporcional con lo 
que se hacía mas evidente su natural fragmentación, y acentuaba este 
efecto al reducir el número de bancas: en Diputados de 99 a 75 y en 
Senadores de 31 (si computamos como corresponde al Vice-Presidente) a 


X BALANCE Y PERSPECTIVAS 


El objetivo central de este trabajo era una reflexión política, 
encarada desde vautas institucionales. Se habrá advertido que está 
sembrado de ellas a todo lo largo de su contexto. Para cerrarlo se 
impone un análisis de la Carta vigente, de sus virtudes y defectos, 
de sus carencias, de los puntos en torno a los cuales sería factible 
alcanzar un acuerdo, necesariamente fragmentario, para reformarla. 

Ya hemos comentado la tacha de autoritarismo indilgada a sus 
soluciones. En este caso, como en tantos otros, pifió el oráculo en 
sus profecías. El autoritarismo de las últimas décadas, no se instaló 
utilizando la Carta sino violándola, ya sea por la camarilla del 
eufemísticamente denominado “Proceso Cívico Militar” sobre lo 
que hay general acuerdo, sino también el que practicó con idéntico 
entusiasmo el Sr. Pacheco respecto del que el consenso no está tan 
unánime. Y al gobierno del Dr. Sanguinetti, con el que tengo himalá- 
yicas discrepancias, no se me ocurriría tildarlo de autoritario, 
porque sería injusto y además falso. Acrecentar las potestades 

ubernamentales, reducir el ámbito de las autonomías, disciplinar 
a hacienda pública, encauzar las potestades del contralor parla- 
mentario, preveer mecanismos de impulso y aceleración en el fun- 
cionamiento de los órganos estatales, pueden ser requerimientos del 
desarrollo y no implican, si están debidamente reglados y además 
esas reglas se acatan, arbitrariedad, El repetido ejercicio de potes- 
tades institucionales, como es el caso a presidencial con su 
efecto paralizante de la voluntad mayoritaria mäs que un ejemplo 
de arrogancia autoritaria, son una consecuencia natural del delecto 
capital del sistema. 

Despolitizar (en el sentido más peyorativo del vocablo) la admi- 
nistración que el sistema de coparticipación obligatoria venía acre- 
centando, hasta el paroxismo, era una necesidad. A ello propendía 
el abandono de la colegialidad bicolor de la cúspide administrativa, 
así como la de integración a cuota fija de los directorios de los 
entes; pero en éstos al requerir venia del Senado de tres quintos de 
votos para integrarlos, la acentuó Batlle con las manos libres, 
seleccionó los directorios con criterios técnicos, con las fórmulas 
constitucionales restrictivas, siguen siendo el destino compensa- 
torio de aspirantes a legisladores frustrados. Se demuestra así, una 
vez más, que el problema no es institucional, sino político. Y que el 
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mal se corregirä, si se modifica el grado de responsabilidad de los 
partidos, y que ninguna ley serä eficiente, si esa responsabilidad 
sigue ausente. 

Algunas normas eran indispensables para promover el desarrollo 
econömico y generar cambios estructurales. Las sanciones no 
fueron malas; fueron insuficientes. Hoy ya es evidente que ni uno 
ni otro son alcanzables, mientras subsista el principio capitalista de 
la intangibilidad del derecho de propiedad y su correlato, el 
concepto de que el motor dinámico de la actividad económica, no 
puede ser otro que el lucro privado. Su fuéramos más humildes, 
podíamos haber advertido, que en los teóricos y en la vieja legis- 
lación española, ya había elementos harto significativos, del funda- 
mento social del derecho de propiedad. 

Las previsiones sobre el pago de las indemnizaciones generadas 
por los procedimientos expropiatorios, conexas con planes y pro- 
gramas de desarrollo, flexibilizan los principios propietaristas sobre 
los sociales, que tales proyectos entrañan; pero trasuntan tanta 
timidez que resultan inocuas. Aunque el pago no sea necesariamente 
previo, el plazo de diez años para amortizar en efectivo el total y la 
dilatoria de la toma de posesión hasta reintegrar la cuarta parte, 
son cortapisas anulificadoras. Para encarar una reforma agraria o 
industrial o urbana en serio, hay que pensar en el reintegro en 
bonos con plazos de amortización mayores a una década. No hay 
reforma agraria en el mundo que haya podido eludir métodos de 
parecido jaez. Es este un punto que reclama retoques. 

Debo, sin embargo, ete sobre los riesgos del maximalismo. 
Aspirar a consagrar en textos legales el camino hacia el socialismo 
es un síntoma de aquella enfermedad infantil de que hablaba 
Lenin, que mucho sabía de estas cosas, Porque el recorrido no 
incluye la tarea de hilvanar retóricas utopías y tampoco la de 
deleitarse en esculpir textos legales inaplicables, sólo ideóneos para 
exhibir en decoradas vitrinas presuntos logros. Peor, este perfeccio- 
namiento teórico, puede ser método ensayado con el propósito real 
de torpedear cualquier progreso real, Quienes lo practican no son 
revolucionarios; ni siquiera reformistas. Son conservadores que 
claman por lo máximo para que todo siga como está. 


La organización y coherente funcionamiento de los partidos, la 
vigencia de la democracia interna, son exigencias que ninguna ley 
podrá implantar, porque el uno y la otra deben arraigar básicamente 
en el pensamiento de sus adherentes y conductores. Es un 
problema de desarrollo de la conciencia política individual y colec- 


tiva y de recepción de principios éticos elementales. Es imposicie 
obtener credibilidad ciudadana, haciendo lo opuesto a lo, con énta- 
sis, prometido. 

También es preciso introducir coherencia en los textos. Si hay 
coincidencia en que las elecciones departamentales plantean una 
problemática distinta a la que se dilucida en los comicios nacio- 
nales, ¿por qué se superponen? Y si se vota en hojas separadas ¿por 
qué se exige que sean del mismo lema ambas? Se objeta que el 
desfasaje en los comicios, obliga a repetir las consultas populares 
con toda la dilapidación de esfuerzos y de dinero que ellas impli- 
can. Sorprende que el reproche tenga procedencia batllista. Este 
credo se integró con fidelidades talmúdicas al pensamiento de 
Batlle, quien sin embargo, pregonó y defendió con su característico 
empeño, las consultas populares casi anuales. ¿Se explica el sorpre- 
sivo quiebre por motivaciones de alta política o por mero oportu- 
nismo? Si las elecciones -sobre todo las nacionales- resultan dema- 
siado costosas, ¿no estará el mal justamente en su infrecuencia, en 
la apelación a una propanda desaforada repitiendo sloganes estú- 
pidos que usan no los que tienen mejores razones sino más plata y 
en una política de subsidios públicos para financiarle a los partidos 
su prodigalidad -ya que el dinero les viene de arriba-, en el cumpli- 
miento de una tarea que debiera indeclinablemente ser suya y con 
sus recursos apuntalarla? Si la representación proporcional es un 
principio del que nos enorgullecemos y que casi nadie se atreve a 
impugnar ¿por qué lo abandonamos kunde de integrar los örganos 
legislativos comunales se trata? 

Y asi llegamos al punto crucial de la sustituciön del concepto 
sociolögico de partido por la mitologia de los lemas. Seguimos 
aferrados a la protección legal de los segundos, a pretexto de 
defender a los primeros. En un país de bipartidismo consolidado, el 
error qunque injustificado, era explicable; en uno donde el biparti- 
dismo feneció, la incongruencia es peligrosa, porque si el mapa 
político se divide en tres opciones, es previsible que una no habrá 
de predominar sobre las otras dos acumuladas, aunque aislada- 
mente venza a cada una de ellas, y que atribuir la responsabilidad 
gubernativa a ésta, equivale a instalar a una minoría, aunque sea la 
más caudalosa, en el poder. 

Sabido es que Rousseau fundamentó la democracia, en las pre- 
trogativas inherentes“a la mayoritaria voluntad popular. Tratadistas 
y pensadores posteriores lo corrigieron, aduciendo que la lógica del 
sistema, exigía un cuidadoso pentagrama de derechos y garantías 
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protectoras de las minorías, de todas ellas, y que, por tanto, el 
signo distintivo del sistema, sobre todo reposaba en la vigencia de 
esta red tutelar, pero nadie impugnó el principio básico de que de 
democracia es sinónimo de gobierno de mayorías. Nosotros nos 
pavoneamos de ser sus adalides y sin embargo, instalamos y acora- 
zamos con una legislación electoral artificiosa, gobiernos de mino- 
ría y muy campantes nos titulamos vanguacdia universal de la 
democracia, sin advertir o advirtiéndolo autotrampeándonos, de 
que estamos violando su principio señero. 

A su vez, si tres son las opciones, todas minoritarias en el total, 
no hay otra solución que la de posibilitar, facilitar y establecer los 
entendimientos pluripartidarios, no para institucionalizar la repar- 
tija de cargos y de posiciones, sino para tornar aplicable el 
programa que entre ambas elaboren y que no será idéntico sino 
diferente al de cada una de ellas, y por fin que una situación polí- 
tica de este tipo, tendrá necesariamente que aproximarse a las solu- 
ciones parlamentaristas que corrigen la rigidez del presidencialismo 
y permiten introducir variaciones a tenor de las mudables coyun- 
turas. Porque además, y esto es fundamental, el órgano clave del 
sistema es el parlamento y modificar artificiosamente su integra- 
ción, o a fórmulas arcaicas y demostradamente inadecua- 
das, es otra manera de glorificar las formas y traicionar la subsis- 
tencia. 

Por aquí concluyo que en materia institucional, la reforma clave 
es la de la legislación decot -necesario abandono de la mitología 
de los lemas, reconocimiento de la utilidad de las coaliciones pluri- 
partidarias-, pero que en ella no es lo principal que el presidente sea 
elegido por una mayoría, como lo hace el sistema francés del 
ballotage, recurriendo a otro artificio, sino que reuna en apoyo a su 
gestión a las auténticas mayorías nacionales, propiciando su 
concertación, si cada sector individual no las reune. 

Se ha dicho que estos agrupamientos gubernativos pluripartida- 
rios son inestables. El ejemplo del Pentapartido italiano demuestra 
que es una objeción superficial, Hubo en Italia múltiples crisis 
ministeriales que se solucionaron con el relevo de figuras o el 
retoque de orientaciones, pero manteniendo el acuerdo básico de 
los cinco partidos. Cualquier sistema pasa por la adultez de estos 
que saben la imposibilidad de prolongar la acefalía de la adminis- 
tración. Y si los responsables de la conducción italiana, pueden 
recomponer su unidad con rectificaciones que mantienen los linea- 
mientos esenciales de su concierto, es porque el Pentapartido no es 
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un engendro artificial, sino expresivo de la mayoritaria opiniön 
italiana. A la estabilidad tambien coadyuva el opositor Partido 
Comunista, que a su manera, se integra al sistema. 

Acabamos como dando vueltas a la noria en la misma premisa: 
los andariveles institucionales pueden facilitar o dificultar el funcio- 
namiento de cualquier sistema; lo único que lo asegura es la madu- 
rez de los partidos. 


Hay que extraer de este trabajo algumas conclusiones. Nos 
hemos manejado desde hace décadas con dos supuestos falsos: el 
primero, el país está polarizado en torno a dos opciones partidarias; 
el segundo, confundíamos partidos con lemas, 

El primero dejó de ser cierto desde 1971. A partir de entonces el 
presunto bipartidismo (cada uno de los lemas no era un partido 
sino una federación caótica y contradictoria de grupos, sólo cohe- 
sionados por la apetencia de poder o por la tradición que es un 
ingrediente, pero sólo un ingrediente y emotivo, no racional, de 
unidad), se clausuró. Porque las opciones no fueron dos, fueron 
tres, y por tanto seguir manejándonos como si ese hecho irrever- 
sible no hubiera acontecido, es darse de cabeza contra la pared. 

La democracia para funcionar necesita partidos, no eti uetas, y 
aquellos precisan no sólo el aglutinante de las comunes tradicions, 
sino también un minimo de identidad ideológica. Se ha replicado 
que ellos admiten la existencia de matices, de nucleaciones no ente- 
ramente coincidentes. Es cierto, dentro de ciertos límites. Una 
corriente política autoritaria o fascistizante no puede convivir con 
otra, democrática o renovadora, aunque ambas se cobijen bajo 
idéntica etiqueta. Y nosotros tuvimos lemas, no partidos. 

Una coincidencia mínima, programática o ideológica, es indis- 
pensable, porque el culto de los mismos muertos nunca ha servido 
para gobernar a los vivos. Quiero decir que si todo partido implica 
una er para ser tal, todos sus integrantes tienen que coinci- 
dir por lo menos en los lineamientos esenciales de esa propuesta. 
Durante décadas también asistimos a la búsqueda infructuosa de 
una mínima identidad y navegamos a los tumbos con una demo- 
cracia nominal que no podía funcionar porque no tenía partidos. 
Esa misma crisis sustantiva condujo a la muerte del bipartidismo y 
al nacimiento de una realidad en donde las opciones dejaron de ser 
dos y fueron tres. 
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Otra consecuencia tuvo ese hecho: instalamos gobiernos de 
minorías. Como cada lema era un abanico de propuestas contra- 
dictorias, no hubo otra alternativa que atribuir a los voceros de una 
de ellas el gobierno como si representara a la mayoría real de la 
opinión y como no era cierto, e ungido no tenía otro camino que 
ponerse a armar el rompecabezas de la gobernabilidad apelando a 
un grupo o sector del bando rival, con el que tenía más afinidades 
que con sus titulados correligionarios. O sea cada uno de los lemas 
era en parte gobernante y en parte o ositor. Aparte de su precarie- 
dad, ese sistema, constituía una estafa al elector. Alguien dijo con 
razón, que en la noche del recuento de los votos, aunque todos los 
del mismo lema festejaran durante algunas horas, muchos empe- 
zaban a llorar a la mañana siguiente. 

Hoy la situación plantea algunas bases que no podemos seguir 
ignorando según la conocida táctica del avestruz, 

La primera, en la democracia gobierna la mayoría, no la 
mayoría nominal de los que tienen iguales cultos, sino la real de los 
que piensan de semejante manera sobre la problemática nacional y 
sus soluciones para el inmediato futuro o incluso para el premioso 
presente. 

Segundo: mueto el bipartidismo ficticio, ninguna de las tres 
opciones aislada logrará agrupar la voluntad mayoritaria. Ella será 
supla, o sea la mayoría real será pluripartidaria. En un país fraccio- 
nado en tres, sólo se organizará un gobierno de mayoría con la 
conjunción de dos. 

Tercero: ante esa realidad que rompe los ojos, los andariveles 
institucionales no pueden seguir obstaculizando los entendimientos 
entre partidos coincidentes en una propuesta mínima, sino al 
contrario facilitarlos porque son una necesidad insoslayable. 

Cuärto: sólo un personalismo trasnochado puede creer que este 
problemazo se resuelve estableciendo procedimientos mas o menos 
ingeniosos, para obtener que el Presidente sea electo por una 
aparente mayoría obtenida merced al agrupamiento circunstancial 
de la segunda vuelta, si allí no se establecen bases más profundas de 
la coincidencia que deje de ser circunstancial y tenga algún viso de 


estabilidad. 


La cuestión no es quien se instalará en el Palacio Libertad, sino 
cómo gobernará durante cinco años. Porque nada asegura que los 
mismos que contribuyeron a ungirlo no comiencen al día siguiente 
a apedrearlos. Dicho de otro modo mas claro: las coaliciones o 
entendimientos pluripartidarios no son solo indispensables para 
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elegir, sino para gobernar. Y para gobernar en la democracia es 
imprescindible tener respaldo mayoritario en la opiniön, no sölo 
respecto de la persona responsable, sino respecto de lo que se ha 
comprometido a hacer desde el gobierno. 

Quinto: Es inadecuado el sistema presidencialista para hacer 
funcional esta realidad. El presidencialismo tiene un presupuesto 
tácito aunque no expresamente formulado; se adecua al biparti- 
dismo y no al gobierno de coalición. 

En nuestra historia institucional es notorio un proceso que a 
partir de un presidencialismo bastante ortodoxo va evolucionando 
hacia toas cuasiparlamentarias. La lógica más elemental 
concluye que al variar las realidades políticas de la sociedad, las 
soluciones institucionales que a ellas deben atender en lugar de 
contrariar debieran acentuar esa tendencia. Porque además debe 
reconocerse que un gobierno mayoritario apoyado en fórmulas de 
entendimientos pluripartidarios es por naturaleza precario, 

Por concreto y sincero que sea dicho enla, no está 
inmunizado contra el riesgo de que la dinámica de los hechos, los 
avatares de cada coyuntura, acaben fracturándolo. Y la solución del 
recambio para, recomponer una mayoría con diferente signo u 
orientación a la primigenia, es mucho más fácil de anudar en un 
modelo parlamentarista que en un modelo presidencialista. Por 
supuesto, un modelo parlamentarista entre nosotros no podrá limi- 
tarse a trasplantar las soluciones elaboradas en la larga experiencia 
extranjera porque distinto es el encuadre de nuestras sociedades 
al de las desarrolladas y muy cultas de la vieja Europa, porque dife- 
rentes son no sólo las instituciones en que el funcionamiento del 
sistema se basa, sino incluso porque propias e intransferibles son 
nuestras tradiciones, nuestros prejuicios, el entendimiento de 
nuestro pueblo sobre el papel que en el escenario político desem- 
peñan los menores agonistas y sobre todo los líderes. Dicho de otra 
manera nuestras soluciones tendrán que ser originales. Ya en el 
pasado siglo Alberdi había advertido que todas las buenas Constitu- 
ciones tenían que ser originales, porque lo son las sociedades a las 
que aspiran a encauzar. 

Las líneas precedentes solamente sintetizan los vectores de 
nuestro pensamiento. Elaborar las soluciones concretas es tarea 
asignada a la clase política, hasta ahora enfrascada en obtener 
ventajitas y en moverle el piso a los diversos adversarios aunque se 
mantengan intactos los vicios, los desencuentros, las incongruencias. 
O sea, completamente ajenos a su obligación principal, 
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OSCAR BRUSCHERA -historiador, politico y periodista-, 
aborda en este breve y remozado ensayo el proceso insti- 
tucional del Uruguay en el siglo XX. Desfilan en él, la experien: 
cia colegialista de 1917-1933, las constituciones de Terra y 
Baldomir, el neo-colegialismo de 1952 y la “Carta Naranja" de 


1967, actualmente vigente, dosificadas con los frustrados 


proyectos del | Ruralismo ly -son sus palabras-, el 
“mamotrético' ensayo autoritario de la Dictadura Militarque 
recibiera un rotundo mentiz popular en 1980. Aunque puntuali- 
za los principales lineamientos jurídicos de las Constituciones 
que nos han regido, su análisis no se circunscribe a este marco 
exclusivo, puesto que enfatiza los aspectos político-sociales 
de sus respectivos momentos históricos. Y apunta, por sobre 
todo, a poner en claro los puntos neurálgicos de una necesaria 
reforma. 


